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INTRODUCCIÓN 
 
El crimen es un microcosmo en el que deambulan miles de seres vivos. Algunos no 
tienen conciencia ni de la antisociablidad de sus actos ni de que constituyen una 
categoría social típica, repudiada no tanto por estar formada precisamente por 
ellos, sino por lo que hacen. Otros sí tienen conciencia plena de ambas cosas, pero 
además sus actos les proporcionan un placer relativo por la satisfacción que le 
permite destacar y trascender, es decir, ser algo  en un escalafón con reglas propias; 
reglas que son aterradoras por estar inmersas en una escala de valores de axiología 
vacante y, al contrario, de contenido estremecedor.  
  
En efecto, Alfred Adler1 sostenía que uno de los instintos sociales del ser humano 
es el de pertenencia, es decir, ser parte de un grupo. Si un ser humano no tiene 
alternativa, o teniéndola, escoge delinquir, entonces colma su instinto de 
pertenencia al pasar a formar parte del inframundo de la antisociabilidad. 
 
Sobre esta noción el sociólogo Daniel Boorstin propone una conclusión cruel e 
infecunda: “desde que el hombre se concentró en urbes, hay criminales y existirán 
siempre; su número variara sólo en función del tamaño de cada ciudad. La lucha 
                                                 
1 Adler, Alfred. Comprender la vida, Paidos, BsAs, 1999. Psicólogo. Pionero, desde 1927, de la 
Sicología individual, sistema a través del cual se puede entender a las personas. La Sicología 
individual, según Adler, es una sicología social; considera a la persona como un todo unificado en 
pleno funcionamiento, que de alguna forma tiene que manejarse para vivir junto a los demás seres 
del planeta.  
 6
en su contra debe ser pues, permanente, y tan vigorosa y organizada como el 
tamaño de cada ciudad”. 
 
 El ser antisocial, como el que no lo es, también realiza sus actividades para 
generarse el ingreso que requiere o desea, pero como un elemento persistente en la 
historia de la civilización, a diferencia de los que no lo son, los ingresos que 
generan las actividades ilícitas tienen dos tendencias claras: a) el de su incremento 
potencialmente ab infinitum por la desproporción que existe entre ellos, 
relativamente a los que generan las actividades legítimas y b) la distorsión que 
causan en los puntos programáticos de cualquier planeación económica, porque ni 
son ponderables, ni menos aun pueden coadyuvar a la estabilidad y el desarrollo 
de la sociedad. Son recursos monetarios en extremo dañinos. 
  
En países capitalistas, uno de los resultados más conspicuos y escandalosos de la 
delincuencia, el exceso de dinero, se erige como una sofocante trampa para ciertos 
comerciantes que sucumben ante la seducción de recibir dinero tan solo por prestar 
su imagen, sus instalaciones o su nombre mismo. 
 
El delito generador del recurso no necesariamente lo comete el comerciante, quien, 
en un principio, sólo se veía como el vehículo que facilita al delincuente la solución 
del problema de no saber qué hacer con sus recursos. 
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En ese sentido, el problema social que conlleva el delito de Legitimación de Capitales 
o Lavado de Dinero, como actividad asociada a la comisión de delitos graves, y en 
nuestra legislación2 relacionada únicamente al narcotráfico, afecta la estabilidad 
política, económica, y social de los Estados.   
  
La Legitimación de Capitales o Lavado de Dinero se puede considerar como un 
“servicio de apoyo” que permite a los delincuentes disfrutar de los beneficios de 
sus negocios de manera “legal”, es decir, el dinero se lava para encubrir 
actividades delictivas asociadas con el tráfico de estupefacientes3. 
 
En consecuencia, el gran reto que enfrentamos los nicaragüenses consiste en 
fortalecer y perfeccionar el marco jurídico recientemente establecido para combatir 
este fenómeno, con la intención de impedir que Nicaragua sea utilizada por 
delincuentes organizados para el lavado de sus ganancias ilícitas, y con ello 
proteger la estabilidad e integridad de nuestra nación. 
Esta modesta investigación no pretende otra cosa más que hacer una humilde 
aportación para el logro de estos objetivos. 
                                                 
2 Ley No. 285. Ley de Estupefacientes, Psicotropicos, y Otras sustancias controladas; Lavado de 
Dinero y Activos provenientes de actividades ilícitas, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 70 
del dieciséis de abril de mil novecientos noventa y nueve.   
3 Duncan Alford. Anti money Laundering Regulations: A Burden on Financial Institutions. N.C. 
Int´l Law, núm 19, pp 437 – 468, 1994. El tráfico de estupefacientes se ha convertido en un delito y 
en problema internacional que continua aumentando. El Lavado de Dinero otorga y presenta al 
traficante un panorama lucrativo al permitirle invertir sus ganancias, provenientes del narcotráfico, 




Aún en 1984, la preocupación de las Naciones Unidas por la criminalización de 
Legitimación de Capitales o Lavado del Dinero era aún de carácter secundario. Es 
así, por ejemplo, que en el documento sobre “Estrategias y Políticas Internacionales 
de Fiscalización de Drogas” de 1982, la ONU al debatir las alternativas para la 
reducción del Tráfico ilícito de Drogas, se limitaba a sugerir como política 
complementaria: “identificar transacciones financieras vinculadas al Tráfico ilícito 
de Drogas y disponer que las sentencias garanticen la pérdida, por los traficantes, 
de cualquier beneficio que hubieren obtenido. Se debe examinar otras medidas 
posibles para privar a los infractores del producto de sus delitos4”.  
 
Esto se asume únicamente como necesidad táctica la detención y congelamiento de 
los activos derivados del narcotráfico, pero todavía no se decide calificar el manejo 
y transformación de los mismos en conducta punible específica. De allí que 
diferentes reuniones de expertos que tienen lugar entre octubre de 1983 y 
noviembre de 19845, se circunscriban también a proponer medidas de fiscalización 
y decomiso. Es más, al surgir en diciembre de 1984 la iniciativa de elaboración de 
una nueva Convención ONU para la represión del Tráfico ilícito de Drogas, a 
través de la Resolución 39/141 de la Asamblea General, la Comisión de 
                                                 
4 División de Estupefacientes. Estrategias de Políticas Internacionales de Fiscalización de Drogas, 
Naciones Unidas, New York, 1982, p. 15. 
5 Comisión de Estupefacientes. Iniciación de la Elaboración de un Proyecto de Convención contra el 
Narcotráfico. Documento E/CN.7/1985/19, del 14 de enero de 1985, p. 
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Estupefacientes en 1985 hace público un primer “Proyecto de Convención contra el 
Narcotráfico”, el cual no considera entre las conductas criminalizables a la 
Legitimación de Capitales o Lavado de Dinero6. Sin embargo, ya en junio de 1986, 
al aparecer un nuevo “Proyecto de Convención contra el Tráfico Ilícito de 
Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas”, la Comisión de Estupefacientes de la 
ONU propone que la Legitimación de Capitales o Lavado de Dinero pase a ser 
considerado como un delito autónomo. En tal sentido, el artículo 2 del proyecto 
precisa que las Partes deberán adoptar las medidas necesarias para definir como 
delitos graves en su legislación penal: “c) La adquisición, posesión, transferencia o 
blanqueo del producto derivado del tráfico ilícito o  utilizado en ese tráfico”7. A 
partir, pues, de esta decisión, la Legitimación de Capitales o Lavado de Dinero 
comienza a ser evaluado como una conducta que puede posibilitar mejores 
opciones para el control del narcotráfico. De allí que el “Plan Amplio y 
Multidisciplinario de Actividades Futuras en Materia de Fiscalización del Uso 
Indebido en Materia de Drogas”, aprobado en 1987 por las Naciones Unidas, 
considere como objetivo la adecuación de las normas penales para una mayor 
eficacia, y dentro de las “medidas sugeridas” a cada Estado proponga la necesidad 
de definir como delito: “La adquisición, posesión temporal, transferencia o 
                                                 
6 Ídem, p. 10. Según el artículo 3 del Proyecto: “Se consideran actividades ilícitas las siguientes: el 
tráfico, distribución, suministro, fabricación, elaboración, refinación, transformación, extracción, 
preparación, producción, cultivo, preservación, transporte. Almacenaje, dirección. Organización, 
financiamiento o facilitación del tráfico de cualquiera de las sustancias o de sus materias primas a 
las cuales se refiere la presente Convención”. 
7 Comisión de Estupefacientes. Aplicación y Elaboración Instrumentos Internacionales sobre la 
Fiscalización de Estupefacientes y Sustancias Sicotropicas. Documento E/CN.7/1987/2, del 17 de 
junio de 1986, p. 7.  
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blanqueo del producto o los instrumentos derivado del tráfico ilícito utilizados en 
ese tráfico”8. Asimismo, dicho documento estratégico definió de modo detallado 
un importante conjunto de medidas destinadas a la prevención y detección de los 
actos de Legitimación de Capitales o Lavado de Dinero. Para lo cual se 
recomendaban, entre otras medidas, las siguientes: “Las asociaciones bancarias, las 
sociedades de inversión y otras instituciones análogas deben de elaborar códigos 
de conducta por los que lo que sus propios miembros se comprometan a ayudar a 
las autoridades a detectar las gracias derivadas de las actividades del tráfico ilícito. 
Con sujeción al respeto de los principios fundamentales de la legislación nacional, 
en la legislación podrían preverse multas u otras penas para el personal  o los 
directivos de esas empresas que hayan participado – o  facilitado - con 
conocimiento de causa en planes para ocultar información relativa a tales 
transacciones. Con sujeción a las limitaciones que imponga el sistema 
constitucional, jurídico y administrativo, el ministerio competente tal vez desee 
niveles de ingreso de las personas de quienes se sospecha han servido  de canales 
de suministro, a fin de detectar las fuentes de oferta ilícita de drogas y reducirla. 
Conviene orientar a los investigadores para que busquen pruebas en los registros 
de las autoridades fiscales, de los órganos encargados de conceder licencias para 
inmobiliaria y el registro público de empresas, así como en cualquier registro 
                                                 
8 División de Estupefacientes. Declaración de la Conferencia Internacional sobre el Uso Indebido y 
el Tráfico Ilícito de Drogas y Plan Amplio y Multidisciplinario de Actividades Futuras en Materia 
de Fiscalización del Uso Indebido de Drogas. Naciones Unidas, Nueva York, 1988, p. 66. 
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estadístico o financiero accesible que puede revelar desequilibrio entre el ingreso 
declarado y un nivel de gastos ostentoso”9.  
 
Gran parte de estas sugerencias serán asimiladas por la “Convención de las 
Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Psicotrópicas, que se aprobó en el marco de la Conferencia ONU celebrada en 
Viena entre el 25 de noviembre al 20 de diciembre de 198810, suscrita y ratificada 
por el Estado de Nicaragua en La Gaceta, Diario Oficial No. 45 del cinco de marzo 
de mil novecientos noventa. La Convención de Viena avala, pues, la alternativa 
criminalizadora de la Legitimación de Capitales o Lavado de Dinero como medida 
efectiva para agotar la operatividad del narcotráfico, a través de la detección e 
intervención de sus bienes de capital, lo que traería consigo la inmovilización 
económica y financiera de las organizaciones dedicadas al tráfico ilícito. En 
consecuencia, la Convención en los incisos b y c del artículo 3 obliga a las Partes a 
tipificar los siguientes delitos:  
 
1. La convención o la transferencia de bienes a sabiendas de que tales bienes 
proceden de alguno o algunos de los delitos tipificados como tráfico ilícito 
de drogas por el inciso a del artículo tercero de la Convención, o de un acto 
                                                 
9 Ídem. p. 67 y ss. En términos semejantes se pronunció la Resolución de la Asamblea General de la 
ONU 40/122 del 13 de diciembre de 1987. 
10 Consejo Económico y Social. Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de 
Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas. Documento E/CONF.82/15, del 19 de diciembre de 
1988, véase artículo 5. 
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de participación en dicho delito, con el objeto de ocultar o encubrir el origen 
ilícito de los bienes o de ayudar a cualquier persona que participe en la 
comisión del delito de tráfico ilícito de drogas, a eludir las consecuencias 
jurídicas de sus acciones.    
 
2. La ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, el origen, la ubicación, el 
destino, el movimiento o la propiedad reales de bienes, o de derechos 
relativos a tales bienes, a sabiendas de que proceden de alguno o algunos de 
los delitos tipificados como tráfico ilícito de drogas, o de actos de 
participación en dicho delito. 
 
3. La adquisición, la posesión o la utilización de bienes, a sabiendas, en el 
momento de recibirlos, de que tales bienes proceden de alguno o algunos  
de los delitos tipificados como tráfico ilícito de drogas o de un acto de 
participación en tal delito11.  
 
Como bien apunta JOSÉ LUIS DIEZ RIPOLLÉS la Convención de Viena consagró, 
pues, a la Legitimación de Capitales o Lavado de Dinero, como un delito 
independiente y asimilable a través de sus formas de realización a una “variedad 
                                                 
11 Sobre las características de cada uno de los supuestos previstos en la Convención de 1988, Vid. 
Luis Lamas Puccio. Tráfico Ilícito de Drogas y Lavado de Dinero. Dida de Arteta S.A. Lima, 1992, p. 
48 y ss. 
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singular de receptación”12. De otro lado, la amplitud de conductas susceptibles de 
considerarse derivadas o conexas con los ingresos del tráfico ilícito de drogas 
permitirían, como sostiene Saavedra Rojas, que en lo sucesivo “el dinero 
proveniente del narcotráfico que se invierta en una industria o en un comercio 
ilícito, los bienes de ese comercio o de esa industria, sería indirectamente derivados 
de la actividad ilícita y como tales deben ser entendidos como producto y de 
acuerdo a lo pactado internacionalmente, serían susceptibles de ser 
decomisados”13.  
 
De la suscripción de los Tratados, Convenciones, Acuerdos, y demás compromisos 
internacionales antes mencionados asumidos por el Estado de Nicaragua, la 
Asamblea Nacional en el año de mil novecientos noventa y nueve aprueba y 
promulga la Ley No. 285, Ley de Reforma y Adiciones a la Ley 177, “Ley de 
Estupefacientes, Sicotropicos y Otras Sustancias Controladas, Lavado de Dinero y 
Activos Provenientes de Actividades Ilícitas”, publicada en la Gaceta Diario 
Oficial, No 89 del 15 de abril de mil novecientos noventa y nueve. Esta Ley viene, 
pues, a regular todo lo relacionado al tipo penal Legitimación de Capitales o 
                                                 
12 Diez Ripollés, José Luis. Los Delitos Relativos a Drogas Tóxicas, Estupefacientes y Sustancias 
Psicotrópicas. Ed. Tecnos. Madrid, 1989, p. 18. 
13 Saavedra Rojas, Edgard. La Política Criminal del Narcotráfico consecuencia de la Convención de 
Viena de 1988. Trascripción de la Conferencia pronunciada el 28 de abril de 1989 en la Universidad 
de Cartagena, p. 28 s/d. Sobre la aplicación del comiso véase: Bárbara Huber, El Comiso de las 
Ganancias en el Derecho Penal con Especial Referencia a la Legislación sobre Drogas, en Actualidad 
Penal No. 19, 1990, p. 163 y ss. 
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Lavado de Dinero. A la fecha se han efectuado dos procesos penales14 por la 



















                                                 




Lo novedoso del tema nos ha llevado a interiorizar en este tipo penal de tanta 
envergadura en el ámbito nacional como internacional. En ese sentido, sólo 
ahondando en el tema a investigar podremos conocerlo y combatir éste servicio de 
apoyo que utiliza la mafia organizada para disfrutar de los beneficios de sus 
negocios de manera legal. 
 
Esperamos, pues, que el presente trabajo investigativo sirva para despertar la 
inquietud de investigadores que deseen abordar este novedoso tema desde otra 
perspectiva, para así avanzar en el análisis jurídico. Es importante hacer mención 
que nuestro trabajo investigativo tiene la pretensión de contribuir 
bibliográficamente con el estudio de este tema, pues a la fecha solamente se han 
escrito artículos jurídicos no así investigaciones. Y como conocedor del Derecho y 
futuro profesional tengo el propósito menesteroso de contribuir con esta 








PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
Un proceso judicial15 que se lleva a cabo contra varios ex funcionarios públicos de 
la República de Nicaragua, despertó gran polémica entre Catedráticos, 
Profesionales del Derecho, Judiciales, Estudiantes, Medios de Comunicación Social 
y Personas legos en Derecho.  
 
Tal es la polémica que originó dos corrientes, a saber: la primera corriente sostiene 
que la Legitimación de Capitales o Lavado de Dinero es un delito que se origina no 
solamente de experiencias vinculadas a la narcoactividad, sino también de otros 
tipos de ilícitos como son: Fraude, Peculado, Malversación de Caudales Públicos, 
entre otros. La segunda tendencia mantiene la posición que el tipo penal en 
mención es producto de la relación estrecha que existe con el tráfico ilícito de 
estupefacientes y psicotropicos, y por tanto es un delito accesorio y dependiente 
del tipo penal de las acciones del narcotráfico. En consecuencia nos vimos en el 
deber de: identificar en la legislación nicaragüense la regulación del tipo penal 
Legitimación de Capitales o Lavado de Dinero y ¿QUÉ SI ESTE TIPO PENAL ES 
UN DELITO AUTÓNOMO O PROCEDE EXCLUSIVAMENTE DEL 
NARCOTRÁFICO? 
                                                 
15 Expediente No. 1111/2002. El Juzgado Primero de Distrito del Crimen de Managua, conoce del 
proceso judicial por Acusación presentada por Iván Lara Palacios, Procurador especial de la 
República, quien en representación del Estado de Nicaragua acusaba a: Byron Rodolfo Jerez Solís, 
Ethel González de Jerez, Valeria Jerez González, Esteban Duque Estrada, Jorge Solís Farias, Amelia 
Alemán Lacayo, Álvaro Alemán Lacayo, Mayra Estrada de Alemán, Arnoldo Alemán Estrada, 
Arnoldo Alemán Lacayo, María Dolores Alemán Cardenal, Alfredo Fernández, Ligia Segovia y 
Auxiliadora López, por los delitos de Lavado de Dinero y/o Activos provenientes de actividades 




1. OBJETIVO GENERAL. 
 Estudiar en la legislación nicaragüense todo lo relacionado al tipo penal 
Legitimación de Capitales o Lavado de Dinero. 
 
2. OBJETIVO ESPECIFICO. 
 Indagar en el Derecho Internacional los mecanismos vinculantes al tipo 
penal Legitimación de Capitales o Lavado de Dinero.  
 Demostrar que la Legitimación de Capitales o Lavado de Dinero es un delito 
que procede exclusivamente del narcotráfico. 
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MATERIAL Y MÉTODO 
 
En el presente trabajo investigativo “Legitimación de Capitales o Lavado de 
Dinero en la Legislación nicaragüense”, se realizó una investigación de tipo 
analítico descriptivo por considerar que este procedimiento metodológico, es el 
que mejor se adapto a nuestras necesidades e intenciones de comprobación de 
nuestra hipótesis. 
 
El universo de nuestra investigación lo constituyeron todas las leyes nacionales y 
las Convenciones Internacionales, además de la Doctrina, que se relacionan con el 




















En el panorama internacional se viene prestando un inusitado interés a un 
fenómeno que se conoce con el nombre de lavado de dinero, término éste que, pese 
a su escaso rigor técnico, ha sido adoptado en nuestra legislación nacional, quizá, 
en parte, por el poco o nulo conocimiento de nuestros legisladores en el 
surgimiento y creación de nuevos tipos penales16, además, éste término ha sido 
adoptado por diferentes foros internacionales e, incluso, se han impuesto en las 
legislaciones internas de distintos países. Ni que decir tiene que se trata de 
expresiones sumamente gráficas, pero, según comprendemos, el mismo objetivo se 
conseguiría de emplearse el término legitimación de capitales que, además de ser 
igualmente descriptivo, es técnicamente más correcto17. En cualquier caso, es de 
advertir al jurado que, en lo que sucesivo emplearemos únicamente éste último 
término. 
El crimen organizado, merced a su variada actividad delictiva18 dispone de fondos 
grandiosos, inutilizables mientras puedan arrojar pistas sobre su origen. De la 
necesidad de ocultar y de reinvertir las ingentes ganancias obtenidas, ora para la 
financiación de nuevas actividades delictivas, ora para la adquisición de bienes 
                                                 
16 Tal es el caso cuando se discutió la Ley No. 285, el Diputado Noel Pereira Majano, en unas de sus 
intervenciones (ver folio 318 del Diario Debate), propuso sin ninguna argumentación, que debería 
cambiarse Legitimación de Capitales, por Lavado de Dinero. Tal moción fue aceptada 
favorablemente. Vid.  Anexos. 
17 Asimismo han manifestado la preferencia por tal expresión, entre otros, Ramírez Monagas, B., 
Zambrano, K., Ochoa, S., Lovera, A. y Millan L., en Legitimación de capitales (legislación referida al 
lavado de dinero), en La cuestión de las drogas en América Latina. Caracas, Venezuela, 1991, p. 495.  
18 Cultivo, Producción, Fabricación, Trafico de Drogas, entre otras. 
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diversos, surge la legitimación de capitales con el fin último de evitar el 
descubrimiento de la cadena criminal y la identificación de sus autores. La 
legitimación de capitales se convierte así en el ineludible requisito para su impune 
introducción en el circuito económico. A partir de ese momento, el poder 
económico de  la delincuencia organizada se convierte en exponencial. El dinero 
legitimado puede ser entonces invertido sin levantar sospechas y contribuir a que 
sus detentores se adornen con un barniz de respetabilidad bajo la cobertura de 
actividades honorables. Existe con ello el peligro real de que nuestra economía 
caiga bajo su control, se distorsione el sistema financiero y se desestabilice el 
sistema democrático en Nicaragua. 
Las variadas, complejas y, en ocasiones, sofisticadas operaciones que tal proceso 
genera requiere la existencia de centros financieros adecuados por su receptividad. 
Nicaragua, sin ningún género de dudas, reúne todas las condiciones exigibles. A su 
reducida extensión territorial, lo que facilita la movilidad transnacional, se une su 
tradicional favorecimiento de la libre circulación de capitales, su desmesurada 
protección a las relaciones de confianza entre cliente y banco, en ocasiones y, sus 
variados servicios financieros así como una constante inestabilidad en el plano 
político, económico y jurídico. Con tan inusuales características, el descubrimiento 
de escandalosas operaciones de legitimación de capitales aparece como la 
inevitable punta de iceberg de un fenómeno no tolerado.  
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Pese a los argumentos y motivaciones de determinados personajes acerca de la 
superflua lucha en contra de la legitimación de capitales, la evolución legislativa de 
la Ley no. 177 con la Ley No. 285 en la lucha contra la legitimación de dinero 
provenientes del narcotráfico permite presagiar, con moderado optimismo, una 
adecuada lucha contra tan trascendente fenómeno, siquiera sea para evitar 
dificultades al nivel de asistencia jurídica internacional o por simples razones de 
decoro. Optimismo que puede, no obstante, verse enturbiado por la tenaz y 
previsible resistencia de ciertos sectores. 
 
 
1. PRECISIONES TERMINOLÓGICAS 
Aunque los objetivos del presente estudio no incluye un detallado análisis de la 
terminología utilizada para referirse al objeto de nuestra investigación, 
legitimación de capitales, el caos terminológico que rodea las diferentes 
expresiones con las que se pretende  hacer alusión a este fenómeno nos obliga a 
referirnos, siquiera brevemente, a esa cuestión. 
 
1.1. Empleo de los términos legitimación, lavado y blanqueo 
Siendo la legitimación de capitales una realidad económica relativamente 
novedosa, no puede hablarse de una terminología universalmente aceptada, 
aunque ya existen neologismos en las principales lenguas para referirse a este 
delito. En cuanto a nuestra doctrina, las reticencias a la hora de aceptar estos 
nuevos vocablos son evidentes, tanto en el empleo de expresiones entrecomilladas 
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para designar este delito, como la variedad de sinónimos o circunloquios con los 
que se pretende eludir su empleo directo19.  
 
El primer intento de introducir el término lavado, data del Proyecto Ley de 
Reformas y Adiciones a la Ley No. 177, de junio 1998. La exposición de motivos del 
referido proyecto justificaba la elección de ese concepto sobre la base de la 
“convicción de que es la expresión que mejor designa, en coincidencia con el 
entendimiento que de ella se tiene, la clase de conductas que se describen, que son 
todas aquellas orientadas a la incorporación al tráfico económico legal de los bienes 
o dinero ilegalmente obtenido”20.  
 
Con posterioridad, el legislador ha adoptado expresamente el término “lavado” en 
la “Ley No. 285, Ley de Adiciones y Reformas a la Ley No. 177, Ley de 
Estupefacientes, Sicotropicos y Otras Sustancias Controladas; Lavado de Dinero 
y/o Activos Provenientes de Actividades Ilícitas”, de 1999, sobre determinadas 
medidas de prevención del “lavado de dinero”; Disposiciones Administrativas de 
la Superintendencia de Bancos, de abril del 2002, sobre normas de protección de los 
bancos, actividades financieras y otras cuestiones relativas al régimen jurídico de 
                                                 
19 Vid. Abel Souto, Miguel. “Normativa internacional sobre el blanqueo de dinero y su recepción en 
el ordenamiento español”, Tesis Doctorales, 2001, p. 3.  
20 Vid. Proyecto Ley de Reformas y Adiciones a la Ley No. 177, de junio 1998, p. 25. 
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las entidades financieras. E igualmente los Juzgados han recurrido a este nomen 
iuris en variadas ocasiones21. 
 
Etimológicamente la acepción de “lavado” que nos ocupa deriva del inglés money 
laudering. Esta expresión se popularizó a finales de los años setenta  en la jerga 
utilizada por los mafiosos estadounidenses, que ironizaban sobre las existencias de 
una cadena de lavanderías que era empleada para invertir el dinero procedente de 
la venta de heroína colombiana, mezclándolos con fondos lícitos para encubrir el 
origen. Antes de ser utilizado en el mundo jurídico, fue empleado en ámbitos 
periodísticos y financieros. Es cierto, por tanto, que en sus inicios este término 
surge dentro de la jerga de propia de los delincuentes, pero el Diccionario de la 
Lengua Española de la Real Academia recoge, siquiera parcialmente, este 
significado de “lavar”, cuya sexta acepción es “ajustar a la legalidad fiscal el dinero 
procedente de negocios delictivos o injustificables”.  Desde luego esta definición 
tiene mejor encuadre en el Derecho Fiscal que en Derecho Penal, pero lo que ahora 
queremos destacar es que la Real Academia contempla la utilización del término 
“lavado” no como argot, sino como tecnicismo, lo que da base a un uso correcto de 
esta expresión en nuestra disciplina22. 
 
El caos terminológico en esta materia también se debe en buena medida al empleo 
de una infinidad de neologismos utilizados como sinónimos y que encuentran su 
                                                 
21 Vid. Sentencias números 559/02 y 760/02 del Juzgado Primero del Crimen de Managua 
22 Diccionario de la Lengua Española, Madrid, Espasa Calpe, 1992, p.210.  
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origen entre otros vocablos extranjeros. A continuación procederemos a analizar 
detenidamente los más frecuentes: 
 
a) Legitimación: Deriva del término italiano: legitimare. Ha sido muy poco utilizado 
por la doctrina, no obstante, a nuestro parecer es el más apropiado23. En el lenguaje 
común este término se reserva para las técnicas de legalización de diferentes 
cuestiones. Desde luego, nada impediría que el mismo término tuviera dos 
acepciones técnicas radicalmente distintas en dos sectores del conocimiento tan 
diferenciados como la vida diaria y la Ciencia Jurídica, pero podemos cuestionar 
que sea acertado designar del mismo modo algo tan positivo como es la 
legalización de documentos procedentes del exterior y algo tan negativo como lo 
es la legitimación de capitales. Además, supone adoptar la perspectiva del 
“lavador”, que efectivamente pretende que sus derechos sobre los capitales a 
legitimar no le sean discutidos. Pero la legitimación en el disfrute de los bienes 
procedentes de un delito no puede basarse en un proceso de lavado, que sólo 
podrá dar apariencia de legitimidad, pero no legitimar. La auténtica legitimación 
sólo puede producirse con la usucapión del bien, de acuerdo a las normas civiles 
que regulan esta institución, teniendo en cuenta que se trata de un poseedor de 
mala fe. 
 
                                                 
23 Vid. Vidales Rodríguez, Caty. “El delito de legitimación de capitales: su tratamiento en el marco 
normativo internacional y en la legislación comparada”, CAJ, 1998, p. 1. 
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b) Lavado: Su empleo se debe a una traslación del inglés money laudering o del 
alemán geldwashe. Se trata del término más extendido en la doctrina 
latinoamericana24, pues ésta es la expresión que utiliza el “Reglamento modelo 
americano sobre delitos de Lavado relacionados con el tráfico ilícito de drogas y 
delitos conexos”, del 23 de mayo de 1992. 
 
c) Blanqueo: Se correspondería con el francés blanchiment. Éste es sin lugar el 
vocablo más empleado en la doctrina europea25, aunque algunos autores 
reconocen, pese a utilizarlo, que su empleo se debe a la influencia de otras lenguas, 
y subrayan su escaso rigor técnico26. Dos variantes de la palabra “blanqueo” son 
blanqueado y blanqueamiento. Se trata de traducciones forzadas del francés 
blanchiment, que como hemos dicho esta en el origen de nuestro vocablo 
“blanqueo”, pero ninguna de estas dos variantes nos parecen de recibo, pues su 
empleo es innecesario, si se opta por la derivación correcta de esta palabra, que es 
                                                 
24 Vid. Langón Cuñarro, Miguel. “La Convención de Viena de 1998 y los Reglamentos modelos 
sobre los delitos de lavado de dinero y precursores químicos de estupefacientes y sicotropicos”, 
RIUDP, 1992, p. 25; Escobar, Raúl Tomás, “El crimen de la droga”, Bs. As. Universidad, 1992, p. 381.  
25 Vid. Díez Ripollés, José Luis. “La política sobre las drogas en España, a la luz de las tendencias 
intermacionales. Evolución reciente”, en Anuario de Derecho penal y Ciencias penales, 1987, p. 395;   
Abel Souto, Miguel. “Normativa internacional sobre el blanqueo...” op. Cit., p. 10; Fabián Caparrós, 
Eduardo. “Consideraciones de urgencia sobre la ley orgánica 8/1992, en ADPCP, mayo-agosto, 
1993, p. 515”. 
26 Vid. Gómez Iniesta, Diego. “El blanqueo de capitales en el Derecho español”, Barcelona, Cedecs, 
1996, p. 20; Diez Ripollés, a pesar de ser uno de los primeros autores en haber utilizado éste 
término, manifiesta su preferencia por cualquier otras expresión que superara solo términos 
metafóricos. Cfr. José Luis Diez Ripollés. “El blanqueo de capitales procedentes del tráfico de 
drogas. La recepción de la legislación internacional en el ordenamiento penal español”, en 
Cuadernos de Derecho Judicial, 1994, p. 186. 
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sin dudas “blanqueo”27. En efecto, la expresión “blanqueo” se ha popularizado 
enormemente de modo que en la actualidad los ciudadanos comprenden su 
significado, y en definitiva el legislador penal debiera adoptar siempre un lenguaje 
que, siendo riguroso, fuere accesible para el destinatario último de las leyes, la 
población.   
 
A modo de conclusión, se puede afirmar que todos estos términos son empleados y 
pueden emplearse como sinónimos, aunque por su amplia aceptación y mayor 
rigor técnico nos decantemos por el término “legitimación”. En cualquier caso, el 
uso de ese vocablo nos parece más correcto que el recurso perifrástico “figura afín 
a la receptación”, que induce a error, pues, como analizaremos a lo largo de esta 
investigación, la legitimación no es una figura afín a la receptación, o cuanto 
menos, en lo que respecta a nuestra legislación penal especial, es una institución 
autónoma que no está más vinculada a la receptación que al encubrimiento. 
 
1.2. Empleo de los términos bienes, dinero y capitales 
El objeto de la actividad de legitimación también ha sido denominado de distintas 
formas. GERARDO COLOMBO28 señala que para poder hablar de “capital ilícito” 
se requiere que la ventaja económica obtenida con la comisión de un delito tenga 
una cierta entidad, considerando que no es posible hablar de “capitales” en el caso 
                                                 
27 Vid.  Bajo Fernández, Miguel. “Derecho Penal económico: desarrollo económico, protección legal 
y cuestiones político criminales”, Madrid, BOE, 1995, p. 73 
28 Vid. Colombo, Gerardo. “El reciclaje de dinero”, Giuffre, 1990, p. 10. 
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de movimientos de escasa importancia, como por ejemplo, el dinero obtenido de la 
venta de un caballo andaluz robado. La idea de capital nos sitúa en un plano 
macroeconómico. Este mismo autor señala que la ilicitud no supone que sean 
producto de una infracción en el sentido de tener que ser generadores por la 
actividad ilícita. Los capitales pueden existir con plena licitud, pero pierden tal 
cualidad por la comisión de un delito que no los transforma sino únicamente altera 
su naturaleza, tal es el caso de la apropiación indebida. De este modo deja abierta 
la posibilidad de considerar como ilícitos los bienes objetos por la evasión fiscal. 
 
Con argumentos muy similares a los expuestos, en algunos casos, la doctrina 
prefiere hablar de legitimación de capitales. Aunque no faltan los autores que, 
como MIGUEL ÁNGEL ABEL SOUTO, utilizan las expresiones “blanqueo de 
dinero” y “blanqueo de capitales29” como sinónimos, ni quienes, como ERNESTO 
VERNAZA TRUJILLO30 o JUANA DEL CARPIO DELGADO31, proponen los 
términos “blanqueo de bienes”; estos últimos basan su posición en la Convención 
de Naciones Unidas firmada en Viena en 1988, que se refiere a la conversión o 
transferencia de bienes  en su arto. 3.1b, e incluso da una definición de ese término 
en su arto. 1q, según el cual “por “bienes” se entiende los activos de cualquier tipo, 
corporales o incorporales, muebles y raíces, tangibles o intangibles, y los 
                                                 
29 Abel Souto, Miguel. “Normativa internacional sobre el blanqueo de dinero...”, op. Cit, p. 24. 
 
30 Vid. Vernaza Trujillo, Ernesto. “El Lavado de Dinero”, p. 15. 
31 Vid. Del Carpio Delgado, Juana. “El delito de blanqueo de bienes en el Nuevo Código Penal”, 
Tirant lo Blanch, 1997, p. 31. 
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documentos legales que acrediten la propiedad u otros derechos sobre dichos 
activos32”.  
 
En nuestra opinión, el blanqueo no debe referirse únicamente al dinero, pues, 
aunque las actividades económicas –legales o no legales- suelen generar dinero en 
efectivo, no hay que descartar la posibilidad de que se obtenga otro tipo de 
provecho como consecuencia de la actividad ilícita que sirve de base al blanqueo, 
como, por ejemplo, un título valor –cheques, pagarés, letras de cambios o bonos-, 
un inmueble, piedras preciosas, entre otros. En cambio, tanto desde el punto de 
vista técnico, como en el lenguaje común, las palabras “bienes” y “capitales” 
pueden ser consideradas como sinónimos, pudiendo, por tanto, ser empleadas 
indistintamente. Pese a ello hemos preferido la expresión “legitimación de 
capitales” por ser la de mayor arraigo entre la doctrina especializada. Además, la 
expresión “capitales” expresa perfectamente la importancia cuantitativa que debe 
tener, a nuestro juicio, el objetivo material del delito de legitimación. El uso del 
plural “bienes” y “capitales” también refleja esa idea de exigir una cierta relevancia 
al objeto material. 
 
2. EL CONCEPTO DE LEGITIMACIÓN 
Nuestra legislación penal especial no sólo elude el término “legitimación”, sino 
que tampoco define expresamente qué debe entenderse por tal delito. Tampoco los 
                                                 
32 Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotropicas, Adoptada en Viena, el 20 de Diciembre de 1988. 
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distintos estudiosos del tema han llegado a un consenso, pues existen muy 
diversas opiniones sobre esta cuestión. Por eso, hemos creído conveniente abordar 
el concepto de legitimación con carácter previo al análisis de su tipología, su 
regulación jurídica, y las propuestas de política criminal, ya que la posición que 
adoptemos va a condicionar el desarrollo ulterior de nuestra investigación 
monográfica. 
 
2.1. Características comunes a las distintas definiciones doctrinales 
Por razones metodológicas, vamos en primer lugar a ir delimitando las notas 
características de la legitimación presentes en las distintas definiciones doctrinales, 
para luego, una vez sometidas a una valoración crítica, incorporarlas o dejarlas al 
margen de nuestra concepción de legitimación: 
 
a) Una primera característica de legitimación que la doctrina se ha esforzado en 
resaltar es la riqueza de mecanismos empleados para la comisión de este delito33. 
 
b) Por otra parte, también es una constante en la doctrina la idea que la 
legitimación es un proceso, que puede tener un claro punto de partida, pero del 
                                                 
33 Haciendo gala de un lenguaje profundo, Escobar define el lavado de dinero como el 
procedimiento subrepticio, clandestino y espurio mediante el cual los fondos o ganancias 
procedentes de actividades (armamento, prostitución, trata de blancas, delitos comunes, 
económicos, políticos y conexos, contrabando, evasión tributaria, narcotráfico), son reciclados al 
circuito normal de capitales o bienes y luego usufructuados mediante ardides tan heterogéneos 
como tácticamente hábiles. Vid. Raúl Tomás Escobar. “El crimen de la droga”, Bs. As., Universidad, 
p. 381.  
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que difícilmente puede señalarse su final, porque el proceso de legitimación 
siempre es perfeccionable, siempre cabe realizar una nueva operación que 
distancie aún más el bien de su ilícita procedencia34. 
 
Desde luego, desde un punto de vista criminológico, comprobaremos más adelante 
que las principales técnicas de legitimación se basan en sucesivos 
enmascaramientos del origen delictivo del bien que se pretende legitimar. Pero ello 
no impide que existan ciertas técnicas de legitimación que de un modo puntual 
puedan dar apariencia de legalidad al disfrute de un determinado capital. Así, la 
compra de un billete de lotería premiado permite declarar a la administración de 
rentas ingreso ilegales como si fueran beneficios obtenidos en un juego de azar, de 
modo que no es necesario realizar ninguna otra posterior operación de 
encubrimiento. Desde esta perspectiva, rechazamos la consideración dogmática del 
delito de legitimación como un delito permanente35. 
 
c) Pero, además, el citado proceso tiene una finalidad determinada. Y aquí reside la 
nota más significativa y polémica de la definición que buscamos. Todos los autores 
                                                 
34 Eduardo Fabián Caparrós define el blanqueo como un proceso tendente a obtener la aplicación en 
actividades económicas lícitas de una masa patrimonial derivada de cualquier género de conductas 
ilícitas, con independencia de cuál sea la forma que esa masa adopte, mediante la progresiva 
concesión a la misma de una apariencia de legalidad. Abel Souto, Miguel. “Normativa internacional 
sobre el blanqueo de dinero. Vid. Fabián Caparrós, Eduardo. “El blanqueo de capitales procedentes 
de actividades criminales”, Marcial Pons, p. 115. 
35 Por ejemplo, Arturo Fernández Albor considera que la legitimación de capitales debe entenderse 
como el proceso por el cual se oculta la existencia, el origen y la inversión de ingresos ilegales, y se 
encubren para que parezca legal. Vid.  Fernández Albor, Arturo. “Reflexiones criminológicas y 
jurídicas sobre las drogas”. Valencia, 1997, p. 165. 
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coinciden al señalar que los objetivos perseguidos en la legitimación son la 
ocultación de las ganancias del delito y la introducción de las mismas en la 
economía legal. Pero la forma de entender la relación entre esas dos metas de la 
legitimación varía en las distintas definiciones. 
 
Así, algunos se centran en la intención de ocultar el origen de los fondos siendo la 
introducción de los capitales en los círculos económicos legales una consecuencia 
supeditada a ese objetivo prioritario.   
 
Por el contrario, otros autores resaltan la intención de incorporar los fondos 
ilícitamente obtenidos al tráfico económico legal. Para ellos, la ocultación de ese 
origen de los fondos es tan sólo una condición para su plácido disfrute36. 
 
Tampoco falta quienes aúnan ambas perspectivas, exigiendo tanto la voluntad de 
invertir los fondos en la economía legal, como la de encubrir su origen.  
 
2.2. Nuestro concepto de Legitimación de Capitales 
Como hemos mencionado con antelación, las distintas concepciones doctrinales 
sobre legitimación pueden dividirse en dos posiciones antagónicas –una que 
                                                 
36 Díez Ripollés parece relegar a un segundo plano esa intención de ocultación que antes 
analizábamos, centrándose sólo en la integración de los bienes. Así, para este autor,  la legitimación 
consiste en los diversos procedimientos por los que se aspira a introducir en el tráfico económico 
financiero legal los cuantiosos beneficios obtenidos a partir de la realización de determinadas 
actividades delictivas especialmente lucrativas, posibilitando un disfrute de aquellos jurídicamente 
cuestionados. Vid. José Luis Diez Ripollés. “El delito de blanqueo...”, op. Cit, p. 182. 
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considera que la legitimación se basa en la ocultación de los bienes de ilícita 
procedencia y otra que sostiene que lo fundamental en la legitimación es la 
reintroducción de esos bienes en la economía legal-. Lógicamente, ambas 
perspectivas se hayan estrechamente vinculadas, pues no se puede introducir el 
bien en la economía legal sin ocultar su ilícita procedencia, y toda introducción de 
ese bien en el tráfico económico legal, le otorga una apariencia de legalidad que 
dificulta la averiguación de su origen y disminuye las posibilidades de 
decomisarlo. Pese a ello, creemos que una adecuada definición de legitimación 
pasa por centrarnos en la incorporación de los capitales ilícitamente obtenidos a los 
círculos económicos legales. Y ello por dos razones que desarrollaremos a lo largo 
de toda esta investigación monográfica: en primer lugar, porque si, como hacen la 
mayor parte de los textos legales, se opta por situar en el eje de la legitimación la 
ocultación del origen, se desdibujan extraordinariamente las fronteras entre el 
delito de encubrimiento y un delito de legitimación concebido. Y en segundo lugar, 
porque sólo partiendo de que la legitimación atenta contra un justo orden 
socioeconómico, encuentran estas conductas un fundamento sólido para su 
punición. La diferenciación entre economía legal e ilegal puede resultar resbaladiza 
desde un punto de vista exclusivamente económico, pero debiera estar clara desde 
una perspectiva jurídica. Y precisamente el delito de legitimación está llamado a 
tutelar esa frontera entre el tráfico económico legal y el ilegal. 
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Por tanto, a nuestro entender, en consecuencia con esta concepción, la reinversión 
de los fondos de proveniencia delictiva en nuevas actividades ilícitas no es una 
forma de legitimación. Ciertamente, y por necesidades extraordinarias del 
desarrollo de su actividad criminal, el delincuente habitual que legitima fondos  
puede verse forzado a reinvertirlos en sus negocios ilícitos, del mismo modo que 
un empresario en la economía legal se ve obligado a capitalizar su plan de 
pensiones ante de su vencimiento para atender la falta de liquidez de su empresa. 
Pero ello no quiere decir que el destino racional de una parte de los bienes 
legitimados sea su reingreso en la economía ilegal, pues no tendría sentido alguno 
afrontar el costo que supone legitimar capitales para luego devolverlos al mundo 
criminal desaprovechando con ello todas las ventajas que se derivan de su legítima 
apariencia. En cualquier caso, el delito de legitimación está llamado a impedir que 
los bienes que circulan por el tráfico económico ilícito pasen a la economía legal, no 
a la inversa. 
 
Tampoco aquellas conductas que tienen como finalidad exclusiva el ocultar los 
provenientes de un delito debería ser consideradas como legitimación de capitales. 
Nuestra legislación penal especial podría considerar que enterrar un objeto que 
tiene su origen en un delito es una conducta de legitimación, y en nuestra opinión 
no debería ser así, sino que tendría que tratarse como un delito de encubrimiento. 
Quien custodia en una caja de seguridad diez millones de córdobas que otra 
persona obtuvo a través de un delito de malversación de caudales públicos sólo 
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está encubriendo un delito, no debería de responder por un delito de 
legitimación37, reservándose esta última infracción para los casos en los que, por 
ejemplo, el sujeto no guarda esos diez millones de córdobas en una caja de 
seguridad, sino que lo invierte en la bolsa de valores, alterando por ello el precio 
de las acciones.  
 
3. FASES DEL PROCESO DE LEGITIMACIÓN. 
Puesto que la legitimación desde una perspectiva criminológica es entendida como 
un proceso, la doctrina se ha esforzado por delimitar las concretas etapas que 
atraviesa sucesivamente ese proceso. De este modo es muy corriente encontrar 
algún apartado específico en los estudios relativos a este delito sobre la cuestión 
que ahora nos ocupa. Por ese motivo, nosotros también hemos decidido analizar 
los distintos modelos que han surgido a lo largo de un debate que ha ocupado más 
a la doctrina europea que a la nuestra. 
 
3.1. Modelo de tres fases del GAFÍ38 
                                                 
37 Diego Gómez Iniesta insiste que no es posible presumir que cuando se legitima capitales el dinero 
es porque se va a destinar a un uso lícito, porque, a su vez, el destino también puede ser ilícito. Cfr. 
Diego José Gómez Iniesta. “El delito de Blanqueo...”, op. Cit., p. 41 
38 El Grupo de Análisis Financiero Internacional (GAFI) fue creado durante la junta del Grupo de 
los Siete (G7) realizada en París, Francia, en 1989. El G7 solicito al GAFI un estudio sobre las 
medidas que debían desarrollarse para prevenir la utilización de las instituciones financieras por 
los legitimadores de dinero, así como la elaboración de recomendaciones para mejorar la 
cooperación internacional en contra de este delito. Vid. Zamora Sánchez, Pedro. “Marco jurídico del 
lavado de dinero”, COJ, Oxford, 1999, p. 62. 
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Este esquema ha sido defendido por la Banca de la Comunidad Europea en su 
Guía contra el blanqueo de dinero de 1991, y es seguido por la gran mayoría de los 
autores. 
 
Desde esta perspectiva, el proceso de legitimación consta de las siguientes fases: 
 
a) Introducción (Colocación, Inserción, Sustitución): Se podría definir como la 
etapa inicial de legitimación de capitales, en donde el dinero ilegal ya sea en 
efectivo o en cualquier tipo de ganancia en bienes de capital de procedencia ilícita 
cambia de ubicación colocándose más allá del alcance de las autoridades.  
 
Durante esta etapa el agente legitimador es más vulnerable por lo que las 
autoridades ponen sus más grandes esfuerzos en ubicarlos. Las acciones que 
usualmente se realizan en esta etapa son: 1) Contrabando de envío de grandes 
cantidades de dinero en efectivo sacándolo fuera del país o trasladándolo a zonas 
altamente comerciales donde pasen desapercibidos ante grandes y continuos 
movimientos financieros. 2) Realizar en forma sistemática depósitos de dinero en 
efectivo por debajo de los limites que obliguen al reporte de las instituciones 
financieras. 3) Transformar el dinero efectivo, en cheques o en otro título valor 
negociable a través de bancos e instituciones financieras o convertir el dinero en 
mercancía de valor que sean fácilmente negociables, tales como los metales y 
piedras preciosas. 4) Utilizar entidades empresariales que debido a su naturaleza, 
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son receptoras de grandes cantidades de efectivo como es el caso de centros 
nocturnos, restaurantes y casinos.  
 
Por tal motivo, la colocación del dinero se realiza frecuentemente por medio de la 
creación de sociedades anónimas, a saber:  
 
i) Sociedades pantallas39: Son aquellas que se constituyen legítimamente y 
participan, o simulan participar, en la vida económica legitima, pero que en 
realidad sirven como embozo para legitimar fondos ilícitos. Verbigracia: 
Un nicaragüense, legitimador de dinero, traslada de Nicaragua a Panamá ingentes 
sumas de dinero procedentes de la producción y venta de drogas por medio de 
notas de créditos falsas, con las que transfería millones de córdobas de su sociedad 
pantalla en Nicaragua a una idéntica sociedad en Panamá. Los fondos son, luego, 
depositados en la cuanta de la compañía panameña. El dueño de la sociedad 
pantalla en Panamá libra, ahora, cheques contra su cuenta a favor de un negocio de 
compra – venta de oro en Colón, Panamá. El dueño del negocio subsecuentemente 
transfiere el dinero a una sociedad pantalla en Costa Rica, la que a su vez lo 
transfiere a otra empresa en el mismo país, la cual finalmente acredita el dinero a 
una sociedad pantalla en Nicaragua, propiedad del legitimador de capitales 
nicaragüense. A través de esta elaborada cadena de transacciones, el dinero dio un 
viraje completo. 
                                                 
39 Zamora Sánchez, Pedro. “El marco jurídico...”, op. Cit., p. 30. 
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ii) Sociedades ficticias40: A diferencia de las sociedades pantallas, éstas existen 
solamente de nombre, pues carecen de acta constitutiva. Son ficticias y 
comúnmente aparecen en documentos de embarque, en órdenes de transferencia 
de fondos como consignatarios, o  como terceras partes que sirven de disimulo 
para el último y verdadero receptor de los fondos ilícitos. Demostración: 
Un traficante de drogas granadino tiene C$ 3 millones en un banco costarricense a 
nombre de dos sociedades falsamente localizadas en Panamá. Dichos fondos son 
congelados por las autoridades costarricenses sobre la base del arto. 7a de la 
Comisión Interamericana para el control del abuso de Drogas. Los asesores 
jurídicos de ambas sociedades solicitan el descongelamiento de los fondos. Para 
prevenir esta acción, las autoridades costarricenses solicitan a las autoridades 
nicaragüenses que requiera a las autoridades panameñas para que embargue los 
bienes de tales sociedades. Las autoridades panameñas no logran embargar dichos 
bienes, debido a que no existen registros de dichas sociedades, ya que existen 
solamente de nombre. Por tal motivo, el aseguramiento de los fondos en Panamá 
tiene que darse por terminado.  
 
iii) Sociedades de papel41: Son conocidas como instituciones, fundaciones, 
corporaciones que no llevan a cabo negocios de carácter comercial, en el país en 
que se encuentra registrada su oficina. Estas sociedades mantienen un cuadro 
corporativo por medio de un agente, quien las conserva latentes hasta que un 




comprador las adquiera. La directiva registrada de dicha sociedad no tiene relación 
con los dueños de la empresa en el momento de la compra. El proceso de 
constitución y venta de éste tipo sociedades no es ilícito, sin embargo, son 
utilizadas primordialmente para colocar ganancias de origen ilícito, y a diferencia 
de las sociedades pantallas, no participan en el comercio. Ejemplo: 
Un sujeto asesora a dos narcotraficantes granadinos en la legitimación de sus 
capitales, mediante un legista, quien les vende dos sociedades nicaragüenses con 
diez años de constituidas, a un precio de C$ 20, 000.00 cada una. Ambos traficantes 
de drogas reciben acciones al portador y el legista prepara los poderes para que 
aquellos actúen como representantes de dichas empresas. Sobre la base de dichos 
poderes, los narcotraficantes dan apertura a cuentas en bancos nacionales a 
nombre de las referidas sociedades y se autorizan ellos mismos para operar las 
propias cuentas. Estas reciben, además, transferencias vía cable proveniente de 
bancos en el extranjero, en los cuales se han depositado previamente los fondos 
ilícitos. 
 
b) Intercalación de las divisas: Es la segunda etapa del proceso legitimador de 
capitales, y consiste en intercalar varios negocios e instituciones financieras, ya sea 
en forma física, por medio del deposito o por transferencia electrónica. Se traslada 
el dinero físicamente a otros lugares para disfrazar su origen ilícito. Es decir, se 
crea un sistema de acumulación a través de operaciones complejas destinadas a 
maquillar los rastros contables de sus ganancias.  
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De esta manera el dinero en efectivo es convertido en otros instrumentos de pago, 
como los cheques de viajeros, notas de créditos, acciones en sociedades.  
 
Así, los medios de pago pueden ser transportados nacional o internacionalmente, 
sin provocar sospechas de ningún tipo en las autoridades; los bienes comprados en 
efectivos serán destinados a la venta nacional o a la exportación, a saber: a) 
Disfrazar el dinero de procedencia ilegal, de tal modo que se confunda con dinero 
de fuentes lícitas o vender, descontar o intercambiar diversos tipos de 
instrumentos financieros, tales como los cheques de viajero, giros o cheques 
personales –utilizándolos como si fuese efectivo; b) Crear fuentes ficticias en el 
extranjero para recibir y distribuir fondos para la inversión de bienes inmuebles a 
través del contrabando de dinero en efectivo, abriendo con esos cuentas en el 
extranjero; c)Transferir dinero vía electrónica desde una cuenta bancaria en el 
extranjero, luego a otra, para perder el origen de ese dinero, generalmente hecho 
en los países que constituyen paraísos fiscales (Panamá, Costa Rica, Islas Bahamas, 
entre otros). Usualmente este dinero es transportado por medio de corporaciones. 
 
Es la última etapa del proceso de legitimación de capitales donde éste, que procede 
de actividades delictivas, se utiliza en operaciones financieras, dando la apariencia 
de ser operaciones legítimas. Durante esta etapa se realizan inversiones de 
negocios, se otorgan préstamos a individuos, se compran bienes y todo tipo de 
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transacciones a través de registros contables y tributarios, los cuales justifican el 
capital de forma legal dificultando el control contable o financiero. 
 
Aquí el dinero es colocado nuevamente en la economía, con apariencia de 
legalidad. Es decir, el objetivo principal es hacer perder el rastro del dinero mal 
habido y dificultar su verificación contable, efectuando distintas operaciones 
complejas, tanto en el ámbito nacional como internacional, quitando evidencias 
ante posibles investigaciones sobre el origen del dinero. Las estrategias más 
comunes son las siguientes: a) Constitución de una corporación internacional y la 
consecuente apertura de una cuenta bancaria a nombre de ésta en el extranjero, 
para luego transferir el dinero de la cuenta en forma de préstamo, salarios, notas 
de créditos, pagos ficticios de arrendamiento, entre otros; b) Depositar dinero en 
efectivo o cheque a la cuenta bancaria de algún negocio, dándole al mismo la 
apariencia de ser utilidades de transacciones comerciales legítimas; c) Recibir 
dinero de un casino, de lotería o de otros juegos de azar lo que permite dar 
apariencia de ganancias legítimas como consecuencia del juego. 
 
Como hemos podido observar en las etapas de legitimación de capitales, los 
narcotraficantes están muy interesados en utilizar formas muy legales. Las técnicas 
utilizadas pueden ser muy sencillas y que requieran solo de una persona o más 
complejas y de una creatividad impresionante –a veces supone que una sociedad 
compre a otra-, es decir, que se adquieran bienes de consumo de fácil 
 45
disponibilidad para la compra como la venta, la búsqueda de países inflexibles en 
el sigilo bancario, la búsqueda de negocios de alta y constante rotación de dinero 
en efectivo, no interesando el rubro lo que importa es el volumen de dinero que se 
maneja así como la utilización del circuito financiero en cuanto a servicios, por 
ejemplo: Sociedades con objetivos demasiados amplios. Es decir, sociedades que se 
dedican a todo tipo de negocios, para justificar dinero proveniente de distintas 
sociedades. 
 
Al respecto, se constituyen o compran compañías en una sociedad en el país con la 
mayor amplitud de objetivos posibles –financiera, comercial, industrial, 
inmobiliaria, importadora, exportadora, naviera, marítima, transporte aéreo y 
terrestre, entre otras- con recursos procedentes de un préstamo en dólares de otro 
país. Así la compañía comienza a funcionar y adquiere otras empresas 
relacionadas. a) Compra – Venta de automóviles. b) Crear asociaciones y 
fundaciones que sirven de pantalla, y que por no ser lucrativas están exentas de 
pagar tributos. Y que además no generan sospechas por el tipo de fines que tienen, 
tales como altruistas y culturales; c) Préstamos garantizados: Es decir, obtener 
préstamos con garantías obtenidas con dinero sucio, la finalidad es comprar bienes 
con dinero de los préstamos de tal manera que se pueda dar una apariencia legal; 
d) Facturación doble: Se utiliza para generar una apariencia de mayores ingresos, 
justificando de esta manera los cuantiosos ingresos; e) Sobre valoración de 
Importaciones o Exportaciones: De este modo se justifican las grandes sumas de 
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dinero provenientes del exterior; f) Protección financiera: Ocurre cuando una 
institución financiera, deja de cumplir con las obligaciones de declarar las 
transacciones sospechosas, aquí el delincuente deposita grandes sumas de dinero 
porque cuenta con un cómplice dentro de la institución financiera. g) Simulación 
de actos jurídicos (Testaferros): De conformidad con el arto. 2220 C., “la simulación 
de los actos tiene lugar cuando se encubre el carácter jurídico de un acto bajo la 
apariencia de otro, o cuando el acto contiene cláusulas que no son sinceras, o 
fechas que no son verdaderas, o cuando por él se constituyen o transmiten 
derechos a personas interpuestas que no son aquellas para quienes en realidad se 
constituyen o transmites42”. h) Mezclas: Es el procedimiento de legitimación de 
capitales más difícil de detectar, ya que lo que se hace es mezclar capitales legales 
con aquellos de procedencia ilícita. En mucho de los casos se usan los casinos, 
porque son los más vulnerables ya que entra mucho dinero en efectivo, y no hay 
manera de saber si el dinero que el casino deposita en el banco proviene de 
ganancias o ha sido mezclado por algún legitimador de dinero. g) Comercios 
controlados: Se utilizan comercios legalmente constituidos que participan en las 
actividades empresariales y que cumplen con todos los requisitos administrativos 
del lugar que funcionan. Estas empresas se utilizan para ocultar el dinero mediante 
diversos mecanismos. 
 
                                                 
42 Vid. Artículo 2220 del Código Civil de la República de Nicaragua. 
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c) Integración del dinero a la economía formal: La integración del dinero a la 
economía formal implica el desplazamiento de los fondos hacia empresas o 
negocios legítimos encargados de incorporarlos bienes obtenidos lícitamente. 
 
Una vez que las etapas de colocación, distribución e integración del dinero se 
completan, el proceso de legitimación de capitales concluye. El éxito de esta 
actividad consiste en dominar la complejidad de las operaciones en el ámbito 
financiero para eludir su detección. 
 
Este modelo de tres fases es el que más ha influido en la doctrina penal mundial y 
ha intentado ser trasladado a algunos ordenamientos, como, por ejemplo, nuestra 
legislación penal especial que trata la legitimación de capitales. 
 
3.2. Modelo naturalista de ZÜND 
ANDRÉ ZÜND43 recurre a la circulación natural del agua para explicar los ciclos 
de legitimación. Se trata de una comparación no exenta de cierto romanticismo, 
cuyo principal defecto es, sin duda, su innecesaria complejidad44: 
 
                                                 
43 Vid. Zünd, André. “El lavado de dinero y sus conformaciones”, Marcel Pons, Madrid, 1990, p. 
403.   
44 Es por eso que André Zünd no la aplica directamente a ningún ejemplo, lo cual hubiera sido 
didáctico, pues a veces cuesta trabajo situar la frontera entre dos etapas diferenciadas a escala 
teórica. 
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a) Precipitación: Hace referencia a la producción de dinero generado por la 
actividad ilícita. Normalmente se trata de billetes pequeños. 
 
b) Filtración: Consiste en una primera depuración de los fondos, que tras ser 
recogidos sufren una primera transformación, por ejemplo, a otros billetes de 
mayor cuantía. 
 
c) Ríos subterráneos: Al igual que existen corrientes de agua en la capa freática, el 
dinero fluye gracias a los contactos de las organizaciones criminales y se va 
transformando en otros bienes. 
 
d) Lagos subterráneos: Como preparación para su transferencia al extranjero, el 
dinero se reúne y entrega a otra empresa especializada en legitimar fondos que 
realizará su función a cambio de una comisión. 
 
e) Nueva acumulación en lagos: Los fondos son transferidos a otros especialistas 
en legitimación que se encuentran en el extranjero.  
 
f) Estación de bombeo: Se trata de la introducción del dinero en la economía legal a 
través de cuentas en bancos o la compra de activos financieros opacos. 
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g) Instalación de una depuradora: Una nueva maniobra consiste en interponer un 
testaferro. 
 
h) Utilización de esos recursos: Reagrupando los fondos dispersos y seleccionando 
inversiones legales a medio y corto plazo. 
 
i) Evaporación: Se reintegra al país de destino. 
 
j) Nueva precipitación: Los capitales aparentemente legalizados se invierten o se 
destinan al mantenimiento de la organización criminal, pago de sobornos. Con ello 
se cierra el círculo que vuelve a retroalimentarse. 
 
Algo que a nuestro parecer no encaja en este esquema es el destino final de los 
fondos que, además de introducirse en la economía lícita, se devuelven en parte a 
la licitud, ya que se reinvierten en la comisión de actividades ilícitas, lo cual no 
tiene demasiada lógica, pues como ya hemos comentado, no es preciso legitimar 
fondos si éstos no se van a disfrutar en la economía legal. 
 
3.3. Modelo propuesto PAOLO BERNASCONI45 
Sostiene este Profesor que la legitimación de capitales surge en dos etapas: 
 
                                                 
45 Vid. Bernasconi, Paolo. “Legitimación y organizaciones criminales”, Finanzas, 1989, p. 25.  
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a) Primera Etapa o Laudering: La primera etapa se desarrolla en un breve espacio 
de tiempo, y se centra en hacer desaparecer los indicios que conectan los bienes 
con su ilícita procedencia, sobre todo para que no puedan ser decomisados o 
empleados como pruebas. 
 
b) Segunda Etapa o Legitimación: Se trata de operaciones a medio o largo plazo 
con el objetivo de reintroducir el producto de las actividades delictivas en la 
economía legal, persiguiendo la total confusión entre ese patrimonio ilícito y los 
rendimientos de las actividades legales. 
 
Sin embargo, BERNASCONI  no aplica al análisis de la legitimación, ni desde una 
perspectiva dogmática, ni desde un punto de vista criminológico.  
 
3.4. Modelo propuesto por ACKERMANN46 
ACKERMANN propuso un modelo teleológico que se inspira en los objetivos 
últimos de cada etapa de legitimación, y que parte de la premisa de que cada 
acción realizada por el legitimador está condicionada por el fin inmediato que 
persigue, por las posibilidades concretas de actuar y por los factores favorables que 
se presenten, por ejemplo, el sigilo bancario. 
 
                                                 
46 Vid. Ackermann. “Money Laundering”, Suiza, 1990, p. 1992. 
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El Profesor ACKERMANN  hace una distinción entre los objetivos principales, 
secundarios y complementarios. Entre los objetivos principales estaría evitar el 
comiso y asegurar el disfrute, fundamentalmente a través de la ocultación física de 
los bienes. Como objetivos secundarios, señala la confusión de esos bienes con 
otros de origen legal, su inversión, la evasión del pago tributario, y la financiación 
de nuevas actividades delictivas. Como objetivo complementario, se cita el impedir 
la condena de los autores del delito previo. 
 
Lo cierto de este modelo es precisamente su renuncia a una estructura férrea de 
legitimación, que se sustituye por una compleja combinación de fines y medios que 
se combinan sobre la base de las posibilidades concretas de cada momento y no 
siguiendo una estricta pauta.  
 
3.5. Nuestra Criterio 
No se agotan en todos los modelos, cuáles son las etapas que atraviesa el proceso 
de legitimación47. Pese a ello, no hemos creído conveniente profundizar aún más  
en esta cuestión, pues, ni desde un punto de vista dogmático, ni desde una 
perspectiva criminológica, hemos podido encontrar utilidad a la división en fases 
del proceso de legitimación como instrumento para el análisis de este delito. Por 
ello, consideramos que los diferentes modelos propuestos no constituyen sino 
                                                 
47 No obstante, ese intento no ha tenido mucho éxito, a tenor de los problemas concursales que 
provócale continuo solapamiento de unas normas con otras. Crítico con este aspecto de la 
regulación italiana se muestra Gerardo Colombo. “El reciclage...”, op. Cit., p. 130 
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creaciones teóricas de difícil aplicación práctica. Muestra de ello es la práctica 
inaplicación de esos comportamientos herméticos  a la descripción de mecanismos 
de legitimación, pues estos pueden ubicarse indistintamente, bien en una primera 





















LEGITIMACIÓN DE CAPITALES EN EL DERECHO INTERNACIONAL 
1. GÉNESIS DEL DELITO 
La primera llamada de atención sobre el peligro que entraña la realización de actos 
destinados a enmascarar el origen delictivo de los bienes, la encontramos en la 
Recomendación del Consejo de Europa, de 27 de junio de 1980. En ella se proponen 
medidas tendientes a evitar la transferencia y encubrimiento de capitales 
ilícitamente obtenidos. Posteriormente, la Resolución del Parlamento de Europa 
del 9 de octubre de 1986 insta a la elaboración de una directiva comunitaria que 
persiga recabar información sobre transacciones en las que pudieran estar 
involucrados tales bienes. Más tarde, la Declaración de Principios de Basilea de 12 
de diciembre de 1988 adopta el Código Deontológico, o Principios de Basilea, que 
debe regir la actividad bancaria, si bien es cierto, dicho texto carece de eficacia 
vinculante. 
 
Aunque los textos aludidos son importantes, no puede negarse que la contribución 
más relevante es la aportada por la Convención de Viena de 20 de diciembre de 
1988, pues, es entonces cuando se generaliza la concientización por parte de la 
comunidad internacional de la gravedad de estos comportamientos. En efecto, en 
la aludida Convención se recoge por vez primera la necesidad de sancionar 
penalmente la legitimación de capitales procedente de la comisión de delitos 
relativos al tráfico ilícito de drogas. 
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Esta Convención fue seguida de otros documentos - tales como los Informes 
anuales del Grupo de Acción Financiera (GAFI) -, cuyo análisis, sin duda, sería de 
sumo interés, sin embargo, razones de brevedad nos obligan a seleccionar 
únicamente aquellos textos cuya trascendencia es notoria; por ello, en lo que sigue 
haré referencia únicamente a la Convención de Viena de 1988, a la Convención del 
Consejo de Europa de 8 de noviembre de 1990, a la Directiva 91/308 del Consejo 
de Europa, de 1991 y al Reglamento Modelo sobre Delitos de lavado relacionados 
con el tráfico de drogas y delitos conexos, elaborado por la Comisión 
Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) en 1992. 
 
1.1. Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de 
Estupefacientes y Sustancias Sicotropicas 
Como ha quedado dicho, es innegable la importancia de esta Convención, ya que 
adopta medidas novedosas en la lucha contra el narcotráfico, tales como el castigo 
de los precursores, un régimen de comiso especial o la aceptación de la llamada 
“Entrega Vigilada”. Pero, no siendo el momento oportuno de detenernos en un 
análisis pormenorizado de dichas medidas48, centraremos nuestra atención 
                                                 
48 Del Olmo divide en dos apartados las disposiciones contenidas en este texto. En el primer 
apartado (artículos 1 a 19) pueden distinguirse, a su vez, tres partes. En la primera se enumeran los 
delitos: a) conductas relacionadas con los estupefacientes y sustancias psicotrópicas (producción, 
fabricación, extracción, preparación, oferta, distribución, venta, entrega, transporte, envío, 
importación, exportación, cultivo, posesión y adquisición); b) conductas relacionadas con los 
equipos y materiales; c) conductas que se relacionan con los bienes; y, d) conductas relacionadas 
con el consumo personal. La segunda parte, dentro del primer apartado, se dedica a las medidas 
fundamentales a adoptar, como por ejemplo, el decomiso o la extradición. Y, por último, la tercera 
parte está destinada a reglamentar la cooperación internacional. El segundo apartado al que nos 
referíamos (artículos 20 a 34) se ocupa del cumplimiento de la Convención y prevé, entre otras 
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únicamente en aquellas cuestiones directamente relacionadas con la legitimación 
de capitales, pues, como acabamos de ver, es la primera vez que en el ámbito 
internacional, se impone la obligación de incriminar esta conducta. Ahora bien, es 
preciso señalar que sólo se tipifica este delito en relación con los capitales 
procedentes del tráfico ilícito de drogas, de tal manera, que puede observarse en su 
origen una estrecha vinculación entre la legitimación de capitales y el narcotráfico: 
 
“De acuerdo con el arto. 3.1.b.i., Delitos y Sanciones, de la referida Convención, se 
entienden por Legitimación de Capitales, a saber: “La conversión o la transferencia 
de bienes a sabiendas de que tales bienes proceden de alguno o algunos de los 
delitos tipificados de conformidad con el inc. a) del presente párrafo49, o de un acto 
de participación en tal delito, con objeto de ocultar o encubrir el origen ilícito de los 
bienes o de ayudar a cualquier persona que participe en la comisión de tal delito o 
delitos a eludir las consecuencias jurídicas de sus acciones”. En ese mismo sentido, 
                                                                                                                                                     
cuestiones, las funciones de la Junta y de la Comisión, la entrada en vigor de la Convención, la 
solución de conflictos, etc. Sobre esta interesante problemática, Vid. Del Olmo, Rosa. La convención 
de Viena, en Narcotráfico: realidades y alternativas. Lima, 1990, p. 99 y ss. 
49 Se refiere al arto. 3. 1. a. i. de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de 
Estupefacientes y Sustancias Sicotropicas, que a la letra señala que: “la producción, la fabricación, la 
extracción, la preparación, la oferta para la venta, la distribución, la venta, la entrega en 
cualesquiera condiciones, el corretaje, el envío, el envío en tránsito, el transporte, la importación o la 
exportación de cualquier estupefaciente o sustancia sicotrópica”. “El cultivo de la adormidera, el 
arbusto de coca, o la planta de cannabis con objeto de producir estupefacientes”. “La posesión o la 
adquisición de cualquier estupefaciente o sustancia sicotrópica con objeto de realizar cualquier de 
las actividades enumeradas en el presente apartado i ”. “La fabricación, el transporte o la 
distribución de equipos, a sabiendas de que van a utilizarse en el cultivo, la producción o la 
fabricación ilícitos de estupefacientes o sustancias sicotropicas o para dichos fines”. “La 
organización, la gestión o la finalización de alguno de los delitos enumerados en los precedentes 
apartados”. 
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sigue señalando el párrafo segundo del mismo artículo50, que: “La ocultación o el 
encubrimiento de la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento, o 
la propiedad -  bienes reales -, o de derechos relativos a tales bienes, a sabiendas de 
que proceden de alguno o algunos de los delitos tipificados de conformidad con el 
inc. a) del presente párrafo o de un acto de participación de participación de tal 
delito o delitos”. 
 
Es precisamente este aspecto lo que manifiesta un considerable cambio en las 
directrices político criminales que orientan la lucha contra la narcoactividad. Así es 
por cuanto que mientras los tratados y convenios que anteceden a dicho texto51 
justificaban su existencia argumentando el interés de la comunidad internacional 
en sancionar el tráfico ilícito de drogas debido al intento de salvaguardar la salud 
física y moral de la humanidad, ahora se reconoce - junto a este interés - otros 
motivos que apuntan a la conveniencia de alcanzar un compromiso internacional.  
 
En este sentido, puede leerse en el Preámbulo de la referida Convención que “la 
producción, la demanda y el tráfico ilícito de estupefacientes, representan una 
grave amenaza para la salud y el bienestar de los seres humanos y menoscaban las 
                                                 
50 Ídem. 
51 Principalmente, la Convención de la Haya de 1912, Convención del Opio de 1914, Convención 
Única de 1961, Convenio sobre sustancias psicotrópicas de 1971 y Acuerdo Sudamericano sobre 
estupefacientes de 1973. Sobre tal cuestión, puede verse, Soberon Garrido, R. La ley internacional en 
materia de lucha contra las drogas y los efectos en el ordenamiento jurídico de los países de la 
región, en Drogas y control penal en los Andes. Deseos, utopías y efectos perversos. Comisión 
Andina de Juristas. Lima, 1994. p. 285 a 302; Rico, J. M. Las legislaciones sobre drogas: origen, 
evolución, significado y replanteamiento, en XXXV Curso Internacional de Criminología sobre 
Alcohol, drogas y criminalidad. Quito, 1984. Mecanografiado, p. 1 a 58 
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bases económicas, culturales y políticas de la sociedad... Reconociendo los vínculos 
que existen entre el tráfico ilícito y otras actividades delictivas organizadas 
relacionadas con él, que socavan las economías lícitas y amenazan la estabilidad, la 
seguridad y la soberanía de los Estados... Conscientes de que el tráfico ilícito 
genera considerables rendimientos financieros y grandes fortunas que permiten a 
las organizaciones delictivas transnacionales invadir, contaminar y corromper las 
estructuras de la Administración pública, las actividades comerciales y financieras 
lícitas y la sociedad en todos sus niveles (...)”. Razones por las cuales - siguiendo 
con el Preámbulo - las Partes se muestran “decididas a privar a las personas 
dedicadas al tráfico ilícito del producto de sus actividades delictivas y eliminar así 
su principal incentivo para tal actividad”. 
 
Del párrafo trascrito, resalta el especial énfasis que se pone en las indudables 
repercusiones económicas que tiene la problemática del narcotráfico. Y, en este 
sentido, son significativas las palabras que le dedica la Profesora peruana ROSA 
DEL OLMO, para quien el lector desprevenido, sin embargo, puede pensar que la 
Convención fue producto de la preocupación por el posible daño que ocasionan las 
drogas, ya que en el primer párrafo se hace referencia a ‘la salud y el bienestar de 
los seres humanos’. Un análisis detenido, podría demostrar que su contenido 
refleja más bien como se puede jugar con el lenguaje de una manera efectista, 
convirtiéndolo en un discurso ideológico. Es evidente, por ejemplo, que se recurre 
a palabras como amenaza, peligro, invadir, contaminar, corromper para crear 
 58
miedo. Se quiere ocultar así el verdadero objetivo de la Convención. Es decir, el 
aspecto económico, aunque también está presente, de manera velada, lo político 
cuando se hace referencia a vínculos con otras actividades delictivas organizadas. 
Desde el primer párrafo, se observa cómo las bases económicas son las primeras 
que se menoscaban, olvidándose, por cierto, las sociales, a pesar de que la aparente 
preocupación es la salud y el bienestar”52. 
 
La inquietud por las repercusiones económicas del narcotráfico que quedaba 
patente en el Preámbulo, tiene su reflejo en el texto. En efecto, el apartado 1.b. del 
artículo tercero de la Convención de Viena -que se refiere a los delitos y a las 
sanciones- dispone que cada una de las partes adoptará las medidas necesarias 
para tipificar como delitos penales en su derecho interno, cuando se cometan 
intencionalmente la conversión o transferencia de bienes a sabiendas de que los 
mismos proceden de la realización de tales actividades. Asimismo, se tipificará la 
ocultación o encubrimiento de la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el 
movimiento o la propiedad reales de bienes o derechos relativos a tales bienes. Por 
último, los países tipificarán “con sujeción a los principios constitucionales y a los 
conceptos fundamentales de su ordenamiento jurídico”-como establece el apartado 
c) del citado artículo, la adquisición, posesión o la utilización de bienes, a 
                                                 
52 El año pasado, cuando inicie mi investigación monográfica, mantuve una fluida correspondencia 
electrónica con la profesora Rosa Del Olmo. Falleció ese mismo año producto de un paro cardiaco. 
Del Olmo, Rosa. La Convención..., op. Cit., p. 97 a 121. 
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sabiendas, en el momento de recibirlos, de que los mismos provienen de la 
realización de actos relacionados con el tráfico de drogas. 
 
Tenemos, por tanto, y siguiendo a los Profesores LUIS LAMAS PUCCIO53 y 
EDGAR SAAVEDRA ROJAS54 que las conductas que deben ser tipificadas pueden 
agruparse en tres grandes categorías: 
 
1.1.1. Conversión y transferencia 
Son actos que, en definitiva, suponen la transformación de unos bienes en otros, lo 
que conlleva la ocultación del ilícito origen de éstos. Por ello, bien pudiera 
afirmarse que nos encontramos ante la tipificación de la primera fase del proceso 
legitimador, aquélla que denominamos fase de introducción y que, precisamente se 
caracterizaba por la necesidad de camuflar los bienes procedentes de la comisión 
de un delito.  
 
Profundizando más en el significado de los verbos empleados, puede decirse que 
por “convertir”, entendemos, con los Profesores ANTONIO ROMERAL 
MORALEDA y MANUEL GARCÍA BLAZQUEZ55, que esta conducta consiste en 
                                                 
53 Lamas Puccio, Luis. Tráfico..., op. cit., p. 48 y ss. 
54 Saavedra Rojas, Edgard. Nuevos tipos penales creados por la Convención de Naciones Unidas 
contra el tráfico ilícito de estupefacientes de diciembre de 1988. Segundo Seminario 
Latinoamericano y el Caribe sobre medidas efectivas para combatir delitos de drogas y mejorar la 
Administración de Justicia penal. San José, 1989, p. 129 y ss. 
55 Romeral García, Antonio, y García Blázquez, Manuel. “Tráfico y consumo de drogas. Aspectos 
penales y médico-forenses”. Granada, 1993, p. 216. 
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“cambiar, transformar o permutar una cosa. Supone el cambio de un bien obtenido 
de la comisión del delito por otros de naturaleza distinta”. En parecidos términos 
se ha pronunciado el Profesor EDGARD SAAVEDRA ROJAS, para quien significa 
“el cambio o mutación del dinero obtenido, por bienes o servicios, pero la 
convertibilidad no debe entenderse necesariamente en sentido tan restringido, 
porque puede estar igualmente referida de un bien a otros, sea cual fuere la norma 
contractual escogida para hacerla o encubrirla; pueden ser contratos reales o 
simulados, por la persona interesada o mediante la utilización de terceros, es decir, 
los clásicos testaferros”56. Por su parte, “transferir” -como acertadamente señala el 
Profesor LUIS LAMAS PUCCIO-,  no implica ya una transformación de los bienes, 
“sino más bien es un traslado de un lugar a otro de un determinado bien”57. En 
idéntico sentido los Profesores ANTONIO ROMERAL MORALEDA y MANUEL 
GARCÍA BLÁZQUEZ entienden por transferir “llevar una cosa de un lugar a otro, 
trasmitir o traspasar (...). La transferencia se da tanto en los casos en que los bienes 
se transmiten a terceras personas, como cuando se trasladan de lugar”58. 
 
En definitiva, creemos que se trata de modalidades de ocultar o encubrir los bienes 
cuyo delictivo origen se pretende disimular; en este sentido, conviene no olvidar 
que encubrir no significa únicamente tener algo oculto, puesto que también se 
encubre cuando al bien en cuestión se le da una apariencia distinta, se le hace 
                                                 
56 Saavedra Rojas Edgard. Nuevos tipos..., op. Cit., p. 131. 
57 Lamas Puccio, Luis. Tráfico..., op. Cit., p. 50.  
58 Romeral Moraleda, Antonio y García Blázquez, Manuel. “Tráfico...”, op. Cit., p. 216. 
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aparecer en un lugar diferente o se le hace figurar a nombre de una persona que no 
se corresponde con su verdadero titular. 
 
Ahora bien, es el momento de apuntar que estos comportamientos son punibles 
tan sólo cuando la realización de los mismos persigue una concreta finalidad: 
ocultar o encubrir el origen ilícito de los bienes o de ayudar a cualquier persona 
que participe en la comisión de un delito relacionado con el tráfico de drogas a 
eludir las consecuencias jurídicas de sus acciones59. Este requisito es sumamente 
importante pues indica, en nuestra opinión, que lo que se pretende incriminar no 
es más que un supuesto específico de encubrimiento, con todas las repercusiones 
que ello tiene y que serán puesto de manifiesto al estudiar, en éste caso, nuestro 
ordenamiento jurídico. 
 
1.1.2. Ocultación o encubrimiento 
En este caso, se trata de impedir bajo amenaza penal la realización de conductas 
tendentes a imposibilitar el conocimiento del verdadero origen, ubicación, destino 
y movimiento de los bienes previamente convertidos o transferidos. Según LUIS 
LAMAS PUCCIO, “el comportamiento previsto, se perfecciona cuando se oculta en 
relación con sus orígenes, dónde se encuentran y dónde están siendo enviados o 
transferidos”60. 
                                                 
59 Así se establece en el artículo 3.1.b).i) de la Convención de Viena, cuyo texto íntegro aparece en el 
Anexo que figura al final de este trabajo. Vid., infra., p. 60. 
60 Lamas Puccio, Luis. Tráfico..., op. cit., p.52. 
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Según entendemos, lo que en esta ocasión se pretende sancionar es, precisamente, 
la segunda fase que puede distinguirse en el proceso que brevemente se ha 
descrito en la presente investigación y que se identifica con la fase de ocultación. 
Sin embargo, es necesario matizar que no puede confundirse con el encubrimiento 
u ocultación del bien ilícitamente obtenido, pues, se alude a la operación que trata 
de encubrir la previa transformación o sustitución de dicho bien, como así parece 
demostrarlo el hecho de que el comportamiento que debe tipificarse no es la 
ocultación del bien, sino el encubrimiento de la naturaleza, origen, ubicación, 
destino, movimiento o propiedad real de bienes, o los derechos relativos a tales 
bienes61. En otras palabras, nos hallamos ante la tipificación expresa del 
encubrimiento de una conducta que, a su vez, constituye una forma de 
encubrimiento. De este modo, parece que el objetivo propuesto sea sancionar 
penalmente a toda persona que contribuya al distanciamiento entre los bienes 
ilícitamente obtenidos y la persona que lo ha logrado. 
 
1.1.3. Adquisición, posesión y utilización 
A diferencia de las conductas que han sido analizadas, los quehaceres que ahora 
nos ocupan, son de incriminación facultativa por parte de los Estados, pues 
únicamente se adoptarán medidas destinadas a sancionar tales comportamientos 
                                                 
61 Como así dispone el artículo 3.1.b) ii) de la Convención. 
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cuando se haga con sujeción a los principios constitucionales y a los conceptos 
fundamentales de nuestro ordenamiento jurídico62. 
 
Este distinto trato halla su justificación en que no estamos ante actos que integren 
el proceso legitimador propiamente dicho. Por el contrario, se aspira a castigar el 
disfrute ajeno de las ganancias derivadas del narcotráfico, con independencia de 
que tal comportamiento suponga o no una efectiva desvinculación del bien con 
respecto a su delictivo origen. De lo expuesto se deduce que esta modalidad se 
separe del encubrimiento para aproximarse a otro delito de entidad semejante: la 
receptación. 
 
Ocupándonos ya del significado de los verbos rectores, cabe decir que la 
“adquisición” conlleva la incorporación al propio patrimonio de un bien que se 
sabe procede de la comisión de un delito relativo al tráfico de drogas, sea cual sea 
el título por el que dicho bien ha sido obtenido. La posesión se refiere a la mera 
tenencia de dichos bienes; por lo que puede ser difícil deslindar este concepto del 
de utilización puesto que quien utiliza, está poseyendo. En cualquier caso, 
debemos insistir en la menor lesividad que presentan estas conductas en relación 
con la legitimación de capitales. 
 
                                                 
62 Según se recoge en el artículo 3.1.c) i) de la Convención. 
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A modo de conclusión, nos gustaría resaltar que la trascendencia de este texto 
radica en que invita a los distintos Estados, en lo particular, a Nicaragua, a castigar 
penalmente las conductas de legitimación de capitales ilícitamente obtenidos. Para 
ello, se deben sancionar las dos primeras fases del proceso legitimador - sustitución 
y ocultación - pues lógicamente, si esperásemos a hacer intervenir el Derecho penal 
en la tercera etapa, el castigo de estos comportamientos devendría prácticamente 
imposible, al haber perdido el bien su carácter ilícito y aparecer confundido con 
bienes de procedencia lícita. 
 
Como hemos tratado de reflejar, la redacción que se propone evoca profundamente 
al encubrimiento; si bien es verdad que el uso de expresiones como “convertir” o 
“transferir” pueden inducir a confusión. Si esta observación no es equivocada y no 
cabe duda de que bien podría serlo, no podemos dejar de cuestionarnos la efectiva 
necesidad de castigar expresamente estas conductas, pues, como observará el 
jurado, en nuestra legislación existe el delito de encubrimiento63. Sería absurdo 
tratar de negar las indudables repercusiones negativas que el fenómeno de 
legitimación de capitales acarrea, no obstante, conviene plantearse sí su 
tipificación, la cual lejos de solucionar el problema, introduce otros nuevos que 
dificultan el discernimiento del ámbito de aplicación de dos preceptos que 
presentan un alcance semejante. 
 
                                                 
63 Vid.  art. 22, 80, 81, 82, 83, 84 y 85 del Código Penal de Nicaragua. 
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Al aproximarnos a la legitimación de capitales y sus métodos utilizados, 
comprobaremos que es muy frecuente que para la consecución de tales propósitos, 
las conductas realizadas tengan encaje en figuras penales tradicionales - como la 
evasión de capitales, el contrabando o las falsedades - o en otras de más reciente 
incorporación - como la creación de sociedades ficticias. Así pues, dos son las 
opciones con las que se enfrenta el legislador: tipificar como delito autónomo el 
legitimar capitales o, por el contrario, acudir al concurso de infracciones entre el 
encubrimiento y cualquier otra actividad delictiva que eventualmente concurra. Ni 
que decir tiene que una y otra alternativa ofrece ventajas e inconvenientes; sin 
embargo, en nuestro ordenamiento jurídico se opta por la segunda de las fórmulas 
propuestas, pese a que ello conlleva - como tendremos ocasión de ver - complejos 
entramados normativos que, en numerosas ocasiones, distan de tener una solución 
satisfactoria. 
 
1.2. Convención sobre Lavado de Dinero, Búsqueda, Decomiso y Confiscación 
de Ingresos Provenientes de Delitos 
Como se reconoce en el Preámbulo, esta Convención trata de fomentar la 
cooperación entre todos los países para luchar contra la criminalidad grave y, para 
ello, debe emplear métodos modernos y eficaces en el ámbito internacional. 
Precisamente, uno de estos métodos es privar al delincuente del producto de sus 
delitos de tal modo, que lo que se pretende evitar es la libre circulación de capitales 
ilícitamente obtenidos: 
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Señala el arto. 6 de la referida Convención:  
a)“La conversión o transferencia de propiedad, a sabiendas de que dicha 
propiedad representa bienes, con el propósito de ocultar o encubrir el origen ilícito 
de la propiedad o de ayudar a cualquier persona que se encuentre implicada en la 
comisión de este delito para evadir las consecuencias legales de sus acciones”;  
b) “el ocultamiento o encubrimiento de la naturaleza real, origen, ubicación, 
enajenación, movimiento, a sabiendas de que dicha propiedad representa bienes, y 
sujeto a sus principios constitucionales y a los conceptos básicos de su sistema 
jurídico”;  
c) “la adquisición, posesión o uso de la propiedad, sabiendo, al momento de la 
recepción, que dicha propiedad representaba bienes”; y  
d) “participando en, asociación o conspiración para cometer, o intentos de la 
comisión o ayudar, inducir, facilitar y aconsejar la comisión de cualquiera de los 
delitos establecidos de acuerdo con este artículo”. 
 
El texto se divide en cuatro capítulos64, dedicándose el segundo de ellos a las 
medidas que los Estados firmantes han de adoptar en el ámbito nacional. Entre 
estas, destaca por su importancia, las recogidas en el artículo sexto –a como lo 
vimos anteriormente- que define los delitos de legitimación de capitales.  
 
                                                 
64 Capítulo I, Definiciones; Capítulo II, Medidas a adoptar a nivel internacional; Capítulo III, 
Cooperación Internacional; y, Capítulo IV, Disposiciones finales.  
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Analizando el apartado primero de la precitada Convención, vemos que cada parte 
habrá de adoptar las medidas legislativas y cualquier otra que sea necesaria para 
conferir carácter de infracción penal, conforme a su derecho interno, y siempre que 
se realicen intencionalmente, la conversión o transferencia de bienes que 
constituyan el producto de un delito, cuando tal conducta se haga con el fin de 
ocultar o encubrir el origen ilícito de estos bienes, o de ayudar a cualquier persona 
que haya participado en la comisión de tales actos. De la misma manera, habrá de 
tipificarse la ocultación o encubrimiento de la naturaleza, el origen, la ubicación, el 
destino, el movimiento o la propiedad real de tales bienes. 
 
A la vista está que es innegable el parecido que guarda este texto con la 
Convención de Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotropicas, hasta el punto de que los términos empleados para 
describir las conductas que han de ser objeto de sanción penal son plenamente 
coincidentes; así como también es idéntico el propósito que debe guiar tales 
actuaciones: ocultar o encubrir el ilícito origen de los bienes o favorecer 
personalmente al autor o autores de la infracción principal; lo cual deja patente, 
una vez más, la naturaleza encubridora del delito de legitimación de capitales. 
 
En el epígrafe c) se prevé la posibilidad de que las Partes sancionen la adquisición, 
posesión o utilización de bienes cuando se conozca, en el momento de recibirlo, 
que constituyen el producto de la comisión de un delito. Asimismo, el apartado d) 
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dispone que puede tipificarse la participación, la asociación, la conspiración para 
delinquir y los intentos de comisión, así como el ayudar, instigar, facilitar y 
asesorar la comisión de cualquiera de las referidas actividades. Ahora bien, en 
ambos casos, únicamente se adoptarán medidas en este sentido cuando ello no 
contradiga los principios constitucionales y los conceptos fundamentales de cada 
sistema jurídico, como ya dispusiera también la aludida Convención de Viena65. 
 
Por su parte, el apartado segundo del artículo objeto de este comentario, establece 
que no se tendrá en cuenta si la infracción principal ha sido o no cometida bajo la 
jurisdicción de la parte competente para conocer del delito de legitimación en 
cuestión. De este modo, se pretende castigar la comisión de estos delitos con cierta 
independencia respecto de la infracción de la que los bienes derivan. 
 
Más novedad, sin duda, supone la previsión recogida en el epígrafe b) de este 
apartado segundo, según la cual, las infracciones previstas en este artículo pueden 
no aplicarse a quienes hayan cometido el delito principal. Esta facultad que se 
reconoce a los Estados parece consagrar el carácter encubridor del delito de 
legitimación de capitales pues, como es sabido, el auto encubrimiento, en principio, 
es impune. Pese a que la introducción por parte de los legisladores nacionales de 
una cláusula semejante vendría a resolver importantes conflictos interpretativos, lo 
cierto es que hasta la fecha, son escasos los países que han adoptado una 
                                                 
65 Artículo 3.1.c) i) y artículo 3.1.c) iv), respectivamente. 
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declaración expresa en este sentido, lo cual suma al intérprete en una profunda 
confusión. 
Por último, el epígrafe c) dispone que el conocimiento, la intención o el propósito 
requeridos como elementos constitutivos del delito pueden ser inferidos de las 
circunstancias objetivas del hecho66, previsión que se explica dada la considerable 
dificultad probatoria que entraña los elementos subjetivos, máxime cuando se trata 
de elementos configuradores del injusto. 
 
El apartado tercero del artículo 6 de la presente Convención faculta a cada una de 
las Partes para que adopten las medidas que estimen necesarias - atendiendo en 
todo caso a su derecho interno -, para configurar como infracciones penales 
algunas o todas las conductas descritas en el apartado primero cuando concurra 
alguno de los siguientes requisitos: 1. que el autor deba presumir que el bien 
procede de la comisión de un delito; 2. que haya actuado movido por un propósito 
lucrativo y, 3. que la conducta legitimadora se realice con la intención de continuar 
una actividad criminal. Respecto del requisito señalado en primer lugar, cabe decir 
que esta previsión supone una quiebra en relación con lo previsto en la 
Convención de Viena pues, como vimos, ésta no admitía la posibilidad de 
sancionar la realización imprudente de estos comportamientos, al exigir que las 
operaciones destinadas a legitimar capital fueran llevadas a cabo intencionalmente. 
                                                 
66 Obsérvese que el enunciado de este precepto es idéntico al art. 3.3 de la Convención de Viena de 
1988. 
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Asimismo, la citada Convención, silencia toda referencia al ánimo de lucro y a la 
continuidad en una actividad criminal.  
 
Para finalizar, el apartado cuarto prevé que cada Parte puede, en el momento de la 
firma o en el momento de depósito de su instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión, por declaración dirigida al Secretario General del Consejo 
de Europa, declarar que el apartado primero de este artículo se aplique solamente 
a las infracciones principales determinadas en esta declaración. Y, precisamente en 
este punto, encontramos la diferencia más importante respecto de la Convención 
de Viena que, como tuvimos oportunidad de ver, únicamente sancionaba las 
conductas legitimadoras de capital en relación con los delitos de narcotráfico. En 
esta ocasión, la Convención del Consejo de Europa no se refiere exclusivamente a 
bienes procedentes de la comisión de tales actividades delictivas pues, como ha 
observado el Profesor JOSÉ LUIS DIEZ RIPOLLES, “no pretende tener como 
delitos de referencia exclusivamente a los de tráfico de drogas sino que extiende su 
ámbito de aplicación a cualesquiera delitos que generen grandes beneficios 
económicos”67. De tal manera que supone un paso más en la línea iniciada por la 
Convención de Viena extendiendo su aplicación a los beneficios obtenidos por las 
manifestaciones más graves de la criminalidad. 
 
                                                 
67 Diez  Ripolles,  José Luis. “El blanqueo..., op. cit., p. 586. 
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1.3. Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas. Reglamento 
Modelo sobre Delitos de Lavado relacionados con el Tráfico Ilícito de Drogas y 
Otros Delitos Graves68 
La CICAD, a petición de la Asamblea General de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA), encargó a un Grupo de Expertos la elaboración de un 
Reglamento Modelo que fue aprobado el 23 de mayo de 1992, y que viene a 
recoger las disposiciones plasmadas  en la Convención de Viena de 1988 y en la 
Declaración y el Programa de Acción de Ixtapa69 de 1990, donde se había 
enfatizado la necesidad de que los Estados miembros sancionasen penalmente 
todas aquellas actividades relacionadas con la legitimación de capitales procedente 
del narcotráfico y, del mismo modo, se estimó prioritario recomendar a los Estados 
que alentasen a los Bancos y demás instituciones financieras a cooperar con las 
autoridades competentes con el fin de impedir la comisión de estos delitos; de tal 
manera que este Reglamento Modelo, además de definir el ilícito penal, incorpora 
las medidas que deben adoptarse por parte de las instituciones financieras con el 
fin de prevenir que tal sistema sea utilizado para legitimar capital; medidas que, 
                                                 
68 Se ha celebrado en los siguientes países: Santiago de Chile, Chile, en octubre de 1997; en 
Washington, D. C., Estados Unidos de Norteamérica, en mayo de 1998; en Buenos Aires, Argentina, 
en el mismo año; y en Tegucigalpa, Honduras, en octubre de 1998.  
69 Del 17 al 20 de abril de 1990, tuvo lugar en Ixtapa (México) una reunión ministerial sobre el 
consumo, la producción y el tráfico ilícitos de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, en la cual 
se aprobó la Declaración y el Programa de Acción de Ixtapa que, a su vez, reitera los principios 
recogidos en el Programa Interamericano de Acción de Río de Janeiro, en la Declaración de 
Guatemala “Alianza de las Américas contra el narcotráfico”, en la Declaración y Acuerdos de 
Cartagena, en la Declaración Política y el Programa Mundial de Acción dedicado a la cuestión de la 
cooperación internacional contra la producción, la oferta, la demanda, el tráfico y la distribución 
ilícitos de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, aprobados por la XVII Sesión extraordinaria 
de la Conferencia Cumbre Ministerial Mundial para reducir la demanda de drogas y combatir la 
amenaza de la cocaína.  
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por presentar una entidad semejante a las contenidas en la Directiva comunitaria 
de la que acabamos de ocuparnos, no van a ser tratadas en esta investigación70. 
 
El Reglamento consta de una introducción en la cual, la Asamblea General de la 
OEA recomienda a los Estados Miembros, “de conformidad con las disposiciones 
fundamentales de sus respectivos ordenamientos jurídicos, la adopción de las 
normas contenidas en el siguiente Reglamento Modelo”, advirtiendo que “han sido 
elaborados conciliando, en lo pertinente, los sistemas jurídicos imperantes en la 
región interamericana”. El texto aparece dividido en 19 artículos, en los que se 
regulan diferentes aspectos referentes al lavado de dinero procedente del tráfico 
ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; si bien es cierto que entre las 
Recomendaciones que el Grupo de Expertos hace a la CICAD figura la de que este 
organismo “sugiera a los Estados Miembros de la OEA que considere las 
posibilidades de: 1. Aplicar en lo pertinente las disposiciones de este Reglamento al 
lavado de capital procedente de otros delitos graves”; de tal modo que los 
diferentes Estados pueden extender el ámbito de aplicación de las disposiciones 
contenidas en este Reglamento a la comisión de otros delitos y no sólo a aquellos 
que se relacionan con el narcotráfico. 
 
                                                 
70 En el artículo 9 se determina lo que debe entenderse por institución financiera y en los artículos 
10 y siguientes se describen las obligaciones a las que están sometidas, tales como identificación de 
los clientes, conservación de los documentos acreditativos de las operaciones realizadas, 
notificación de operaciones sospechosas y, en definitiva, cooperación con las autoridades 
competentes en la lucha contra el lavado de capitales. 
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Los delitos de lavado se definen en el artículo segundo, a tenor del cual no puede 
negarse la notoria influencia ejercida por la Convención de Viena, al ser idénticos 
los términos empleados en su configuración. No obstante, pese a esa aparente 
sinonimia, son varias las diferencias que pueden advertirse: 
De conformidad con el arto. 2 de la referida Convención: 
i. “Comete delito penal la persona que convierta, transfiera o transporte bienes a 
sabiendas, debiendo saber, o con ignorancia intencional que tales bienes son 
producto de un delito de tráfico  ilícito o delitos graves”; 
ii. “Comete delito penal la persona que oculte, encubra o impida la determinación 
real de la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o la 
propiedad de bienes o de derechos relativos a tales bienes, a sabiendas, debiendo 
saber, o con ignorancia intencional que tales bienes son productos de un delito de 
tráfico ilícito”. 
 
En primer lugar, es preciso recordar que mientras que la tantas veces aludida 
Convención únicamente sancionaba la realización de estos comportamientos 
cuando pudiera afirmarse el conocimiento que el autor tenía respecto del origen de 
los bienes involucrados en una operación de lavado, ahora, se extiende la 
responsabilidad penal a aquellos supuestos en los que el sujeto no conoce tal 
procedencia, pero debería conocerla o su ignorancia es intencional. En otras 
palabras, se eleva a la categoría de ilícito penal la modalidad imprudente de 
comisión, evitándose así las considerables dificultades probatorias que entraña la 
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existencia de elementos subjetivos, aunque ello pueda suponer una ampliación 
desmesurada de la intervención del derecho penal en detrimento de otras ramas 
del ordenamiento jurídico que pudieran considerarse más eficaces; resintiéndose, 
por tanto, el principio de intervención mínima71. 
 
Una segunda diferencia y, no de menor calado, puede apreciarse con respecto al 
propósito que debe guiar el actuar del legitimador para que su conducta sea o no 
considerada delictiva. Al respecto, obsérvese que la Convención de Viena 
consideraba la legitimación de capitales como la conversión o transferencia de 
bienes que persiguiese un determinado propósito: la ocultación o encubrimiento 
del origen ilícito de los mismos o ayudar a quienes hayan cometido la infracción 
previa a eludir las consecuencias jurídicas de sus acciones. De este modo, cualquier 
operación de esta índole que careciese de tal intención, no podría integrar la 
conducta típica, lo que permitía afirmar la naturaleza encubridora de la figura que 
nos ocupa. Pues bien, esta exigencia se ha omitido en el articulo 2.1 del Reglamento 
Modelo; lo que induce a pensar que si para apreciar un ilícito penal basta con que 
la conversión o transferencia involucre bienes ilícitamente obtenidos, desatendido 
                                                 
71 Conocido también como Principio de Subsidiariedad, Ultima Ratio y Carácter Fragmentario. 
Según Luzón Peña, este el Principio de Intervención Mínima, derivado directamente del de 
necesidad, el Derecho Penal ha de ser la última ratio, el último recurso al que hay que acudir a falta 
de otros menos lesivos, pues si la protección de la sociedad y los ciudadanos puede conseguirse en 
ciertos casos con medios menos lesivos y graves que los penales, no es preciso ni se debe utilizar 
estos. Incluso aunque haya que proteger bienes jurídicos, donde basten los medios del Derecho 
Civil, del Derecho Público o incluso medios extrajurídicos ha de retraerse el Derecho Penal, pues su 
intervención sería innecesaria y, por tanto, injustificable. También debe haber subsidiariedad dentro 
de las propias sanciones penales, no imponiendo sanciones graves si basta con otros menos duras. 
Vid. Luzón Peña, Diego Manuel. “Curso de Derecho Penal, Parte General I”, HISPAMER, p. 82.  
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el objetivo pretendido por el autor, es porque, además de la Administración de 
Justicia, se están tomando en consideración otros intereses dignos de protección, 
tales como el orden socioeconómico72. 
 
El tercer aspecto en el que ambos textos difieren es en el tratamiento jurídico penal 
que merece la adquisición, posesión y utilización de los bienes cuyo origen es la 
comisión de un delito de narcotráfico, pues mientras que la Convención de Viena, 
como se recordará, prevé la incriminación facultativa de tales actos y, sólo en el 
supuesto de que el sujeto tenga conocimiento de su origen en el momento de 
recibirlos, el artículo 2.2. del Reglamento dispone su tipificación obligatoria por 
parte de los Estados, incluso en el caso de que no exista un conocimiento cierto en 
relación con la procedencia. En atención a ello y, por lo que a esta figura se refiere, 
bien pudiera afirmarse que el Reglamento Modelo crea una modalidad de lavado 
que, separándose del encubrimiento tradicional -como, por otra parte, ya se hiciera 
en relación con el artículo 2.1- se acerca más al delito de receptación, al recaer la 
amenaza penal sobre el aprovechamiento de tales bienes. 
 
1.4. Nuestro Criterio 
No quisiera dar por finalizadas las consideraciones referidas a este artículo sin 
antes poner de manifiesto un aspecto que, sin duda, constituye una novedad digna 
                                                 
72 En efecto, atendiendo a la afección que el fenómeno de legitimación de capitales tiene en el orden 
socioeconómico, es preciso decir que es indiferente el fin que persiga el autor, pues lo relevante es el 
flujo de dinero ilícitamente obtenido que aflora y que, será más perjudicial cuanto mayor sea éste. 
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de mención, aunque es el momento de indicar que las repercusiones prácticas de la 
misma serán tratadas cuando se aborde el tratamiento jurídico que nuestro 
ordenamiento le ha dispensado al delito de legitimación de capitales. Estamos 
haciendo referencia a la previsión contenida en el número sexto, según la cual, los 
delitos de lavado han de ser investigados, enjuiciados, fallados o sentenciados 
como delitos autónomos de los demás delitos de narcotráfico. La finalidad que 
parece perseguir tal disposición no es otra que la de castigar los actos de blanqueo 
con independencia de que sean conocidos o no los autores del delito del que 
proceden los bienes legitimados. En principio, que esto sea así no tendría nada que 
objetar, a no ser porque esa declarada independencia deja sin resolver una cuestión 
que, a nuestro juicio, es de sumo interés; cual es la duda que surge acerca de sí la 
pretendida autonomía debe seguir manteniéndose aún en el supuesto, harto 
frecuente en la práctica, de que ambas conductas -el narcotráfico y la legitimación 
de capitales- sean realizadas por la misma persona. Obviamente, la respuesta que a 
tal interrogante se deba a venir condicionada por la naturaleza jurídica de este 
delito y, aunque tendremos ocasión de ocuparnos de esta cuestión en el Capítulo 
Tercero del presente trabajo, no nos resistimos a adelantar en este lugar que en 
nuestra legislación se echa en falta una disposición expresa en este sentido. 
 
En definitiva, la importancia de este Reglamento radica en que se trata de un texto 
que otorga al delito de lavado un tratamiento íntegro, comprensivo de los aspectos 
penales, procésales y administrativos de este fenómeno. Asimismo, es de reconocer 
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la pretensión - no siempre conseguida - de armonizar la política criminal de los 
distintos países que conforman la OEA73. Ni que decir tiene que la efectiva eficacia 
de este texto va a depender de la implantación que el mismo tenga en los distintos 
ordenamientos nacionales y, precisamente a ello centraremos gran parte de nuestra 






















                                                 
73 Entre otros muchos, forman parte de la OEA los siguientes países: Argentina, Bahamas, Brasil, 
Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Estados Unidos, Jamaica, México, Nicaragua, Perú, Uruguay 
y Venezuela. 
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 CAPÍTULO III 
EL DELITO DE LEGITIMACIÓN DE CAPITALES EN LA LEGISLACIÓN 
PENAL NICARAGÜENSE 
1. El delito de Legitimación de Capitales en la Legislación Penal Nicaragüense 
La norma específicamente destinadas a combatir la legitimación de capitales 
aparece en nuestro ordenamiento jurídico muy recientemente74. En efecto, el punto 
de partida de la regulación de este delito se encuentra en la reforma y adiciones de 
la Ley No. 177, Ley de Estupefacientes, Sicotropicos y Otras Sustancias 
controladas, del veintisiete de mayo de mil novecientos noventa y cuatro, 
publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 138 del veinticinco de julio de mil 
novecientos noventa y cuatro.  
 
Extrañamente, los aspectos administrativos de éste fenómeno no son abordados 
hasta que el Presidente de la República de aquel entonces, Arnoldo Alemán, forzó 
a la bancada liberal de la Asamblea Nacional para que reformaran y adicionaran la 
Ley No. 177, sobre determinadas medidas de prevención de la legitimación de 
capitales, posteriormente desarrolladas en la Ley No. 285. De estas primeras notas 
sobre la evolución legislativa de la legitimación en nuestro ordenamiento cabe 
                                                 
74 Publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 70, del dieciséis de abril de mil novecientos noventa y 
nueve. Su Reglamento, Decreto No. 74-99, Reglamento a la Ley No. 285, Ley de Reformas y 
Adiciones a Ley No, 177, Ley de Estupefacientes, Sicotropicos y Sustancias Controladas, fue 
publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 124, del treinta de junio de 1999. 
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extraer una conclusión: el legislador recurrió directamente al Derecho Penal 
olvidando su carácter fragmentario y, por tanto, de ultima ratio, prescindiendo del 
Derecho Administrativo hasta que los compromisos internacionales asumidos por 
nuestro país le hicieron imposible seguir olvidando que la principal vía de 
prevención en la materia que nos ocupa debe basarse en medidas administrativas, 
lo que nos hace recelar de la intención del legislador a la hora de incorporar este 
delito, que quizá estaba interesado únicamente en el valor simbólico del Derecho 
Penal, más que en una eficaz prevención y represión de estas conductas.  
La evidente preocupación por conseguir dentro del contexto internacional una 
imagen impoluta o de cooperación, condujo nuestros legisladores nacionales a 
sostener la conveniente criminalización de la conducta legitimadora. De esta 
forma, las graves consecuencias derivadas de la legitimación de capitales 
procedente del delito del narcotráfico, materializadas, entre otras, en su 
favorecimiento para la comisión de nuevos hechos delictivos, parecen ubicarse en 
un segundo plano en detrimento de consideraciones mucho menos atendibles y de 
naturaleza poco menos que estéticas. 
Si el principio de necesidad obliga a fundamentar la intervención del Derecho 
Penal en exigencias de utilidad, justificar el recurso a la norma punitiva sobre la 
base de las consideraciones expuestas supone dejar sin el suficiente sustento el 
recurso al Derecho Penal. Si el Derecho Penal de un Estado social se legitima sólo 
en cuanto protege a la sociedad y pierde su justificación si su intervención se 
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demuestra inútil, la represión de una conducta no debe obedecer a razones 
puramente estéticas o de reputación internacional. Es difícilmente justificable que 
la protección de los intereses económicos y diplomáticos nicaragüenses en el 
contexto internacional exija el recurso a la conminación penal para su efectividad. 
La quiebra del principio de nocividad social se materializa en la difusa relación 
entre el perjuicio internacional derivado de la pérdida de imagen y la realización, 
individualmente considerada, de la conducta legitimadora. 
 
Como veremos a continuación los artículos 61, 62 y 63 de Ley No. 285 castigan al 
que adquiera, convierta o transmita bienes, sabiendo que éstos tienen su origen en 
un delito grave o realice cualquier otro acto para ayudar  a la persona que haya 
participado en las infracciones para eludir las consecuencias legales de su acto. 
 
Paradójicamente, la legislación penal especial ubica a la legitimación entre los 
delitos de receptación, pero al mismo tiempo adopta la estructura de los artículos 
de la Convención de Viena relacionados a esta materia, situado en los delitos 
relativos al tráfico de drogas. Los expertos en la materia han denunciado en 
algunas ocasiones la falta de tecnicismo legislativo75, que se limita a copiar la 
                                                 
75 En una conversación que tuve en el señor Decano de la Facultad de Derechos de la Universidad 
Centroamericana, Dr. Profesor Don Manuel Arauz Ulloa, me hacia el llamado a la reflexión sobre la 
problemática de técnica legislativa que se sufre en nuestro Poder Legislativo. 
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regulación sugerida por los documentos internacionales76, renunciando al más 
mínimo esfuerzo por adoptar la redacción de este delito a las particularidades de 
nuestro ordenamiento jurídico. Además, las ligeras modificaciones introducidas en 
su tenor literal y la mala traducción han hecho de nuestra legislación penal 
especial, Ley No. 285, no sólo una copia, sino además una mala copia. 
 
1.1. Articulo 61, Ley No. 285 
“Cometen delito de Lavado de Dinero y/o Activos provenientes de actividades 
ilícitas a que se refiere la presente Ley  o delitos comunes conexos y en perjuicio 
del Estado”: 
a) El que por sí o por interpósita persona natural o jurídica, realiza con otras 
personas o con establecimientos bancarios, financieros, comerciales o de 
cualquier otra naturaleza, actos y operaciones mercantiles derivados o 
procedentes de actividades ilícitas. 
b) El que por sí o por interpósita persona natural o jurídica, oculte, asegure, 
transforme, invierta, transfiera, custodie, adquiera dinero u objetos 
materiales o el producto del mismo y dé al dinero y a los bienes 
provenientes de actividades ilícitas, apariencia de legalidad. 
c) El o los que incurran en éste serán sancionados con presido de cuatro a 
veinte años más una multa correspondiente al doble del valor de los bienes 
                                                 
76 Éste no es un error cometido únicamente por nuestro legislador, otros países como España, 
también se han limitado a copiar la formula “sugerida” por la Convención. Vid. Carlos Aránguez 
Sánchez. “El delito de blanqueo...”, op. Cit., p. 168. 
 82
objeto del proceso. Si el delito se cometiere a través de una persona jurídica 
además de las penas en que incurren las personas naturales la intervención 
judicial de dicha institución”. 
 
1.2. Artículo 62, Ley No. 285 
“Otras Actividades. También cometen el delito de Lavado de Dinero y/o Activos: 
a) La interpósita persona, el propietario, el administrador o representante  
legal o encargado de establecimientos que autorice, permita o realice las 
transacciones conociendo la procedencia ilícita del dinero o producto. 
b) El que por si o por interpósita persona participe en actos o contratos reales, 
simulados, de adquisición, posesión, transferencia y administración de 
bienes o valores con intenciones de ocultar, encubrir o simular los recursos 
financieros obtenidos como resultados de actividades ilícitas. 
En ambos casos se aplicará la pena establecida para el delito contemplado en el 
artículo que antecede. 
c) El que por si o por interpósita persona, conociendo la procedencia ilícita del 
dinero o su producto, autorice, permita o realice las transacciones referidas 
al lavado de dinero y/o activos, aprovechándose de su función, empleo o 
cargo, será sancionado con pena de cinco a diez años de prisión y una multa 




1.3. Artículo 63, Ley 285 
“El funcionario, empleado publico, trabajador, oficial, encargado de investigar, 
juzgar o custodiar a personas comprometidas en delitos o faltas  de que trata la 
presente ley que procure la impunidad del delito o la ocultación, alteración o 
sustracción de los elementos o sustancias decomisadas o facilite la evasión de la 
persona capturada, detenida o condenada, que altere o mandare a alterar el cuerpo 
del delito, sufrirá la pena de prisión de seis a siete años e inhabilitación especial 
por el término de la condena”. 
 
Para el Profesor español DIEGO MANUEL LUZÓN PEÑA el tipo “es el elemento 
del delito que sirve para plasmar el principio de legalidad penal77, destacando que 
de entre las diversas acciones antijurídicas, más o menos graves, sólo son delictivas 
aquellas seleccionadas por la ley penal, y que, gracias a la definición legal de los 
diversos elementos de una acción, sirve también para distinguir unas clases o 
figuras delictivas de otras78”. Es decir, una acción será típica si encaja en la 
definición de la ley penal, o, en la descripción legal de todos los elementos del 
hecho punible. En ese sentido, el tipo se concibe de inicialmente desde una 
valoración y descripción neutral, pues, hasta el momento, no implica una 
valoración negativa y prohibitiva de la conducta, y afirmar la tipicidad de una 
acción, como la legitimar capitales, no significa más que la constatación de que 
                                                 
77 También conocido como nullum crimen, nulla poena sine lege, supone que sólo la ley aprobada 
previamente por el Parlamento puede definir las conductas que se consideran delictivas y 
establecer sus penas. Vid. Luzón Peña, Diego Manuel. “Curso de Derecho Penal...”, op. Cit., p. 81 
78 Luzón Peña, Diego Manuel. “Curso de Derecho de Derecho...”, op. Cit., p. 296. 
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coincide con la descripción legal del precepto de legitimación de capitales, pero de 
momento es una valoración neutral, ya que tal acción puede resultar no 
antijurídica, y por tanto no desvalorada, por estar cubierta por una causa de 
justificación. 
 
El tipo pretende cumplir con una función de determinación de conductas, destaca 
frente a todos los ciudadanos que una conducta está prohibida generalmente bajo 
amenaza de pena, en consecuencia, procura que los ciudadanos se abstengan de 
cometerla. 
 
El tipo objetivo puede estar conformado de diferentes maneras, según los 
elementos que los constituya: el bien jurídico protegido, la conducta típica, el 
objeto material, el o los sujeto (s), la culpabilidad y la penalidad, entre otros. 
 
2. BIEN JURÍDICO 
La confusión reinante en torno a la concreción del bien jurídico en el delito de 
legitimación, no es problema exclusivo del legislador nicaragüense, ya tales 
debates se han centrado en otros países. De este dato podemos inferir una primera 
conclusión: la discusión sobre el bien jurídico en este delito va más allá del acierto 
o infortunio con el que el legislador de cualquier país haya regulado la 
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legitimación79, llegando a cuestionar la misma necesidad de incriminar la 
legitimación. Así, mientras que unos mantienen que la introducción del delito de 
legitimación responde a una necesidad político criminal de primer orden, otros 
niegan que exista una necesidad de protección que justifique tal delito, porque 
consideran que no existe razón para castigar una acción que simplemente mantiene 
la lesión al bien jurídico del delito previo, pero sin agravarla, o porque defienden 
que una simple modificación de los delitos de receptación y encubrimiento hubiera 
bastado para satisfacer las mismas necesidades de protección que cumple hoy la 
legitimación. 
 
2.1. Observaciones de la legitimación como un delito uni-ofensivo 
Todas las observaciones que a continuación recogemos tienen en común defender 
que el bien jurídico que justifica la intervención del Derecho Penal para incriminar 
la legitimación es único, no múltiple, y a pesar de que eventualmente la 
legitimación pueda poner en peligro o lesionar los intereses. 
 
2.1.1. Administración de Justicia 
Entre la doctrina Hispanoamérica y Europea es unánime la opinión de que la 
legitimación atenta contra la Administración de Justicia. Así, muchos doctrinarios 
                                                 
79 De hecho, el análisis del bien jurídico se presta, quizá más que ninguna otra categoría de la teoría 
del delito, a fusionar la dogmática con la política criminal, a ir de la letra de la ley a la propuesta de 
lege ferenda, y viceversa. Si además tenemos en cuenta que la legitimación es un problema de 
dimensiones internacionales, y que sólo puede ser superado respetando la armonización 
pretendida desde foros supranacionales, no encontramos ningún inconveniente para tener en 
cuenta la opinión sobre el bien jurídico del delito de legitimación que tienen autores de otros países, 
al tiempo que analizamos esta misma controversia en nuestro país. 
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de aquellas regiones subrayan que éste es el bien jurídico protegido. Nos 
apuntamos a esa misma corriente, pues los artículos 61, 62 y 63 de la ley penal 
especial, Ley No. 285, así lo determinan. De este modo consideramos del todo 
correcto la ubicación de estos artículos en el Capítulo VIII, Delitos y Penas, De los 
delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes y sustancias controladas de la 
Ley No. 285.  
 
Vemos, como se manifiesta que uno de los objetivos principales es la 
Administración de Justicia, pues busca incriminar la ocultación de que permiten la 
reconstrucción de los flujos financieros que originan ciertas actividades ilícitas, con 
el propósito de poner al descubierto la delincuencia organizada que suelen 
encontrarse en la base de esas conductas. Además, se deja entrever las similitudes 
existentes entre el favorecimiento real y la legitimación, considerando que la 
Administración de Justicia es el bien jurídico protegido en ambos casos.  
 
Esta posición ha sido defendida por IVÁN LARA PALACIOS. Este Procurador 
Penal Especial sostiene que “el bien jurídico protegido es la Administración de 
Justicia, entendiendo que la actuación del legitimador está orientada directamente 
a impedir el descubrimiento del delito previo”80. Además, sostiene que “la 
introducción del delito de legitimación tiene como finalidad incriminar toda 
                                                 
80 Entrevista concedida por el Procurador Penal especial Iván Lara Palacios, al Noticiero TV 
Noticias, Edición nocturna, el día 22 de septiembre del año dos mil dos. 
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colaboración posterior con el autor del delito que produjo la ganancia previa, 
protegiendo de este modo la Administración de Justicia”81. 
 
En el resto de América Latina, la doctrina ha considerado a la legitimación como 
lesivo de la Administración de Justicia, pues sostienen la teoría de que el bien 
jurídico protegido por este delito es la pretensión del Estado de decomisar los 
bienes procedentes del delito, en vista que el dinero sucio pertenece al Estado. En 
consecuencia, la legitimación tutela un aspecto muy concreto de la misma, el 
interés del Estado en la investigación y, sobre todo, el comiso del producto del 
crimen. 
 
2.1.2. Del Rol de la Policía Nacional 
La función de los distintos tipos penales que se refieren a la legitimación reside en 
la protección del deber de la Policía Nacional respecto al delito precedente, de 
modo que se ejerce la función preventiva respecto al bien jurídico tutelado por el 
delito previamente cometido. Desde esa perspectiva el bien jurídico protegido por 
la legitimación es idéntico al del delito que origina el enriquecimiento ilícito, 
puesto que la legitimación hace aumentar la posibilidad de que el autor o autores 
del hecho previo aprovechen los efectos del delito anterior para intensificar su 
actividad delictiva, y cometer nuevos hechos criminales de similares características 
al ya realizado. 
                                                 
81 Ídem 
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2.1.3. De la paz jurídica 
EDWING CORDELO ARDILA82 propone que “el delito de legitimación también 
protege la seguridad de la nación nicaragüense”, es decir, la paz jurídica, 
argumentando que la intención del legislador fue la de combatir el crimen 
organizado, y muy concretamente impedir que la mafia se imbuya en nuestra 
sociedad.  
 
En ese sentido, el delito de legitimación de capitales no se dirige a una represión 
retrospectiva del bien jurídico lesionado por el delito previo, sino que esta 
orientado a una prevención de futuros hechos delictivos. De este modo, lo que está 
en juego es la seguridad interna. Es por eso que el objetivo principal del artículo 1a 
de la Ley No. 285 es desmoronar el entramado económico de esas ingentes 
organizaciones y conceder a las autoridades la posibilidad de perseguir al criminal 
y rehabilitar al consumidor de sustancias sicotropicas. 
 
2.1.4. El bien jurídico protegido por el delito previo 
La realización de la legitimación implica necesariamente la realización anterior de 
otro ilícito, de un delito grave que origina la riqueza que se pretende aflorar a la 
economía legal, que llamaremos delito previo83. La consideración de que la 
                                                 
82 Entrevista concedida por el jefe Director de la Policía Nacional, Comisionado Mayor Edwin 
Cordero Ardila, al Noticiero Noticias 10, del Canal 10 de Televisión, el día doce de diciembre del 
año 2002. 
83 Esta terminología, muy extendida en la doctrina que ha estudiado el delito de legitimación de 
capitales, pretende eludir los conceptos de delito de referencia o de delito principal, que sugieren 
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legitimación comparte el bien jurídico con el delito previo está sin duda 
influenciada por la “Teoría del Mantenimiento”, de CONCEPCIÓN CARMONA 
SALGADO, que la elaboró en el ámbito de la receptación, para explicar la 
autonomía de este delito con relación al encubrimiento, sobre la base de que la 
receptación mantiene o incrementa la lesión o la puesta en peligro del bien jurídico 
protegido que tutela el delito del que proceden los bienes84. 
 
De esta manera, se opta por la persecución del delito previo como bien jurídico, 
situando el fundamento de la punición de la legitimación en las posibilidades de 
seguir el rastro de la ganancia ilícita que revela la comisión del delito previo. No 
obstante, las posibilidades de seguir ese rastro depende de la clase de “trofeo” 
obtenido por el delincuente, su identificación y su cantidad. Así, es más fácil 
detectar los billetes marcados, en el caso de una redada preparada por la Policía 
Nacional, que los billetes de baja denominación, producto del tráfico de drogas en 
ventas al por menor85. 
 
2.1.5. De la Salud Pública 
                                                                                                                                                     
una falta de autonomía de la legitimación, y resultan más acorde con una concepción de la 
receptación o el encubrimiento como un auxilium post delictum. 
84 Sobre la Teoría del Mantenimiento, vid. Concepción Carmona Salgado. “La receptación”, en 
Cuadernos de Derecho Judicial. Delitos contra la propiedad, 1995, p. 244. 
85 Vid. Prieto Rodríguez, Javier Ignacio. “El tráfico de drogas y consumo de drogas en el 
ordenamiento jurídico español”, Pamplona, Arazandi, 1993, p. 410. 
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La determinación del valor que la Ley No. 285, Ley de Estupefacientes, 
Sicotropicos y Otras Sustancias Controladas; Lavado de Dinero y Activos 
provenientes de Actividades Ilícitas trata de proteger, es: 
a) “la prevención, tratamiento, rehabilitación, control, fiscalización, 
investigación, juzgamiento de actividad relativa al cultivo, producción, 
fabricación, uso, tenencia, transporte, tráfico y toda forma de 
comercialización de estupefacientes, sicotropicos, precursores y otros 
productos químicos, así como sustancias inhalables susceptibles de 
producir dependencia física o psíquica86”;  
b) “el control y fiscalización de las actividades relativas a la producción y 
comercialización de precursores y materiales que intervienen en la 
elaboración y producción de sustancias (estupefacientes, sicotropicas, 
precursores, etc.);87”. 
c) “el control, fiscalización y juzgamiento de todo lo concerniente al lavado de 
dinero y activos provenientes de actividades ilícitas88”; y 
d) “la organización de la actividad pública  y privada, y la participación de 
ONG´s, en materia de prevención y educación de la sociedad en general, 
sobre los efectos del consumo de drogas, el tratamiento, rehabilitación y 
reinserción en la sociedad de los dependientes de la misma89”.  
 
                                                 





Lo antes descrito, nos provoca pensar que el bien jurídico protegido no es otro que 
la salud pública. El Profesor JAVIER ALBERTO ZARAGOZA AGUADO sostiene 
que “el blanqueo es una parte de la actividad global del tráfico de drogas y de las 
organizaciones que a ello se dedican, las cuales necesitan las características de la 
legitimación para dar apariencia de licitud a esos beneficios...90”. 
 
No obstante, el peligro para el bien jurídico protegido señalado surge con el tráfico 
de drogas, pero no se acrecienta porque quien ha realizado dicha conducta reciba 
auxilio para disfrutar de las ganancias que ya ha obtenido. El hecho de que el 
sujeto que trafica con drogas no pueda convertir sus ganancias no tiene por qué 
significar que vaya a renunciar a cometer delito, puesto que para que no abandone 
tal actividad, le basta con la obtención de las mismas, independientemente de que 
éstas tengan ausencia de aspecto lícito. Empero, lograr el aspecto lícito funda el 
perfeccionamiento del delito, no así su consumación.  
 
Tomando en cuenta que la salud pública es bien jurídico protegido, la validez del 
principio de exclusiva protección de los bienes jurídicos91 nos obliga a pensar que 
la imposición de una sanción penal no sería posible hasta que el dinero legitimado 
                                                 
90 Vid. Zaragoza Aguado, Javier Alberto. “El blanqueo de dinero. Aspectos sustantivos. Su 
investigación”, en Cuadernos de Derecho Judicial. Vol. I, El encubrimiento, la receptación y el 
blanqueo de dinero. Normativa comunitaria. Madrid, 1994, p. 113. 
91 Según principio de exclusiva protección de bienes jurídicos el Derecho Penal solamente interviene 
si amenaza una lesión para concretos bienes jurídicos protegidos y el legislador no está facultado 
para castigar por su inmoralidad conductas que no afecten bienes jurídicos protegidos. Vid. Luzón 
Peña, Diego Manuel. “Curso de Derecho Penal...,” op. Cit., p, 82. 
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fuese recapitalizado en el negocio de las drogas, lo cual, impediría el castigo de 
quienes dando apariencia de legalidad a las ganancias ilícitamente obtenidas, 
optasen a actividades lícitas u otras actividades ajenas al tráfico de drogas.  
 
Las discusiones doctrinales respecto del bien jurídico protegido en el delito de 
legitimación de capitales en la doctrina comparada han demostrado la falta de 
unanimidad en su determinación. La hermenéutica jurídica nos hace pensar que no 
solamente la salud pública es el bien jurídico protegido en el delito de legitimación 
de capitales. 
 
2.1.6. De la Ordenanza Socioeconómica 
Son varios los autores que sostienen que la protección de intereses de carácter 
macroeconómico supone la determinación del bien jurídico de la legitimación de 
capitales92.  
 
Pero la utilización de “ordenanza socioeconómica” carece de la concreción 
necesaria para ser considerado como un bien jurídico, pues más bien es una 
categoría que se articula en distintos intereses.  
 
                                                 
92 Vid. Muñoz Conde, Francisco. “La ideología de los delitos contra el orden socioeconómico”, en 
Cuadernos de Política Criminal, p. 717; Del Carpio Delgado, Juana. “El delito de blanqueo de 
bienes...”, op. Cit., p. 79.  
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Los Capítulos VIII y XII de la Ley No. 285, consideran que el delito de legitimación 
de capitales, entre otros bienes jurídicos protegidos, debe tener como principal 
misión impedir que los beneficios obtenidos ilícitamente se reinviertan en los 
círculos financieros legales, pues nos advierte del enorme peligro de corrupción 
que supone el ingreso de ingentes cantidades de dinero sucio en las instituciones 
financieras. No obstante, deja entre ver el reconocimiento del Estado en la tutela 
del Derecho que también se ve lesionado por estas conductas, pero, además, la 
Administración de Justicia como bien jurídico quedaría relegada a un papel 
meramente secundario. 
 
Otros autores han sostenido, de lege ferenda, que el bien jurídico protegido por la 
legitimación de capitales tenga un carácter económico, concretamente la protección 
de la libre competencia. En una correcta competitividad económica todos los que 
intervienen en los mercados respetan las mismas reglas; en el caso de 
determinadas instituciones del sector financiero cuenten con recursos de origen 
ilícito se desestabiliza el normal tráfico económico. En ese mismo sentido hay 
quienes han argumentado que la competencia es el bien jurídico tutelado por la 
legitimación de capitales, concretamente la “distribución de oportunidades y 
puntos de partida juntos en relación con el patrimonio y la posibilidad de 
demandar bienes y prestaciones de servicios”93. 
 
                                                 
93 Vid. Colombo, Gerardo. “El delito...”, op. Cit., p. 34. 
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La ordenanza socioeconómica se ve perturbada por estas conductas legitimadoras, 
pues con frecuencia las empresas a través de las cuales se legitima el dinero se 
sitúan en una posición de monopolio, o cuanto menos de supremacía respecto a las 
demás, alterando gravemente las reglas de la competencia. Estos nos conduce a 
reflexionar sobre los efectos perniciosos para el sistema económico que derivan del 
afán legitimador, poniendo suma atención sobre el delicado control que sobre un 
segmento de la economía nacional pueden ejercer los legitimadores de capitales. 
 
Con frecuencia se argumenta que los supuestos perjuicios a la economía derivados 
de la legitimación no deben ser tales cuando el mismo Estado, como parte del 
diseño de su política económica favorece la legitimación. Ese es el caso de Costa 
Rica, Panamá, Bahamas, entre otros países de América Latina, que han abierto sus 
mercados financieros a fondos de oscura procedencia94. De esta manera aquellos 
Estados son unos de los mayores beneficiarios por el delito de legitimación de 
capitales. Es irónico, el legitimador, a diferencia del evasor tributario, desea pagar 
sus impuesto, pues el reconocimiento de unos ingresos frente el Estado será una de 
las formas más seguras de garantizar su tranquilo disfrute. En ese sentido, los 
impuestos pueden ser considerados como un costo más de la legitimación, ya que 
desde la perspectiva jurídica – económica, que el dinero se legitime merece una 
                                                 
94 A menudo se pone de ejemplo los beneficios económicos que el narcotráfico ha reportado a 
Colombia, Costa Rica o Panamá. Vid. Neum, Elías. “La legalización de la Droga”, Bs. As., Depalma, 
1991, p. 56. Sobre la base de esas consideraciones, inclusive se ha negado que la legitimación, y 
otros delitos económicos, merezcan una valoración reprobatoria. Vid. Miranda Gallino, Rafael. 
“Delitos contra el orden económico”, Bs. As., Pannedille, 1970, p. 48. 
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valoración positiva, pues el dinero legitimado pasa a convertirse en dinero 
controlado. 
 
2.2. Observaciones de la legitimación como un delito pluri-ofensivo 
Ante la inexistencia de un único bien jurídico protegido por la legitimación, cada 
vez más son los autores que optan por la consideración de la legitimación como un 
delito pluriofensivo. 
 
2.2.1. La ordenanza socioeconómica y la Administración de Justicia 
JOSÉ LUIS GONZÁLEZ CUSSAC y TOMÁS VIVES ANTÓN consideran que la 
legitimación compromete la ordenanza socioeconómica, concretamente porque 
dificulta la transparencia del sistema financiero, pero por su naturaleza 
encubridora también advierte que se lesiona la Administración de Justicia, por lo 
que concluyen que nos encontramos ante un delito pluriofensivo95. Para este autor, 
la elevada pena de la legitimación es producto de esa característica pluriofensiva. 
 
También PEDRO ZAMORA SÁNCHEZ96 considera que la legitimación de 
capitales es un delito pluriofensivo, puesto que protege tanto la ordenanza 
socioeconómica, como la Administración de Justicia, pero atribuye mayor 
                                                 
95 Consideran que la inclusión de la multa proporcional, así como la ausencia de limitación de la 
pena sobre la base de la impuesta para el delito previo, son buenos argumentos a favor de esta tesis. 
Vid. Vives Antón, Tomás y González Cussac, José Luis, en Tomás Vives Antón (coordinador), 
Comentario al Códico Penal de 1995, Marcel Pons, T. II, p. 1464  
96 Vid. Zamora Sánchez, Pedro. “El marco jurídico...”, op. Cit., p. 73. 
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importancia a la ordenanza socioeconómica como bien jurídico protegido, pues el 
motivo de criminalizar tales conductas reside en el interés de la sociedad en que 
los bienes que tienen su origen en un delito grave queden excluido del tráfico de 
bienes y servicios. 
 
CATY VIDALES RODRÍGUEZ97 matiza este planteamiento subrayando que, en su 
opinión, la lesión de la ordenanza socioeconómica es un medio para realizar la 
conducta legitimadora, puesto que la comisión del delito se realiza a través de 
mecanismos como la evasión de capitales, sociedades ficticias, falsificación de 
documentos, extraordinariamente lesivos para ese bien jurídico. Además, la 
legitimación enturbia la transparencia del sistema financiero, haciendo peligrar el 
normal desarrollo del tráfico comercial. Pero el atentado primordial a juicio de 
VIDALES RODRÍGUEZ, se produce contra la Administración de Justicia, ya que 
las conductas de legitimación son comportamientos tendentes a la ocultación del 
origen ilícito de los bienes98. 
 
2.2.2. El bien jurídico del delito previo y la ordenanza socioeconómica 
Una situación legislativa en la que el tráfico de drogas y precursores es el único 
delito previo que sirve de base a la  legitimación. Desde esta perspectiva la 
legitimación supone una continuación del inter criminis de los delitos previos, 
aunque por otra parte también se lesiona el interés del Estado en controlar una 
                                                 
97 Vid. Vidales Rodríguez, Caty. “El delito de legitimación...”, op. Cit., p. 100. 
98 Ídem. 
 97
determinada ordenanza socioeconómica. La legitimación fomenta la comisión de 
hechos punibles, al tiempo que provoca graves alteraciones en el funcionamiento 
regular del sistema económico. 
 
2.3. Nuestro Criterio 
Nuestra consideración es que la legitimación de capitales de ilícita procedencia 
puede entorpecer la detección del ilícito previo por los órganos encargados de la 
persecución de tales delitos y, al mismo tiempo, dificulta el comiso de esos bienes 
por parte del Estado. En consecuencia, determinadas ocasiones de la legitimación 
de capitales lesiona episódicamente la Administración de Justicia. En cambio, no 
creemos que éste sea el interés tutelado prioritariamente por la legitimación de 
capitales basado en las siguientes consideraciones: 
 
a) El blanqueo no siempre afecta al descubrimiento del delito previo, o al comiso 
del producto de un delito. En los casos que el delito previo se comete en el 
extranjero y nuestros Juzgados de Distrito del Crimen, ahora para lo Penal, no son 
competentes para procesar, difícilmente alcanzará a hablar de una tutela de la 
Administración de Justicia. Por el contrario, la interferencia para el sistema de libre 
competencia que genera la legitimación de delitos cometidos fuera de nuestra 
jurisdicción es la misma.  
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b) Optar por la Administración de Justicia como único bien jurídico protegido 
supone renunciar en realidad a la existencia de una nueva necesidad político-
criminal   que conduce a incriminar la legitimación, pues estas conductas no serían, 
desde esa perspectiva, sino simplemente una nueva forma de comisión del 
tradicional delito de encubrimiento. 
 
c) Partiendo de la Administración de Justicia como bien jurídico protegido, y 
entendiéndose la legitimación como una conducta afín al encubrimiento, no puede 
explicarse por qué no tiene cabida la excusa absolutoria entre parientes, 
(establecidas también para la ocultación de los efectos del delito por el artículo 34.7 
Cns), ni las razones por la que se incrimina la legitimación imprudente. 
 
d) Si se parte de que la Administración de Justicia es el único interés tutelado por 
la legitimación, no se explica porqué nuestra Ley No. 285 sanciona con mayor 
fuerza la legitimación que el encubrimiento. Y tampoco tendría sentido que no se 
limitara la pena del delito que nos ocupa por la que le corresponde al delito previo, 
pudiendo sancionarse más duramente la legitimación que el delito que le sirve de 
base. 
 
e) En cuanto a la prevención de la comisión de delitos como finalidad perseguida 
por la Administración de Justicia, deberíamos preguntar si es de recibo establecer 
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un delito que tiene como única misión desincentivar la comisión de otros delitos 
distintos.  
 
Por todo ello pensamos que las conductas de legitimación no tienen una naturaleza 
esencialmente encubridora, sino que ese favorecimiento, que efectivamente se 
produce en algunas ocasiones, tiene un carácter accidental, en cuanto que sólo es 
resultado inevitable de la realización del interés principal del legitimador, que es la 
incorporación de los bienes a la economía formal. Por ello, incidir únicamente en la 
ocultación de la procedencia del bien supone centrarse en un aspecto muy puntual, 
que no agota la totalidad del fundamento de la lucha contra la legitimación. De 
esta manera, el conocimiento de la realización del delito previo sólo debe ser un 
elemento de la legitimación, pero ello no implica que exista voluntad de encubrir, 
sino que, al igual que en la receptación, el legitimador solamente oculta el origen 
del bien con el ánimo de integrarlo en el mercado como si de un bien lícitamente 
obtenido se tratase. 
 
Insistimos en que todo lo dicho no obsta para considerar que la legitimación de las 
ganancias del delito previo no pueda dificultar la averiguación del delito previo, 
pues la legitimación es un delito de referencia, criminalidad en segundo grado, en 
el sentido de que depende de la comisión de otro delito, el tráfico de drogas, pero 
no por ello debemos concluir que la Administración de Justicia sea el bien jurídico 
tutelado. 
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Tampoco consideramos que la legitimación proteja el mismo bien jurídico que el 
delito previo, por variadas razones. 
 
La tendencia a ampliar el ámbito del delito previo que sirve de base a cualquier 
delito puede representar perfectamente la evolución del interés en proteger el 
mismo bien jurídico del delito previo hacia un bien jurídico autónomo para el 
delito de legitimación. 
 
Además, entender que la salud pública es el bien jurídico protegido por el delito de 
legitimación de las ganancias obtenidas por el tráfico de drogas significa que el 
Derecho Penal se ve abocado a alterar su estrategia, centrándose en el efecto en 
lugar de la causa. Decimos esto porque si se entiende que la legitimación no sirve 
sino como complemento de los tipos penales que dan una respuestas eficaces a la 
represión del tráfico de drogas, la punibilidad de la legitimación podría 
cuestionarse basándose en el carácter de ultima ratio del Derecho Penal. De este 
modo, la idea de que la legitimación lesiona el mismo bien jurídico que el trafico de 
drogas se basaría simplemente en la convicción de que el narcotráfico se encuentra 
fuertemente incentivado por el enorme lucro que genera, de tal modo que la 
introducción de sus ganancias en la economía formal no es sino la etapa final de un 
ciclo que inicia con el cultivo y elaboración de las drogas. En ese sentido, como 
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afirma CARLOS SUÁREZ GONZÁLEZ99, este entendimiento vulneraría el 
principio de personalidad de penas a un sujeto distinto de aquél cuyo 
comportamiento se pretende evitar. Además, desde nuestra perspectiva, se 
adelantaría la barrera a la efectiva lesión del bien jurídico que se pretende proteger, 
lo que resulta difícilmente compartido con el Derecho Penal en un Estado de 
Derecho. La puesta en peligro de la Salud Pública se produce por el tráfico de 
drogas, pero la legitimación de los beneficios originados con el narcotráfico no 
mantiene ni incrementa ese peligro, pues el legitimador trata de aprovecharse de 
los bienes o ganancias procedentes del tráfico de drogas, pero en forma alguna del 
propio objeto material del delito. Será precisamente la reinversión de las ganancias 
obtenidas con un acto de tráfico en la nueva adquisición de drogas lo que generará 
un nuevo atentado a la salud pública. Por todo ello, la intención de combatir el 
tráfico podrá ser la ratio legis que motivó al legislador a incriminar la legitimación, 
pero no el bien jurídico del delito de legitimación. Por tanto, no puede confundirse 
la finalidad de la Ley con el bien jurídico protegido. 
 
2.4. Su ubicación 
Tanto el Derecho comparado como nuestro Derecho nacional ofrece variadísimas 
posibilidades en este punto. El delito de legitimación, de difusos contornos 
conceptuales, y de controvertido bien jurídico, no tiene tampoco un claro acomodo 
dentro de las normas penales. 
                                                 
99 Vid. Suárez Delgado, Carlos. “Blanqueo de Capitales y merecimiento de penas: Consideraciones 
críticas a la luz de la legislación española”, en Cuadernos de Política Criminal, núm, 58, p. 145. 
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Algunas legislaciones lo regulan junto al delito previo que le sirve de base, bien en 
una ley especial (Nicaragua, Panamá, Costa Rica, El Salvador, Honduras, Brasil, 
entre otros), o bien en el mismo Código Penal (España, Francia, México, entre 
otros), en los países del common law, la legitimación se concibe como un delito 
independiente (Australia, Gran Bretaña, Canadá y Estados Unidos).  
 
En nuestro Derecho, fue introducido en 1999 como un delito afín a la receptación, y 
esa es la posición que ocupa aún en el Proyecto de Reforma a Ley No. 285, que está 
por discutirse en lo general. 
 
2.4.1. Ordenación de la  legitimación dentro de una Ley especial 
En nuestro ordenamiento jurídico, el delito de legitimación de capitales está 
incluido dentro de una ley especial penal, Ley No. 285. De tal manera, 
consideramos que la ley especial es el marco más adecuado para la legitimación de 
capitales, ya que de este modo se coordina mejor la perspectiva administrativa y la 
penal sobre esta cuestión.  
 
Como principal inconveniente de las leyes especiales, podemos señalar que éstas 
lesionan de alguna manera el Principio de Legalidad, la certeza y la claridad 
jurídica, y, por tanto, el legislador solamente debería recurrir a ellas cuando 
pretende introducir leyes excepcionales, con un carácter temporal, sancionador de 
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preceptos administrativos, o bien aquellas que versen sobre materias 
eminentemente técnicas. 
 
3.  SUJETOS 
Pese a ser un delito común, la delimitación de los sujetos del tipo básico de la 
legitimación de capitales no resulta sencilla, pues, cavilamos si el autor o partícipe 
del delito previo puede ser sujeto activo de un posterior delito de legitimación 
sobre esos mismos bienes.  
 
3.1. Sujeto activo 
El delito de legitimación es un tipo común que puede ser realizado por cualquier 
[“el que...”]100, sin que el legislador haya establecido condición alguna que 
modifique la amplitud de esa cláusula. Pese a ello, se discute si el autor o partícipe 
en el delito previo puede responder por la legitimación de los bienes que tengan su 
origen en tal delito, y la actuación en nombre de personas jurídicas también puede 
ser en algunos casos fuente de controversias101. 
 
3.1.1. Ausencia de intervención como autor o participe en el delito previo 
                                                 
100 La mayoría de los ordenamientos jurídicos de nuestro entorno han eludido la configuración de 
un delito especial. 
101 Asimismo, debemos de tener en cuenta que existen tipos agravados en base a ciertas condiciones 
del sujeto activo, como son su pertenencia a una organización dedicada a la legitimación (artículo 
62a Ley No. 285).  
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Se trata de un discutido requisito de naturaleza negativa  -la ausencia de 
intervención ni como autor, ni como cómplice-, en el delito previo. No se ha 
podido aclarar el cómo hacer para excluir del ámbito de sujetos activos de la 
legitimación a los autores o cómplices del delito previo. 
 
3.1.1.1. Posturas a favor de la impunidad de la legitimación realizado por el autor 
o partícipe del delito previo 
Esta ausencia de proclamación de la irresponsabilidad por la ulterior legitimación 
para los autores o cómplices del delito previo contrasta con lo establecido para la 
receptación o el encubrimiento, en cuya regulación se especifica expresamente este 
elemento del tipo. Pese a ello, la mayoría de la doctrina mantiene precisamente que 
el autor o partícipe del delito previo no puede ser autor o participe en el posterior 
delito de legitimación. Por varias razones: 
 
a) Consunción: El delito consumado, completo ante la Ley, es incompleto, las más 
de las veces, ante el propósito del reo. De este modo, una nueva acción típica 
tendente a asegurarse o aprovechar la ganancia no debiera sancionarse, siempre 
que no se supere el desvalor y reproche que originó los bienes102. 
 
b) Justificación: Los requisitos de la propia estructura de la norma, así como los 
principios dogmáticos y constitucionales, están orientados a encubrir el origen del 
                                                 
102 Vid. Cobo Del Rosal, Manuel y Vives Antón, Tomás. “Derecho Penal. Parte Especial”, Valencia, 
Tirant lo Blanch, 1990, p. 162.  
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bien o eludir las consecuencias legales de sus actos que están amparados por el 
Derecho Constitucional a no declarar contra sí mismo103. 
 
3.1.1.2. Posturas a favor de la punición de la legitimación realizado por el autor o 
partícipe del delito previo 
FRANCISCO MUÑOZ CONDE considera que puede castigarse por este delito a 
quien ha intervenido en delito del cual proceden los bienes, sobre la base de la 
existencia de distintos bienes jurídicos104. En efecto, el bien jurídico protegido por 
la legitimación, la ordenanza socioeconómica, se ve conculcado en el caso de que se 
efectúe una operación de legitimación con independencia del sujeto activo que la 
realice, motivo por el cual no hay obstáculo alguno para sancionar la legitimación 
realizada por autor o participe en el delito previo. 
 
JUANA DEL CARPIO DELGADO sostiene que cualquiera puede ser sujeto 
activo105. Justifica además la conveniencia de esta solución en el mayor daño 
causado por el autor del delito previo cuando legitima sus ganancias, así como en 
la función desmotivadora de la comisión de nuevos delitos que se supone el 
incriminar la legitimación de los fondos que genera para el propio autor o partícipe 
del delito previo. 
 
                                                 
103 Vid. Moreno Cánoves, Antonio. “Delitos socioeconómicos”, Castellón, Edijus, 1996, p. 386. 
104 Vid. Muñoz Conde, Francisco. “Derecho Penal, Parte especial”, Marcel Pons, 1996, p. 476. 
105 Vid. Del Carpio Delgado, Juana. “El delito de blanqueo...”, op. Cit., 225 ss. 
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JAVIER ALBERTO ZARAGOZA AGUADO insiste en que las conductas de 
legitimación que realiza el autor del delito previo son actos posteriores impunes 
por consunción106. No obstante, matiza que las acciones que vayan más allá del 
simple autoencubrimiento pueden cobrar vida propia y ser objeto de punición 
separada. También, EDUARDO FABIÁN CAPARRÓS, desde una perspectiva de 
lege ferenda, considera que la pertinencia de la sanción, una vez demostrada su 
necesidad, concurre por igual en todo aquel que intervenga en la ejecución de tal 
comportamiento107.  
 
Al mismo tiempo, los delitos 61 y 62 de la Ley No. 285, pueden servir para reprimir 
al autor del delito previo que realiza una posterior conducta de legitimación, y ello 
basándose en razones político-criminales que desaconsejan otra opción. De esta 
manera, sugerimos que el autor del delito previo sea incluido  como sujeto activo 
de la legitimación siempre que su actividad trate sobre un objeto material de una 
cierta cuantía y, en cambio, por debajo de ese límite no se debería sancionar. 
Desde luego, y en aras de la seguridad jurídica, si el legislador hubiera querido 
excluir del ámbito del sujeto activo de delito previo, debería haberse referido 
expresamente a esta cuestión a la hora de configurar el tipo de los artículos 61 y 62 
de la Ley No. 285, que en iguales términos lo ha hecho con el encubrimiento y la 
receptación.  
 
                                                 
106 Vid. Zaragoza Aguado, Javier Alberto. “Recepción de Capitales y Blanqueo...”, op. Cit., p. 414. 
107 Vid. Fabián Caparrós, Eduardo. “El blanqueo de capitales...”, op. Cit., p.483. 
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Así mismo, la cuestión se traslada al análisis particularizado de las diferentes 
conductas retomadas en los artículos 61 y 62 de la Ley No. 285. Una de las 
conductas que se prevén en los referidos artículos es la realización de cualquier 
acto para “ayudar” a la persona que haya participado en el delito para eludir las 
consecuciones  legales de sus actos. En esta conducta en concreto es necesaria la 
ajeneidad de la realización del delito previo, pero el resto de conductas 
encuadrables en el delito de legitimación pueden ser realizadas por el autor o 
partícipe del delito previo. 
 
Debe tenerse en cuenta que el Principio de accesoriedad en la participación nos 
lleva a quienes excluyen al autor del delito previo del ámbito de sujetos activos del 
delito a entender que el partícipe no es punible cuando la legitimación es realizada 
por el autor del delito previo. Así, quien realiza un acto de cooperación necesaria, 
como el asesor jurídico que indica al narcotraficante cuáles son los mejores 
productos financieros para garantizar el pacífico disfrute de sus ganancias, 
quedaría impune. 
 
Por último hay que advertir que las misma razones político-criminales que abogan 
por la inclusión del interviniente en el delito previo como autor del delito de 
legitimación nos lleva a afirmar que no se debe aplicarla excusa absolutoria entre 
parientes en estos casos. Prevista para el encubrimiento, aunque no para la 
receptación, la interpretación gramatical y teleológica de los artículos 61 y 62 de la 
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Ley No. 285 nos lleva a considerar irrelevante el parentesco en la legitimación, 
pues ya hemos dicho que no concebimos  la legitimación como una conducta 
encubridora. 
 
3.1.2. Personas jurídicas 
El problema de la irresponsabilidad penal de las personas jurídicas no cobra en el 
delito de legitimación perímetros distintos de los que presenta  la Parte General del 
Derecho Penal. Además, siendo la legitimación un tipo común, el sostenimiento 
del citado principio no plantea peculiares problemas en materia de autoría y 
participación. Pero a pesar de ello y desde una perspectiva estrictamente 
criminológica, esta cuestión tiene una especial repercusión práctica en algunos  
delitos, en general encuadrables en la categoría de los delitos socioeconómicos, 
como es la legitimación de capitales108. Tan es así, que el GAFI, en su 
recomendación 6ª  insinúa sin ambages: “En la medida de lo posible, las empresas 
mismas, y no sólo sus empleados, deberían estar sujetas a responsabilidad penal”. 
No hemos querido concluir el apartado del sujeto activo sin hacer   mención de los 
casos en los que una persona física realiza operaciones de legitimación 
adhiriéndose a la estructura de una persona jurídica109. 
 
                                                 
108 Recuérdese que los grandes procesos por legitimación a nivel internacional han tenido como 
protagonistas a grandes intituciones financieras, como, por ejemplo, Bilbao Vizcaya, Santander, 
Bancomer, Banpro. 
109 Vid. Vidales Rodríguez, Caty. “El delito de legitimación...”, op. Cit., p. 112. 
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Los tradicionales argumentos de falta de capacidad de acción, culpabilidad y de 
pena, no serán abordados ahora, aunque se ha señalado que la expresa exigencia 
legal del reconocimiento del origen ilícito de los bienes resulta particularmente 
incompatible con la comisión de este delito por parte de personas jurídicas110. 
 
En nuestra legislación existe una incongruencia entre el receptor de la normativa 
preventiva, de carácter administrativo, y el receptor de la normativa represiva, de 
carácter penal. Esa misma observación es trasladable a las normativas impuesta 
por la Superintendencia de Bancos a las instituciones financieras (Normativa de la 
Superintendencia de Bancos del 4 de abril del año 2002) –personas jurídicas-, 
mientras que la vigencia del principio societas delinquere non potest hace que las 
normas penales se dirijan principalmente hacia personas físicas.  
 
En consecuencia, no siempre es fácil apreciar la comisión por omisión cuando se 
produce esa divergencia en los destinatarios de la normativa penal y 
administrativa. Así, el empleado de un banco no está obligado a informar a la 
Comisión de Análisis Financiero (artículo 23 y ss de la Ley No. 285), sino que es la 
institución financiera para la cual labora el sujeto obligado a realizar tal 
comunicación. En el supuesto de que empleado cajero de un Banco no detecte, con 
manifiesta negligencia profesional, lo que ha todas luces es una operación de 
legitimación, tendremos problemas para estructurar el delito imprudente en 
                                                 
110 Ídem. 
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comisión por omisión, ya que la obligación de actuar no le correspondía a él, sino a  
la institución bancaria para la cual labora. 
 
JAVIER IGNACIO PRIETO RODRÍGUEZ, con mesura, propone un régimen de 
auténtica responsabilidad penal de personas jurídicas para combatir eficazmente 
esa instrumentalización de las sociedades con intención de legitimar capitales111. 
 
3.2. Sujeto pasivo 
Las mismas dudas que la doctrina manifiesta en relación con el bien jurídico 
protegido en la legitimación de capitales, la encontramos de nuevo en debate sobre 
el sujeto pasivo, pues no en vano ambos temas mantienen una estrecha relación. 
 
CATY VIDALES RODRÍGUEZ y CONCEPCIÓN MOLINA BLÁZQUEZ sostienen 
que el sujeto pasivo es el titular de los bienes legitimados112. Sin embargo, no 
compartimos esa afirmación, pues muchas veces el bien legitimado pertenece 
materialmente al sujeto que realizo el delito previo, piénsese en el pago de la 
droga. 
 
Por ello, y puesto que la legitimación ha abandonado la concepción patrimonialista 
propia de los tradicionales delitos de receptación, resulta más convincente 
                                                 
111 Vid. Prieto Rodríguez, Javier Ignacio. El delito de tráfico y consumo de drogas en el 
ordenamiento jurídico español, Pamplona, Arazandi, 1993, p. 179. 
112 Vid. Vidales Rodríguez, Caty. “El delito de legitimación...”, op. Cit., p. 185; Concepción Molina 
Blázquez. “Derecho penal especial”, op. Cit., p. 279. 
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entender que el sujeto pasivo en dichas infracciones es el Estado, pues es el titular 
de el bien jurídico protegido en la legitimación [la ordenanza socioeconómica, las 
administración de justicia y la salud pública]. Es la solución más coherente con el 
bien jurídico que hemos defendido a lo largo de nuestra investigación. 
 
La defensa de un sujeto activo colectivo supone negar eficacia al consentimiento en 
este delito. Y en conexión con este tema debemos plantear la colaboración que, de 
modo involuntario, puede prestar el Estado a la legitimación. 
 
Por otra parte, tampoco resulta claro quién es el sujeto pasivo de la acción, pues, 
como lo señala JUANA DEL CARPIO DELGADO, nula o escasa es la relación del 
titular del bien jurídico protegido en el delito previo con el valor tutelado en la 
legitimación113. Lo mismo podemos decir del perjudicado, pues es prácticamente 
imposible delimitar el daño sufrido por cada uno de los agraviados por la 
legitimación de capitales, por lo que la doctrina coincide en resaltar que estamos 
ante un delito sin victima, o mejor dicho, sin víctima concreta. 
 
4. OBJETO MATERIAL 
El objeto material del tipo básico de legitimación está constituido por los bienes 
que tengan su origen en una actividad ilícita: el tráfico de drogas. SERGIO 
                                                 
113 Vid. Del Carpio Delgado, Juana. “El delito de blanqueo...” op. Cit., p. 285. 
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CUAREZMA TERÁN114 afirma que el objeto material del artículo 61 de la Ley No. 
285 “no serían los bienes, sino la verdadera naturaleza, el origen, la localización, el 
destino, los derechos o la propiedad sobre los bienes”, pero esa visión olvida que 
las citadas expresiones no son sino meras cualidades o características de los bienes. 
 
En consecuencia, entendemos que todas las modalidades de conducta contenidas 
en el tipo básico tienen un objeto material, los bienes provenientes de actividades 
ilícitas. Vamos ahora a precisar esos términos, exponiendo el contenido de qué es 
“delito previo” y “bienes”, así como la expresión “procedente de...”. 
 
4.1. Delito previo 
Para examinar esta cuestión desde el principio, debemos considerar las distintas 
alternativas político criminales que consideró el legislador al momento de 
delimitar el delito previo que sirve de base a la legitimación. 
 
4.1.1. Alternativas para la determinación legal del delito previo 
Para la determinación de ese delito previo, el legislador dispuso de dos modelos 
básicos en concreto, o bien a una determinada categoría de delitos, aunque 
podemos interpretar una tercera posición consistente en combinar los dos criterios 
anteriores: 
 
                                                 
114 Sergio Cuarezma Terán es Profesor de Derecho Penal de la Universidad Politécnica de Nicaragua 
y de la Universidad Americana. 
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a) Numerus clausus: Enumera una serie de supuestos que sirven de base a la 
legitimación115. 
 
b) Remisión a una clase de delitos:  Admite la descripción del delito previo sobre la 
base de un criterio más abierto que lo limita por una cualidad. 
 
c) Sistema mixto: Junto a la referencia a un grupo genérico de delitos, se incorporan 
una serie de delitos en concreto. 
 
Desde luego la selección de algunos delitos como base de la legitimación puede 
resultar difícilmente justificable, puesto que siempre trae como consecuencia la 
comparación con otros ilícitos de igual o mayor gravedad que ha quedado fuera de 
ese ámbito, de modo que se tiene que recurrir a atrevidos argumentos 
criminológicos para justificar ese determinado listado. Además el crimen 
organizado desplaza continuamente su campo de actuación, generando mercados 
ilícitos de enorme volumen a partir de infracciones cuya comisión con anterioridad 
era menos frecuente. En cambio, tales objeciones no se producen si se trata de 
analizar el sistema de remisión a un grupo de delitos, pues en tal caso todos los 
delitos que comparten una determinada característica pueden servir de base a la 
legitimación. Empero en este segundo caso, se prefiere que el criterio que sirve de 
                                                 
115 Tanto la Convención de Viena de 1988, como el Reglamento modelo de la OEA de 1992, toman 
como delito previo al narcotráfico.  
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base para seleccionar el delito previo tenga una fundamentación dogmática y no 
criminológica.  
 
También puede observarse que una descomedida extensión del delito previo que 
sirve de base puede restar eficacia a la ley contra la legitimación. La extensión del 
delito previo a delitos que no sean graves supone ir muy lejos.  
 
La ampliación del ámbito del delito previo hace más operativo el delito de 
legitimación, basta pensar que los problemas de error de tipo sobre el 
conocimiento del delito previo concreto que generó los bienes desaparecen 
progresivamente cuando se va ampliando el número de delitos que pueden servir 
como delito previo de la legitimación. 
 
4.1.2. La cadena del delito de legitimación como delito previo de un nuevo delito 
de legitimación 
Es común que se realice una nueva operación sobre bienes antes legitimados. Por 
ello, la única forma de combatir el distanciamiento de un bien con su inicial origen 
es la admisión de la legitimación como un delito previo a la legitimación. 
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No apreciamos ningún problema a la hora de entender que la legitimación, como 
delito grave que es, pueda servir de base para un delito de legitimación116. 
Recordemos que la doctrina ha admitido la “receptación en cadena”. No obstante, 
la cuestión se dificulta si se aborda la delicada cuestión de dónde termina una 
acción de legitimación y empieza la siguiente, pues siendo la legitimación un 
proceso, será complicado diferenciar cuando hay varios delitos de legitimación y 
cuando solo uno.  
 
La legitimación en cadena exige la comisión de un delito previo inicial distinto de 
la legitimación, pero a partir de ahí los capitales sometidos a ese inicial proceso de 
legitimación pueden servir de objeto a una nueva infracción y así sucesivamente. 
 
4.1.3. Prueba del delito previo 
Para demostrar la realización entre un bien y un delito previo es imprescindible 
probar la comisión de ese delito previo. Al respecto, caben dos posibilidades –
puede exigirse una sentencia firme anterior para que constate la realización del 
hecho típicamente antijurídico, o dejar que sea el Juez que  conoce  del delito de 
legitimación el que determine ese extremo-. De este criterio pueden surgir algunos 
problemas, tales como: qué pasaría sí una sentencia posterior niega la comisión de 
tal delito previo. Es posible pues la fijación de tal extremo en una sentencia de 
                                                 
116 Por el contrario, este mismo razonamiento no puede ser aplicado a otras legislaciones que, como 
la suiza, consideran la legitimación como un delito menos grave, mientras que su delito previo debe 
ser un delito grave. Vid. Artículo 305 del Pn. Suizo. 
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legitimación no prejuzga el resultado de un hipotético proceso posterior para 
juzgar la comisión del delito que sirve de base a la legitimación117. En tal caso, por 
pura congruencia en la aplicación de la ley, habría que revisar la anterior sentencia 
condenatoria por legitimación, adoptándola a la que fija los hechos constitutivos 
del delito previo. 
 
4.2. Concepto de bienes 
Un denominador común de los diferentes documentos internacionales que tanto 
influyeron a nuestro ordenamiento jurídico a la hora de regular la legitimación era 
la voluntad de adoptar un concepto amplio del objeto material de la legitimación 
que no restringiera la variada gradación de cosas y derechos que a través de 
sucesivas conversiones conforman el complejo proceso de legitimación. El artículo 
1q  de la Convención de Viena de 1988 define el término bienes como “activos de 
cualquier tipo, corporales o incorporales, muebles o raíces, tangibles o intangibles, 
los documentos o instrumentos legales que acrediten la propiedad u otros 
derechos sobre dichos activos”. En iguales términos se pronuncia el artículo 2h de 
la Ley No. 285. 
 
FRANCISCO MUÑOZ CONDE señala que bienes  son “cualquier beneficio 
valorable económicamente”. De este modo, el objeto material de la legitimación no 
se limita al dinero, sino que comprende cualquier cosa –mueble o inmueble, o 
                                                 
117 Cfr. Antonio Moreno Cánoves. “Delitos socioeconómicos...”, op. Cit., p. 380. 
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derecho-. Además, estos bienes deben ser objetos de tráfico mercantil, pues dicho 
requisito está implícito en la idea de circulación de bien por la economía legal que 
subyace en la ratio legis del precepto el cual alude expresamente al que adquiera, 
convierta o transmita bienes; así como en la misma finalidad perseguida por el 
legitimador. Precisamente por ello, la multa se establece en proporción a ese valor 
económico del bien. De este modo podemos negar la aplicación del tipo de 
legitimación en aquellos casos en los que, con dinero del narcotráfico se compran 
armas en el mercado negro. Por las mismas razones, las cosas o derechos que han 
surgido como consecuencia de un delito, por ejemplo, billetes falsificados, no 
pueden constituir el objeto material del delito de legitimación. Por último, 
debemos exigir que el bien tenga algún valor, pues si carece del valor no tiene 
sentido su configuración como objeto material de la legitimación.   
 
En cambio, el legislador no ha exigido que el valor de los bienes sea de una cierta 
entidad para configurar el delito. De aquí que una de las principales críticas de la 
doctrina a la configuración típica de nimiedad, así como el sancionar con idéntico 
marco punitivo al que legitimó pequeñas sumas de dinero que a quien legitimó 
millones. La necesidad de establecer una limitación en este sentido deriva de la 
ausencia de lesión al bien jurídico en los casos de legitimación de irrelevancia 
económica.  
 
4.3. Procedente de... 
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El legislador ha dejado en manos del interprete la determinación del nexo existente 
entre el delito previo y el bien susceptible de ser objeto material del posterior delito 
de legitimación, ya que no ha concretado los parámetros con los cuales debemos 
juzgar si un determinado  bien tiene su origen en un delito grave118. He aquí la 
importancia de concretar este requisito de la proveniencia del bien de actividades 
ilícitas, ya que en caso de no poder determinarlo tendríamos que afirmar que 
estamos ante una ley que atenta con el mandato contra la certeza. Es por esa razón 
que LORENZO MORILLAS CUEVA119 ha cuestionado la constitucionalidad del 
tipo de legitimación. 
 
Analizando la expresión “procedente de”, encontramos que: 
 
a) Procedente “es la raíz y causa de una cosa”120, concepto bastante impreciso, pues 
lo que podemos averiguar es justamente cuando un determinado bien es el 
resultado de la comisión de un delito grave, esto es concretar la relación de 
causalidad que tiene que existir entre el objeto y el delito previo. 
 
b) El elemento histórico tampoco nos acerca a esta cuestión, pues de los documento 
internacionales solamente se deriva la voluntad de impedir la introducción de 
                                                 
118 Sobre las consecuencias del principio de legalidad en la técnica de elaboración de leyes penales, 
vid. Morillas Cueva, Lorenzo. “Curso de Derecho Penal...”, op. Cit., p. 30. 
119 Ídem.  
120 Real Academia Española, voz “procedente”, Diccionario de la Lengua Española, op. Cit., 1487. 
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ganancias ilícitamente obtenidas en la economía legal, y todo ello sin dañar el 
marco de relaciones financieras y comerciales lícitas. 
 
c) Recurriendo a la interpretación teleológica, como el mejor instrumento para la 
captación del sentido de la norma penal, trataremos de aplicar una reducción 
teleológica de la expresión “procedente de...” con el objetivo que se limite la 
indefinida contaminación del objeto en base al fin de la norma. Así, utilizaremos el 
criterio del bien jurídico prioritario en la legitimación, la ordenanza 
socioeconómica, para seleccionar los supuestos que suponen una lesión del mismo, 
así como la finalidad de esta norma, que no es otra que la de impedir la entrada de 
los bienes provenientes del delito de narcotráfico a la economía legal. 
 
4.3.1. Bienes derivados del delito previo  
Como hemos dicho, los bienes que conforman el objeto material del delito de 
legitimación tienen su origen en un delito grave. Directamente, tienen su origen en 
un delito: el precio, recompensa, la ganancia que obtiene el autor o el partícipe con 
la comisión del hecho delictivo, y el objeto material delito. 
 
a) Producto del delito: Los bienes que genera el delito pueden configurar el objeto 




b) Las ganancias obtenidas por la comisión del delito: El beneficio que obtiene el 
delincuente con la realización del delito, también es susceptible de ser objeto 
material del delito de legitimación, siendo además éste el supuesto más frecuente 
desde el punto de vista criminológico. De la ganancia del fruto del delito hay que 
deducir los gastos generados por su comisión. 
 
c) Precio del delito: Es un bien directamente proveniente del delito y, por tanto, 
posible objeto material de una conducta de legitimación. 
 
d) Objeto material del delito previo: De lo antes expuesto, objeto material del delito 
previo puede ser a su vez objeto material del delito de legitimación, pero siempre 
que la nueva acción no pueda ser consumida en el delito previo. Desde luego esto 
no significa que el objeto material de la legitimación deba coincidir con el objeto 
material del delito previo. En ese sentido el legislador alude expresamente al 
supuesto de legitimación de capitales provenientes del narcotráfico, de acuerdo 
con el 27a de la Ley No. 285.   
 
e) Los instrumento utilizados para la comisión de un delito grave, no provienen de 
dicho delito. 
 
5. CONDUCTA TÍPICA 
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Los artículos 61, 62 y 63 de la Ley No. 285 contienen una serie de conductas, 
sancionadas con la misma pena, que componen del tipo básico, y podemos 
esquematizarlo de la siguiente forma: a) Adquirir, convertir o transmitir bienes de 
los cuales se conoce su procedencia de un delito grave; b) Realizar otro acto para: - 
ocultar o encubrir su origen ilícito; -ayudar a los intervinientes en el delito previo a 
eludir las consecuencias legales de sus actos; c) Ocultar o encubrir la verdadera 
naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento, derechos o propiedad de esos 
bienes. 
 
Este esquema presentado en nuestra legislación penal especial está inspirado, 
aunque con algunas variantes, en la redacción de su precedente inmediato, que es 
el artículo 3b de la Convención de Viena de 1988. Y es que los ligeros cambios 
gramaticales entre nuestra legislación y la mantenida en aquella Convención 
trastocan todo el esquema de conductas típicas.  
 
Un simple vistazo al precepto basta constatar su caótica esquematización, que lleva 
a utilizar cinco veces la disyunción “o” en su primera frase, y separar en párrafos 
distintos conductas que merecen idéntica valoración intercalando un tipo 
agravado. Sólo por ello es comprensible la polémica sobre cuál debe ser 
considerado el tipo básico: 
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a)  El tipo básico se encuentra disperso en varias acciones, contenidas tanto en el 
tres párrafos del artículo 61 de la Ley No. 285, como en los restantes artículos 62 y 
63. Nos apuntamos a esta posición. 
 
b) Que el tipo básico se mantiene sólo en las conductas de los tres párrafos del 
artículo 61 de la Ley No. 285. 
 
c) Que el tipo básico los constituye las conductas  establecidas en el primer párrafo 
del artículo 61 de la Ley No. 285. 
 
Como dijimos en la sección anteriormente descrita, vamos a defender la primera de 
las posiciones expuestas, pues consideramos que se puede depurar el tipo básico 
por eliminación de otras previsiones contenidas en esos artículos (tipo agravado en 
base al objeto, imprudencia y principio de extraterritorialidad). Además, una 
distinción entre conductas sancionadas con igual pena nos conduciría a concluir 
que el legislador ha errado a la hora de asignar la pena. 
 
Desde luego, estamos frente a un tipo mixto alternativo, de modo que la 
realización de más de las conductas descritas resulta penalmente irrelevante. Pero 
¿cuáles son las razones que han llevado al legislador a formular un tipo abierto? 
GONZALO QUINTERO OLIVARES sostiene que este magma de acciones 
supuestamente diferentes se debe al temor de olvidar alguna conducta, unido al 
 123
deseo de reunir en un solo precepto lo antes disperso121. De este modo, propone 
atender al fin de la norma como único criterio para poder diferenciar, no sólo entre 
estas repeticiones internas, sino también en el concurso aparente de leyes penales 
con los delitos de receptación y encubrimiento. En esta línea consideramos la 
interpretación sistemática y teleológica como el único criterio al que podemos 
recurrir para intentar poner orden en una conducta típica descrita de una forma 
tan caótica por el legislador. 
 
5.1. Adquirir, Convertir, Transmitir bienes de ilícita procedencia 
Las genuinas conductas de legitimación, que son las únicas que en puridad 
deberían configurar el tipo básico, están constituidas por la adquisición, conversión 
y transmisión de los capitales ilícitamente obtenidos122. La conversión y 
transmisión de bienes ilícitos tiene por objeto el aislamiento del producto delictivo 
de la economía legal. 
 
Estos tres primeros verbos típicos descriptivos de la conducta de la legitimación 
han sido interpretados en dos sentidos muy distintos: 
 
a) Por un lado, desde que el legislador del período 1997/2002 extendió la conducta 
típica, ampliándola a cualquier acto que oculte o encubra el origen ilícito del bien, 
                                                 
121 Quintero Olivares, Gonzalo. “Comentarios a la parte especial...”, op. Cit., p. 707. 
122 Consideramos que estos tres verbos y, en especial, los dos primeros no son los más apropiados 
para integrar el núcleo de legitimación, pues creemos que la adquisición y la adquisición no 
lesionan el orden socioeconómico. 
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podría haberse ahorrado la referencia a estas tradicionales formas de legitimación, 
ya que la adquisición, conversión o transmisión de los mismos bienes no son más 
que formas de realizar el encubrimiento. De este modo, estiman que para aplicar el 
delito de legitimación se debe adquirir, convertir o transmitir con la intención de 
ocultar o encubrir el origen ilícito de los bienes o de ayudar a los intervinientes a 
eludir las consecuencias legales de sus actos. 
 
b) No compartimos esa opinión, pues la adquisición, conversión o transmisión no 
tiene porqué ser realizada para ocultar o encubrir la ilícita procedencia del bien, 
por el contrario, cuando se realice cualquier otro acto, esa acción sí que debe ir 
orientada a encubrir el origen del bien, porque el elemento volitivo del dolo en tal 
caso está determinado, como analizaremos detenidamente a continuación. 
 
Si la intención del legislador hubiese sido la de referirse exclusivamente a aquellas 
adquisiciones, conversiones o transmisiones orientadas a ocultar o encubrir, el 
orden de los sintagmas en la frase hubiera sido el siguiente: “El que adquiera, 
convierta, transmita o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir el origen 
de bienes, sabiendo que éstos...”. 
 
Además, si la adquisición, conversión o transmisión tienen que ser realizadas para 
ocultar o encubrir la ilícita procedencia del bien, o para ayudar a los intervinientes 
a eludir las consecuencias legales de sus actos, tales verbos sería meramente 
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ejemplificativos, y su inclusión en los artículos 61, 62 y 63 de Ley No. 285 no 
tendría ningún sentido, que el mismo precepto hace referencia a realizar cualquier 
otro acto con esas finalidades123. Tomemos en cuenta que, de todas las 
interpretaciones de un texto legal sería válida aquella que otorgue sentido a todos 
los términos utilizados, de manera que se evite la conclusión de que alguna parte 
del texto constituye letra muerta. 
 
Por tanto, el sujeto que adquiera, convierte o transmite, a sabiendas de su origen 
ilícito, cumple ya con todos los requisitos típico, aunque su ánimo principal sea el 
lucro, perjudicar a un tercero, o cualquier otro interés distinto a la intención 
encubridora, e incluso aunque no se haya planteado que su conducta dificulta la 
detección de la ilícita proveniencia del bien, y en efecto no se produzca ocultación 
alguna. Por el contrario, y como ya hemos mencionados, si el sujeto realiza 
cualquier otra acción, dicha acción sólo será encuadrable en este tipo básico si el 
sujeto ha pretendido encubrir u ocultar el origen delictivo del bien. 
 
JOSÉ LUIS DIEZ RIPOLLES, por su parte, concibe la adquisición, conversión o 
transmisión de bienes como tentativa de legitimación, en tanto que no se ha 
                                                 
123 Quienes consideran que se adquiere, convierte o transmite con ánimo de encubrir no tienen más 
remedio que defender que estas tres conductas son incluidas a título de ejemplo. Cfr. Blanco 
Cordero, Isidoro. “El delito de Blanqueo de Capitales...”, op. Cit., p. 306. 
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conseguido la definitiva ocultación o encubrimiento que constituye la auténtica 
conducta básica de legitimación a juicio del precitado autor124. 
 
No es este el esquema que hemos defendido, pues esta concepción tropieza con 
importantes escollos, como el hecho de que se sancione con la misma pena la 
tentativa que la consumación, o que se pueda realizar imperfectamente una 
conducta que ya se ha calificado de tentativa. 
 
JAVIER ALBERTO ZARAGOZA AGUADO resta importancia a esta cuestión, 
subrayando que en la práctica resultará inusual encontrar un supuesto en el que se 
pueda entender que los citados actos de adquisición, conversión y transmisión no 
per se actos de ocultación o encubrimiento125. 
 
5.1.1. Adquirir bienes de ilícita procedencia 
La adquisición supone la incorporación del bien a un nuevo patrimonio por medio 
de cualquier título, oneroso o gratuito. Este término abarca, en consecuencia, un 
conjunto amplísimo de situaciones, algunas de ellas quizá no merecedoras de una 
respuesta penal tan severa como es incluirlas en el delito de legitimación. Tal es el 
caso de simple posesión fáctica de los bienes126. 
 
                                                 
124 Vid. Diez Ripolles, José Luis. “El Blanqueo de Capitales...”, op. Cit., p. 166. 
125 Cfr. Zaragoza Aguado, Javier Alberto. “Receptación y Blanqueo de Capitales...”, op. Cit., 467. 
126 Por el contrario, Cfr. Moreno Cánoves, Antonio y Ruiz Marco, Francisco. “Delitos 
Socioeconómicos...”, op. Cit., p. 387 
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5.1.2. Convertir bienes de ilícita procedencia 
La conversión implica la transformación  de los bienes en activos de cualquier tipo, 
o su transmutación en otros127. Este planteamiento de incluir en la descripción de la 
conducta típica el cambio o mutación de los bienes es ajeno a la concepción 
tradicional de la recepción, pero resultaba de vital importancia en la legitimación, 
pues, como tuvimos ocasión de analizar, muchos procesos de legitimación se 
caracterizan por sucesivas transformaciones del bien que proviene directamente 
del delito previo128.  
 
Su inclusión es particularmente útil para incluir aquellos casos en los que un bien 
circula por el mercado, pero sin desplazamiento de titularidad, ya que 
normalmente serán actos unilaterales. Así, el dinero ingresado en una cuenta 
corriente en nuestro país se convierte en un deposito a plazo fijo en Guatemala, 
pero a nombre del mismo titular que ordenó la transferencia. 
 
Por supuesto, esa idea de conversión inmaterial que es la principal preocupación 
del legislador a la hora de incluir esta previsión, en el tipo no excluye supuestos  de 
conversión material, como, por ejemplo, la conversión de joyas en lingotes de oro. 
Y desde luego, resulta irrelevante si la mutación es reversible (transformación de 
dinero en efectivo en un cheque al portador) o no (transformación de una histórica 
                                                 
127 Coincide en una definición similar Romeral Moraleda, Antonio  y García Blázquez, Manuel. 
“Tráfico y Consumo de Drogas...”, op. Cit., p. 216.  
128 También valora muy positivamente esta referencia Blanco Cordero, Isidoro. “El delito de 
blanqueo de capitales...”, op. Cit., p. 311. 
 128
joya en oro). Es posible una conversión por adición o supresión de una parte de la 
cosa, siempre que tal acción mute su naturaleza. 
 
5.1.3. Transmitir bienes de ilícita procedencia 
La transmisión se produce mediante cualquier forma de transferencia, cesión o 
traspaso de los capitales a terceras personas. Adquisición y transmisión parecen 
contemplar los dos extremos de un mismo desplazamiento patrimonial, pues par 
transmitir se debe haber adquirir anteriormente, y quien recibe el bien transmitido 
lo adquiere.  
 
La transmisión no sólo puede ser material o fáctica, sino que también puede darse 
una transmisión jurídica, entendiendo por tal aquella en la que se produce un 
cambio en la titularidad de un determinado derecho, pero que no implica un 
desplazamiento fáctico de la cosa sobre la que recae tal derecho.  
 
5.2. Realizar cualquier otro acto para encubrir el origen del bien o ayudar a quien 
intervino en el delito previo 
Algo que nos llama a la reflexión, es la expresión “o realice cualquier otro acto...”. 
Con ello se introduce en este tipo básico de legitimación una lista abierta de 
conductas, sin duda poco respetuosa por  su indeterminación con el mandato de la 
certeza. Tal introducción modifica sustancialmente la interpretación de todo el tipo 
penal respeto al que constituye su antecedente inmediato. Por ese segundo efecto, 
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no creemos exagerado afirmar que la pequeña variación del tenor literal del 
artículo ha supuesto un giro radical en su ámbito de aplicación. 
 
Desde luego, la realización de “cualquier otro acto” debe referirse a los bienes de 
los que se conoce su origen ilícito. Ahora bien, no creemos que se pueda 
desprender de los artículos precitados la necesidad de que ese acto sea similar a los 
que consisten en adquirir, convertir o transmitir. Así, facilitar una caja de 
seguridad a sabiendas de que con ello se custodian capitales procedentes de un 
delito grave constituye un hecho punible por estos precitados artículos, y en 
cambio, la idea de deposito no puede ser considerada como semejante a la 
adquisición, conversión o transmisión, pues en ese caso el bien no circula por el 
lícito tráfico económico, sino todo lo contrario, pero se auxilia al legitimador a 
eludir las consecuencias legales de sus actos, pues la tenencia del producto del 
producto del delito base siempre resultará en riesgo para él. 
 
El legislador exige que el sujeto “realice cualquier otro acto” con una determinada 
precisión: para ocultar o encubrir el origen ilícito del bien, o para ayudar a la 
persona que haya participado en la infracción o infracciones a eludir las 
consecuencias legales de sus actos.  
 
5.2.1. Ocultación o encubrimiento de bienes 
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Cuando se oculta o encubre el origen ilícito, se está dificultando el descubrimiento 
del delito, y, por tanto, se está ayudando a sus responsables a eludir las 
consecuencias legales que pudieran derivarse del mismo, por ello, en realidad, la 
primera proposición no es sino una variante de la segunda, por lo que su inclusión 
en los artículos 61 y 62 de la Ley No. 285 es innecesaria. 
 
No existe diferencia entre “ocultar” y “encubrir” el origen de los bienes. Ambos 
términos resultan sinónimos de esconder, disimular o camuflar el rastro que une al 




No nos vamos a ocupar en este estudio de las distintas causas de inimputabilidad, 
pues rigen las reglas generales aplicables a cualquier delito, sin que la 
configuración del precepto nos lleve a apreciar particularidades que justifiquen 
una atención específica. 
 
En cuanto a la exigibilidad, que también hemos dejado al margen en el esquema de 
esta apartado, no se presentan casos especialmente problemáticos. No obstante, 
puede que no sean infrecuentes las ocasiones en las que colabore en un proceso de 
                                                 
129 Del Carpio Delgado admi6te que existen pocas diferencias entre el significado de encubrir y el de 
ocultar, pero, dado su uso conjunto, debe interpretarse que cabe ocultación sin encubrimiento. Vid. 
Del Carpio Delgado, Juana. “El delito de Blanqueo de Bienes...”, op. Cit., p. 198. 
 131
legitimación, aplicándose en tal caso las reglas generales que rigen el miedo 
insuperable. Del mismo modos, también es posible que se planteen supuestos 




A continuación analizaremos diversas cuestiones de interés vinculadas a la 
comisión dolosa del delito de legitimación. En primer lugar, estudiaremos la 
exigencia del conocimiento de la proveniencia lícita de los bienes. MANUEL 
COBO DEL ROSAL llega incluso a identificar el conocimiento de esta circunstancia 
con el dolo130, pero no lo agota, exigiendo la comisión dolosa que también se 
conozcan los restantes elementos típicos de la legitimación131. Posteriormente nos 
ocuparemos del momento en el que se exige la concurrencia del conocimiento de 
esos elementos, así como las repercusiones que, en su caso, pudiera tener el dolo 
subsequens. Finalmente aludiremos a las clases de dolo que admite este delito, 
centrándonos en la admisibilidad del dolo eventual.   
 
6.1.1. Conocimiento de la proveniencia ilícita del bien 
El dolo implica conocimiento de todos los elementos del tipo penal, así como la 
conciencia de realizar la conducta descrita en el tipo y que ésta es antijurídica. No 
obstante, en el caso del delito de legitimación de capitales hay uno de los 
                                                 
130 Cobo del Rosal, Manuel y Vives Antón, Tomás. “Derecho Penal. Parte General”, 1996, p. 551. 
131 En este sentido, Fabián Caparrós, Eduardo. “El Blanqueo de Capitales...”, op. Cit., p. 499.  
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elementos del tipo cuyo conocimiento ha sido resaltado por el legislador: el 
conocimiento de que el bien tiene su origen en un delito grave: el narcotráfico. 
 
En efecto, los artículos 61, 62 y 63 de la Ley No. 285 exigen que el sujeto activo 
realice la conducta “a sabiendas” que estos bienes tengan su origen en un delito 
grave. Surge el mismo problema de la frase “procedente de...”.Así el problema se 
tratará de resolver con dos posiciones: 
 
a) Para algunos autores estamos ante un elemento subjetivo del tipo132, para otros, 
el conocimiento cumple la doble misión de delimitar el tipo como elemento 
subjetivo, pero también forma parte del elemento intelectual del dolo133. 
 
b) Por nuestro lado, consideramos que estamos ante requisito del elemento 
cognoscitivo del dolo. 
 
El dolo tiene que ver con la intención que mueve la voluntad y no con una 
condición previa al hecho como puede ser conocer o desconocer algo, pero esta 
objeción parece desconocer la clásica división entre el aspecto volitivo y el aspecto 
cognoscitivo del dolo. 
 
                                                 
132 Zaragoza Aguado, Javier Alberto. “Receptación y Blanqueo de Capitales”, op. Cit., p. 469. 
133 Vidales Rodríguez, Caty. “Los delitos de receptación y blanqueo de capitales...” , op. Cit., p. 115. 
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En nuestra opinión, la función de esta previsión es resaltar que el elemento 
cognoscitivo del dolo incluye la exigencia de que el autor conozca la realización del 
delito previo del que provienen los bienes. Se trata de una referencia innecesaria, 
pues si se exige que los bienes provengan de un delito, no es necesario subrayar 
que el dolo del autor debe abarcar tal elemento del tipo.  
 
También debemos de ocuparnos de determinar si la procedencia ilícita de los 
bienes es un elemento descriptivo o normativo del tipo, pues este dato es relevante, 
en especial, a la hora de evaluar el alcance del conocimiento y el error sobre dicho 
elemento. La doctrina afirma que se trata de un elemento normativo, ya que no 
puede ser aprehendido por la mera percepción sensitiva, sino que exige un proceso 
de valoración o de comprensión intelectual.  
 
Pero, ¿qué grado de conocimiento del propio se exige al legitimador? ¿Es suficiente 
una mera sospecha o se necesita un conocimiento preciso de las circunstancias que 
rodearon la procedencia delictiva del bien? En general, se afirma que el 
conocimiento de los elementos normativos implica que el autor debe conocer los 
hechos de los que el jurista deduce que se ha cometido un delito grave, y 
posteriormente, respecto a esos hechos, no existe una exacta subsunción jurídica, 
sino que basta la valoración paralela en la esfera del profano.  
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Tampoco es suficiente un conocimiento genérico de la ilicitud, sino que se tiene 
que ser consciente del carácter antijurídico penal del hecho, siendo irrelevante el 
conocimiento, o su ausencia, sobre características concretas de la culpabilidad o 
punibilidad del hecho. 
 
Además, no es necesario un conocimiento concreto de la clase de delito previo, 
sino que basta con saber que se encuentra comprendido en la categoría de delitos 
graves, por lo que el conocimiento de la pena asignada del delito de tiene 
relevancia. No obstante, entendemos que el conocimiento de la sanción que lleva 
aparejado el delito no es un requisito exigible para la configuración del dolo pues 
en tal caso se estaría exigiendo al ciudadano conocimientos que van mucho más 
allá de lo que puede ser exigible para un lego. 
 
La amplitud del delito previo constituye el factor principal del que depende la 
eficacia represora de la legitimación, pues en efecto, siendo respetuosos con el 
principio de culpabilidad, advertimos una relación inversamente proporcional 
entre la extensión del delito previo y la facilidad de demostrar el conocimiento de 
la proveniencia ilícita del bien. Y no olvidemos que el problema del conocimiento 
cobra una mayor relevancia precisamente en las operaciones de legitimación de 
mayor envergadura, ya que los profesionales que gestionan grandes fondos de 
dinero sucio tienen una posición bastante alejada de los delitos que generaron las 
rentas. 
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Debemos señalar que, como sucede siempre que se valora la presencia de un 
elemento de carácter subjetivo, la prueba de tal conocimiento será sin duda 
complicada, y ello a pesar de que la administración del dolo eventual reduce los 
problemas de prueba, pues solo será necesario demostrar que el autor se 
representó como muy probable el origen delictivo del objeto, y aun así aceptó la 
realización del hecho. 
 
La prueba de este elemento no se realizará, salva manifestación paladina del 
propio sujeto, a través de indicios que puedan revelar tal conocimiento, como lo 
sugirió la Convención de Viena, pero no es posible presumir su ocurrencia, a 
menos que entre el hecho demostrado y aquel que se trate de deducir haya un 
enlace preciso según las reglas del criterio humano. 
 
Desde luego, la existencia de que resulte probado que el sujeto conocía el origen 
delictivo de los bienes no puede relajarse bajo ningún concepto, lo cual no resulta 
incompatible con una ampliación de los mecanismos procésales que pueden servir 
para su constatación, siempre que no se llegue a incluir presunciones contrarias al 
reo. 
 
6.1.1.2. Conocimiento y Voluntad de realización de la conducta típica 
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A pesar de que el legislador centra su atención en el conocimiento de la 
proveniencia delictiva de los bienes, el dolo también exige conocimiento y 
voluntad de realización de los restantes elementos típicos.   
 
Así, debemos exigir el conocimiento y la voluntad de realización de las diferentes 
conductas que componen el tipo básico: 
 
a) En el caso de adquirir, convertir, o transmitir bienes, basta con el conocimiento 
de que se está adquiriendo, convirtiendo o transmitiendo esos bienes y la voluntad 
de realizar esa acción. 
 
b) En cambio, cuando se realice cualquier otro acto, no solo debemos exigir el 
conocimiento de que se realiza ese acto concreto y la voluntad de realizarlo, sino 
que hay que añadir la voluntad de ocultar o encubrir los bienes, o de ayudar a los 
responsables del delito previo a eludir las consecuencias legales de los actos. 
 
c) El tipo básico también hace referencia a ocultar o encubrir  la verdadera 
naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento, derechos o propiedad de los 
bienes. Ya mencionamos que encubrir son sinónimos, y que el encubrimiento de la 
naturaleza, ubicación, destino, movimiento, derechos o propiedad de los bienes 
solo es relevante si sirve para ocultar su origen ilícito, con lo que el legislador 
podría haberse ahorrado esos términos. La diferencia con la expresión “realizar 
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cualquier otro acto para ocultar o encubrir  el origen” reside en el elemento volitivo 
del dolo, pues aquí no se concreta siendo posible el dolo directo de segundo grado 
y el dolo eventual. 
 
6.1.1.3. Admisibilidad del dolo eventual 
Vamos a analizar  los diferentes elementos del tipo que pudieran ser incompatibles 
con el dolo eventual. 
 
a) A sabiendas: es una expresión que admite tanto el dolo directo como el dolo 
eventual.  
 
b) El ánimo de lucro se presume por lo que el delito se comete con dolo genérico 
directo, excluyéndose el indirecto y el eventual. 
 
6.2. El tratamiento del error 
Partidarios de la denominación error de tipo y error de prohibición, y 
prescindiendo, por no considerarlo adecuado a los fines del presente trabajo, del 
debate doctrinal acerca del distinto tratamiento del error de prohibición en la teoría 
del dolo o de la culpabilidad, centraremos nuestro análisis en la problemática del 
error, en materia de legitimación de capitales, a la luz de la Ley No. 285 vigente. 
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6.2.1. Error de tipo  
Aquél en el que “el desconocimiento de la concurrencia de un elemento 
fundamentador de la prohibición legal de esa conducta, excluye en todo caso el 
dolo, ya que éste requiere todos los elementos del tipo injusto”134, habrá que 
apreciar su existencia en el supuesto en que el sujeto activo crea, erróneamente, 
que los valores patrimoniales proceden de una actividad lícita cuando de hecho lo 
son de un delito grave. Al haber actuado bajo la influencia de una apreciación 
errónea de los hechos, será juzgado según esa apreciación si le es favorable. Pese a 
la evidente falta de claridad del legislador nicaragüense, habrá que concluir que la 
invencibilidad del error de tipo conduce a la exención de responsabilidad criminal, 
pues cualquier otra solución se nos antoja, cuanto menos, de difícil aceptación. 
 
Mayor claridad y concreción hay que atribuir al tratamiento del error de tipo 
vencible al conducir la ausencia de las debidas precauciones a la punibilidad por 
negligencia si la ley reprime el acto como delito negligente, exigencia que, en el 
delito de legitimación, determinará la impunidad de la conducta por no 
contemplar los artos. 60, 62 y 63 la modalidad imprudente. Circunstancia criticable 
por cuanto, pese a la existencia de los artos. 27 y 29, en el que se advierte la falta de 
vigilancia en materia de operaciones financieras, no toda conducta imprudente se 
concreta en la omisión de recabar la identidad del cuenta habiente económico. Con 
                                                 
134 Luzón Peña, Diego Manuel. Curso de..., Op. Cit., p., 440.   
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ello, cualquier conducta imprudente y determinante de la obstaculización al 
comiso, realizada por un intermediario financiero, distinta de la mencionada, se 
verá, inadecuadamente, premiada por la impunidad. 
 
6.2.2. Error sobre la prohibición (o sobre la significación antijurídica de la 
conducta)  
Aquél por el que el autor cree que actúa conforme a Derecho cuando en realidad 
no es así, el legislador nicaragüense amplía ilimitadamente el arbitrio judicial al 
otorgarle la facultad de atenuar o excluir libremente la pena. 
 
Si el desconocimiento de la antijuridicidad de la conducta determina la existencia 
de un error de prohibición, se ha planteado por parte de la doctrina si ese 
desconocimiento ha de alcanzar al ordenamiento jurídico en su conjunto o, más 
específicamente, a la antijuridicidad penal. En el caso español, y en base a la 
existencia de una normativa administrativa relativa a la prevención de 
legitimación de capitales, nada obsta para entender que el conocimiento de la 
ilicitud del legitimación en base a la misma es suficiente para concluir que conoce 
la antijuridicidad de su conducta, pues sabe que es contrario al ordenamiento 
jurídico. Empero, en el contexto nicaragüense y ante la falta de una normativa 
administrativa que condujera a las mismas conclusiones, el desconocimiento sólo 
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podrá versar sobre la antijuridicidad penal, a excepción de los profesionales de la 
banca, en base a la existencia de una ley específica, vigente desde octubre de 
1999135. Por ello, hay que considerar inaceptable la postura del Profesor ALBERTO 
NOVOA ESPINOZA cuando sostiene que concurre el conocimiento de la 
antijuridicidad cuando el autor tiene conciencia dudosa de realizar algo injusto, 
basándose, para tal afirmación, en la divulgación un medio de comunicación 
nicaragüense136 sobre legitimación de capitales, aportando los conocimientos 
suficientes que permitan al sujeto, al menos, dudar sobre la adecuación a Derecho 
de su comportamiento. No obstante, basar el conocimiento de la antijuridicidad de 
la conducta legitimadora en las informaciones parciales y no siempre objetivas que 
los medios de comunicación puedan brindar, supone atribuirles un alcance y 
difusión en exceso pretencioso, sin tomar, además, en consideración aquellos 
colectivos de personas que, por razón de su nacionalidad, edad o nivel cultural, 




Dejando a un lado las sanciones pecuniarias que, en relación con el delito de 
legitimación de capitales, frecuentemente acompañan a las penas privativas de 
libertad, y centrándonos en estas últimas, puede comprobarse sin dificultad que la 
                                                 
135 Ley No. 316. Ley de la Superintendencia de Bancos y de Otras Instituciones Financieras, 
publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 196 del 14 de agosto de 1999.  
136 Véase La Prensa del 8 de agosto del año 2002. 
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uniformación observada respecto de la configuración de los tipos penales se pierde 
manifestándose, de este modo, la disparidad de criterios que los distintos 
legisladores han tenido a la hora de encajar estas conductas en sus respectivos 
ordenamientos. 
 
Así, las penas privativas de libertad establecidas oscilan entre de cuatro a veinte 
años, más multa correspondiente al doble del valor de los bienes objeto del 
proceso, según los artos. 61 y 62 de la Ley 285, presentando el factor común de no 
guardar proporción alguna con las sanciones previstas en relación con infracciones 
que estimamos ampliamente coincidentes, como el encubrimiento137 y la 
receptación138; figuras éstas con las que, debido a su evidente parentesco, se 
producirán no pocos problemas concúrsales139 . Pero, además, a diferencia de lo 
que ocurre con estos delitos afines, la pena prevista para el legitimador no se limita 
en relación con la que corresponda al autor del delito principal, tratándose, en 
muchos casos, de consecuencias jurídicas análogas140. 
                                                 
137 Efectivamente, la pena prevista para el delito de encubrimiento en los países en los que tales 
conductas se sancionan con independencia del delito previamente cometido, puede oscilar entre 
cinco meses y dos años hasta un máximo de seis; correspondiendo la pena más elevada a Perú (de 
dos a seis años) y la más leve a México (de cinco meses a dos años). En consecuencia, se trata de una 
penalidad notoriamente más benigna que la prevista en relación con los delitos de legitimación. 
138 El mismo fenómeno observado en relación con el encubrimiento, se advierte respecto del delito 
de receptación. En este caso, las penas privativas de libertad van desde los tres meses y tres años -
como es el caso de México- hasta los diez años que prevé el legislador penal norteamericano. En 
relación con este delito, sorprende que las penas sean significativamente más leves que las que se 
establecen para el blanqueo, cuando en el primer caso se requiere como elemento configurador del 
injusto un propósito lucrativo del que se omite toda referencia cuando se incrimina la legitimación 
de capitales. 
139 Al respecto, Vidales Rodríguez, Caty. “Los delitos...”, op. Cit., p. 150. 
140 Por poner tan sólo un ejemplo, adviértase que en Francia, la pena prevista para el legitimador es 
idéntica a la que corresponde al autor de un delito de tráfico de drogas, con la única diferencia de la 
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La exasperación punitiva de que hacen gala los nuestros legisladores, la inexistente 
proporción entre estas sanciones y las que conlleva la realización de conductas 
similares y el amplio margen que se concede al arbitrio judicial141, parece confirmar 
que se trata de un delito pluri-ofensivo en el que, el juzgador -dependiendo del 
mecanismo empleado para legitimar capital-, tiene que concretar la pena; pues 
obviamente, no merece el mismo tratamiento punitivo quien se limita, por ejemplo, 
a transportar el bien ilícitamente obtenido para ocultar su origen, que quien con el 
mismo fin, realiza un comportamiento que, de no existir los tipos de lavado, 
tuviese acogida en otros preceptos de los distintos textos punitivos, como la 
evasión de capitales o la falsificación de documentos. 
 
Ahora bien, a la hora de individualizar la pena correspondiente han de tenerse en 
cuenta, además, las circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal 
que se ha previsto. Así es sumamente frecuente que la ya de por sí severa pena de 
privación de libertad se vea incrementada cuando quien realiza la conducta típica 
pertenezca a una organización delictiva dedicada a estos fines, lleve a cabo tal 
comportamiento en el ejercicio de una actividad profesional o, el hecho revista 
especial gravedad. Pero, sin duda, el legislador que ha mostrado mayor énfasis en 
establecer supuestos de agravación es el español a quien, su desmedido afán 
represivo le ha llevado a considerar más reprochable la realización de estos actos 
                                                                                                                                                     
sanción pecuniaria que es mucho más alta en este último supuesto (50 millones de euros, frente a 
un millón de euros, en caso de tratarse de legitimación).  
141 Las penas impuesta pueden oscilar de cuatro a veinte años de prisión. 
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por personas que poco o nada tienen que ver con la problemática de la 
legitimación. 
 
7.1. Tipo básico 
Atendiendo a la gravedad de la legitimación, a su conexión con delitos graves, y a 
su consideración de modalidad cualificada respecto del favorecimiento personal de 
los artos. 61, 62 y 63, como sostiene el Profesor SERGIO CUARESMA TERÁN, 
aunque sea infructuosamente, “que la pena del tipo básico fuese la de reclusión de 
tres a diez años”142. Distinto criterio, en base al principio de proporcionalidad y a la 
pena prevista para el favorecimiento personal, condujo a los legisladores 
nicaragüenses a proponer exitosamente la pena que, en última instancia, 
contempla los artos. precitados. 
 
Sensiblemente inferior a las previstas en otros ordenamientos jurídicos tanto 
regionales como fuera de la misma, la pena del tipo básico viene constituida por la 
prisión de entre cuatro a treinta años o multa, con un importe máximo, siempre y 
cuando el delincuente no haya actuado por ánimo lucrativo, en cuyo caso el Juez 
no se encontrará sujeto a ese máximo. La alternatividad de las penas puede verse 
                                                 
142 Análisis al Expediente Judicial No. 1111 – 2002, conocido como el caso “La Huaca”. Entrevista 
realizada en TV Noticias Edición Nocturna del día siete de agosto del año dos mil dos. 
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alterada por el arbitrio judicial al contemplarse la posibilidad de que el Juez pueda 
dictaminar la acumulación de las mismas. 
 
7.2. Tipo agravado  
Las penas de reclusión, con un máximo de “veinte años de prisión, mas una multa 
correspondiente al doble del valor de los bienes objeto del proceso”143, en los 
supuestos agravados cuando: 
 
1. El autor actúa con otras personas (supone ser miembro de una organización 
criminal). Pese a la insignificante incidencia de la criminalidad organizada en 
Nicaragua, el legislador nicaragüense incluyo en el Decreto No. 297 “Ley de 
Código Penal”en su Título XI “Delitos contra el Orden Público”, Capitulo I “De la 
asociación e instigación para delinquir y de la apología del delito”, artos. 493 y ss., 
mediante el que se castiga con “prisión de uno a tres años sin perjuicio de la 
sanción que le corresponda por los delitos que comete”.  
 
Si entendemos por organización “aquella estructura sólida que favorece 
preparativos objetivamente reconocibles, emprendidos de manera sistemática y 
                                                 
143 Ver artos. 61, 62 y 63 de la Ley No. 285. 
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conforme a un plan”, se echa en falta que el legislador nicaragüense no haya 
contemplado una serie de medidas tendentes a impedir el funcionamiento de la 
organización dedicada a la legitimación. 
 
Para que los artos. precitados puedan ser aplicado, suponemos que el autor 
legitimador debe actuar como miembro de una organización criminal. Por ello, 
quien se dedique a legitimar capitales de la organización no siendo miembro de la 
misma, no caerá en la esfera punitiva del subtipo agravado sino del tipo básico, o  
si entendemos su conducta como sostenimiento a una organización criminal. 
 
2. El autor actúa como miembro de una banda formada para dedicarse de manera 
sistemática a la legitimación de capitales. La legislación penal nicaragüense 
contempla los supuestos de actividad delictiva como circunstancia agravante en 
determinados delitos contra el patrimonio (Robo arto. 266 y ss.) y contra la salud 
pública (Ley No. 285).  
 
Definida por la jurisprudencia como aquella formada, al menos, por dos personas 
que manifiesten expresamente o por actos concluyentes la voluntad de asociarse 
con el fin de cometer juntos varias infracciones independientes, aunque no tengan 
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un plan preconcebido y las infracciones futuras no estén aún determinadas, la 
banda requerirá su efectiva formación para dedicarse de manera sistemática y 
continua a legitimar capitales, para caer dentro de la esfera punitiva de los artos. 
precitados. 
3. El autor obtiene una cifra de negocios o una ganancia importantes dedicándose 
profesionalmente a legitimar capitales. Configurada como circunstancia agravante 
en determinados tipos delictivos del Código Penal vigente, la dedicación 
profesional exige aquí la obtención de cifras de negocios o ganancias importantes, 
inclinándose, una vez más, el legislador nicaragüense por vulnerar las exigencias 
de taxatividad mediante la utilización de un concepto descriptivo de carácter 
objetivo que recuerda la desafortunada notoria importancia de los artos 61, 62 y 63 
de Ley No. 285.  de nuestro texto punitivo, relativo a los delitos contra la salud 
pública. La defectuosa técnica legislativa empleada supone una nueva delegación 
de las funciones atribuidas al legislador en la jurisprudencia, que deberá, al 
margen de sus estrictas competencias, concretar lo que debe entenderse por 
importante. Sólo cabe esperar que su interpretación sea más afortunada y precisa 






CAPÍTULO IV. COCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
CONCLUSIONES 
1. La expresión “Legitimación de capitales” puede y debe utilizarse en un sentido 
técnico para referirse al delito que ha sido objeto de nuestra investigación 
monográfica. Ello no impide que eventualmente, y tan solo por motivos estilísticos, 
se recurra a términos menos precisos (lavado de dinero, blanqueo, reciclage, etc.). 
 
2. No existe un preclaro concepto legal de legitimación de capitales, ni en las 
Convenciones Internacionales, ni en nuestra Ley No. 285. En su lugar, se alude 
únicamente al catalogo de acciones que deben ser sancionadas para prevenir la 
legitimación de capitales, que se plasmó originalmente en la Convención de las 
Naciones Unidas de 1988, y se traslada, sin variaciones sustanciales, a otros 
instrumentos supranacionales como el Consejo de Europa o el Reglamento Modelo 
de la OEA de 1992, así como a nuestra legislación interna sin cuestionar la 
oportunidad de adaptar esas normas, que tienen un carácter necesariamente 
general, a nuestra propia tradición jurídica y otros delitos con los que podría 
solaparse. 
 
3. Las diferentes definiciones de legitimación de capitales elaboradas por la 
doctrina parten de una serie de notas comunes, destacan la riqueza de 
procedimientos empleados para legitimar capitales, y subrayan, que la 
legitimación es un proceso, considerando que ese proceso es divisible en varias 
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etapas o fases. Las divergencias se aprecian en el núcleo del concepto, pues 
mientras unos entienden que la característica principal de la legitimación consiste 
en la ocultación de los bienes, otros sostenemos que lo principal en el delito que 
nos ocupa es la reintroducción de esos bienes de ilícita procedencia. 
 
4. Consideramos que la Legitimación de Capitales puede definirse como la 
incorporación a la economía legal de bienes que tienen su origen en un delito 
producto de la narcoactividad. Se trata de un concepto en el que hemos eludido 
premeditadamente la idea de encubrimiento de los bienes.  
 
5. Casi todos los autores dividen el proceso de Legitimación de Capitales en fases. 
De este modo se han elaborado modelos teleológicos, naturalistas, circulares, de 
tres fases. Hemos renunciado a ese esfuerzo por dos cuestiones fundamentales: 
primero, porque la variadísima tipología de la Legitimación de Capitales impide 
determinar un modus operandi que sirva de modelo para analizar la comisión de 
este delito. Segundo, porque los autores que exponen algún modelo de fases 
obtiene rentabilidad práctica de su construcción teórica, pues no la aplica al 
estudio de las conductas de legitimación de capitales, 
 
6. Sorprende la variedad de técnicas empleadas para borra el rastro que une a los 
capitales con su ilícita procedencia. Así, los procedimiento utilizados para 
conseguir ese propósito van desde lo más rudimentarios, hasta los más complejos. 
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7. Cuanto más novedoso sea un sistema de legitimación, mayores posibilidades 
tendrá de pasar inadvertido a los órganos de persecución penal y de beneficiarse 
de lagunas legales. El dinamismo de las técnicas de legitimación es enorme. 
 
8. Uno de los métodos más empleados para legitimar capitales es la creación de 
sociedades de pantalla, de frente o de papel, cuya única función es la averiguación 
de la titularidad real del patrimonio objeto de este delito. Los diferentes tipos de 
sociedades mercantiles y civiles empleadas para el objetivo que acabamos de 
exponer, destaca por su novedad y efectividad el empleo de la comunidad de 
bienes. 
 
9. La Legitimación de Capitales es una actividad que se detecto varios años atrás, 
también en nuestro país, pero quizá se situaba en el terreno de lo no rechazado 
moralmente, habida cuenta de la necesidad de realizar declaraciones de carácter 
deontológico tendientes a concienciar a las instituciones del sector financiero de la 
nocividad de esta conducta.  De esa declaraciones podemos referirnos a la más 
importante de ellas, La Convención de Viena de 1988. Luego, le sigue El Consejo 
de Europa, y, por último, El Reglamento Modelo de la OEA. 
 
10. El debate sobre la determinación del bien jurídico que debe proteger la 
legitimación comienza por las dudas sobre la misma existencia de un interés digno 
de protección. Pero tampoco entre quienes afirman que es necesario incriminar la 
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legitimación de capitales existe consenso amplio sobre cuál es el objeto de esa 
tutela, pues como bienes jurídicos protegidos del delito de legitimación se han 
señalado: La Administración de Justicia; El Rol de la Policía Nacional; La paz 
jurídica; El bien jurídico que tutela el delito previo (La salud pública) y la 
Ordenanza Socioeconómica. Además, de una gran cantidad de combinaciones o 
aspectos concretos de estos mismos intereses. 
 
11. La Administración de Justicia se ve lesionada en este delito tan solo 
ocasionalmente, pues la ocultación de la proveniencia delictiva de los bienes es una 
consecuencia ineludible de ciertas formas de legitimación, pero no es el objeto 
principal del legitimador, que pretende el reingreso de los bienes en la economía 
formal. Por ello, consideramos que la legitimación de capitales sólo afecta a la 
Administración de Justicia de manera secundaria. Si bien el bien jurídico del delito 
de legitimación fuera la Administración de Justicia, el régimen del delito de 
legitimación sería del todo inexplicable, ya que: en primer lugar, no entenderíamos 
por qué existe un delito de legitimación de capitales diferenciado del de 
encubrimientos y sancionado con una pena muy superior a éste. Además, tampoco 
sería justificable que se castigara la legitimación de bienes de ilícita procedencia 
aun cuando el delito previo ha sido ya descubierto, o cuyo autor ya ha sido 
condenado y juzgado. No existiría un aclara explicación para atribuir 
expresamente a los Juzgados de Distrito la capacidad para conocer de un delito de 
legitimación de capitales que preceden de un delito previo, cuando ese delito 
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previo quedad fuera de su ámbito competencial; no comprenderíamos porque 
razón se castiga la imprudencia. 
 
12. Los deberes de la Policía Nacional respecto al delito previo no suponen sino un 
aspecto concreto de un bien jurídico más amplio, que es la Administración de 
Justicia, por tanto, las consideraciones críticas efectuadas en el párrafo anterior son 
predicables también de esta posibilidad. Además, no creemos que la tutela de los 
deberes de Policía pueda ir más allá de lo establecido para el encubrimiento, 
justificando la aparición de un nuevo delito. 
 
13. La Paz Jurídica es el abstracto interés protegido por la legitimación de capitales 
a juicio de un sector minoritario. En efecto, determinadas organizaciones 
criminales pueden acabar corrompiendo las instituciones básicas de un Estado, 
pero el hecho de que la legitimación pueda coadyuvar la consolidación del poder 
económico de alguna de esas organizaciones, lo que a su vez puede quizá socavar 
los cimientos del Estado, nos parece un argumento poco sólido para justificar este 
delito, pues individuos aislados pueden legitimar capitales sin necesidad de contar 
con el apoyo de un grupo delictivo estructurado grandes capitales. Tómese en 
cuenta que el poder económico es un factor importante, pero no el único, de la 
criminalidad organizada. Lo dicho no implica que renunciemos a una agravación 
por la comisión de la legitimación desde una estructura organizada, pero sólo por 
la mayor capacidad para legitimar que se detenta desde esas organizaciones, no 
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porque exista un interés jurídico tutelado distinto del protegido en el tipo básico de 
legitimación. 
 
14. La identificación del bien jurídico del delito de legitimación con el protegido 
por el delito previo es una concepción que se fundamentaba en la consideración, ya 
superada, de la legitimación como un instrumento más en la lucha contra el delito 
que le servía de base, es decir, el narcotráfico.  
 
15. A pesar de que la legitimación es un tipo común, que no establece ninguna 
restricción en cuanto al ámbito de posibles sujetos activos de tal delito, buena parte 
de la doctrina manifiesta sus dudas en cuanto si es factible hacer responder al 
autor o partícipe del delito previo. Este debate se debe a la similitud de gran parte 
de las conductas de legitimación con el encubrimiento o la receptación, tipos 
penales que excluyen del ámbito del sujeto activo al autor o partícipe del delito 
previo, unido al inexplicable silencio del legislador sobre esta cuestión. 
 
16. El término “bienes” es lo suficientemente amplio como para acoger cualquier 
beneficio valorable económicamente. Únicamente es exigible que sea susceptible 
del tráfico mercantil, sobre la base al fundamento mismo de la incriminación de 
legitimación. Pero nuestro legislador no ha exigido, como debiera haberlo hecho, 
una entidad económica mínima a ese bien, a partir de la cual la legitimación 
cobrara relevancia jurídica. 
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17. La expresión “procedente de...” debe ser interpretada basándose en un criterio 
teleológico, partiendo de la afección al bien jurídico. No podemos recurrir a la 
teoría de la causalidad, porque el nexo de causalidad aquí analizado es 
radicalmente distinto al que une una conducta con su resultado. 
 
18. La caótica plasmación de conductas recogidas en la legitimación de capitales 
impide incluso advertir con nitidez cuál es el tipo básico, que en nuestra opinión 
puede esquematizarse de la siguiente manera: 
 
a) Adquirir, convertir o transmitir bienes de los cuales se conoce su 
procedencia de un delito grave; 
b) Ocultar o encubrir su origen ilícito; 
c) Ayudar a los responsables del delito previo a eludir las consecuencias 
legales de sus actos. 
 
19. El conocimiento de la proveniencia ilícita del bien, un requisito expresamente 
establecido en los artículos referidos al delito de legitimación de capitales, forman 
parte del elemento cognoscitivo del dolo, no pudiendo ser considerado como un 
elemento subjetivo del tipo, ya que no modaliza la lesión del bien jurídico y esa 
misma conducta se castiga también imprudentemente. No obstante, el legislador 
no debería resaltar el conocimiento de este elemento del tipo ya que, aunque no se 
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1. Puesto que la actual regulación de legitimación nos merece, en conjunto, una 
valoración negativa, no hemos querido finalizar este trabajo, sin concretar algunas 
recomendaciones alternativas a la vigente redacción de este estilo, la mayoría de 
las cuales ya han sido defendidas a hilo del análisis de la regulación vigente. 
 
2. El blanqueo debería ser entendido como un plus respecto al encubrimiento y a la 
receptación. Los criminales siempre han querido ocultar y rentabilizar el producto 
de su delito. Por ello siempre han existido encubridores y receptadores, pero la 
aparición en el ámbito de la criminalidad del legitimador, que cumple una función 
no alcanzable por el clásico testaferro, es el reflejo de la transformación que sufre la 
economía actual, que ha multiplicado el volumen de intercambios comerciales 
lícitos, pero también ha disparado las posibilidades de obtener ganancias ilícitas. 
Por tanto el criterio cuantitativo es el mejor guía para explicar la neo-incriminación 
de conductas como la legitimación, que lesionan mucho más radicalmente 
intereses que antes estaban protegidos colateralmente por la existencia de otras 
normas. 
 
3. Recomendamos, en definitiva, que se adopte un concepto restrictivo de 
legitimación que lo conciba como la incorporación a la economía legal de bienes de 
proveniencia delictiva, y no como ocultación del origen ilícito del bien, que a lo 
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sumo puede constituir un acto preparatorio del delito de legitimación o, en 
determinados casos, un delito de encubrimiento. 
 
4. El bien jurídico que debería proteger prioritariamente el delito de legitimación 
de capitales es la ordenanza socioeconómica, pero tal afirmación resultaría 
excesivamente ambigua si no se concretase, por ello es necesario destacar que la 
legitimación de capitales atenta contra la competencia en el mercado, un interés 
tutelado  constitucionalmente. Es preciso que las fronteras entre la economía legal 
y la ilegal sigan siendo nítidas, que no-se permeabilicen, pues el ingreso de 
ingentes cantidades de dinero en los círculos económicos legales desestabiliza la 
economía, ya que los diferentes agentes económicos que interactúan en los 
mercados no tienen en tal caso iguales posibilidades. 
 
5. Aunque criminológicamente la legitimación pueda incluirse en la categoría de 
criminalidad de segundo grado o inducida (delito dependiente), por la sencilla 
razón de que si no existe un delito previo que genera un beneficio ilícito no surge 
la necesidad de legitimarlo, ello no implica que dogmáticamente la legitimación no 
pueda configurarse como delito autónomo, pues la entidad de la lesión al bien 
jurídico producida por el delito que originó los bienes, en absoluto afecta a la 
lesión del interés que de lege ferenda debe proteger la legitimación, esto es la lealtad 
en la competencia. Por ejemplo: pueden existir estafas astronómicas. La lesión del 
bien jurídico en la legitimación no debe depender de la gravedad del delito. 
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 6. La conducta típica de la legitimación debe de centrarse en la transmisión y en la 
conversión de bienes de procedencia ilícita. No incluimos expresamente la 
adquisición en la conducta típica de este delito, porque no es mas que la otra cara 
de la transmisión, que es  por naturaleza un acto bilateral. Así, el adquiriente que 
cumpla con los restantes elementos del tipo responderá como participe en la 
transmisión realizada por otro. Y la exclusión del tipo penal de legitimación de 
capitales del adquiriente, con su correlativo tratamiento como participe en el hecho 
ajeno, tiene la ventaja de valorar mejor el contenido de injusto de la aportación del 
adquiriente. Así, éste responderá normalmente como cómplice, aunque no se 
descarta la posibilidad de que eventualmente responda como cooperador necesario 
de la legitimación, o como inductor del delito previo. 
 
7. El delito de legitimación debería configurarse como un delito de peligro en 
abstracto, pues la incriminación de las conductas no se debe a la potencialidad 
lesiva de cada conducta considerada aisladamente, sino que conforme a la 
expresión se ha constatado que su propagación resulta extraordinariamente lesiva 
para el normal desarrollo de la competencia en los mercados. Un solo acto aislado 
de legitimación, salvo casos de excepcionales  gravedad, no tiene capacidad por sí 
solo de lesionar la ordenanza socioeconómica, es la reiteración o frecuencia de 
estos actos lo que conduce a una perversión de las reglas básicas de competencia. 
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8. En cuanto a la pena, el límite máximo de la misma, veinte años, resulta excesivo, 
debiéndose bajar hasta diez años como máximo. Por otra parte, con ello se 
reduciría el amplísimo margen discrecionalidad judicial que deja la pena actual, 
atendiendo al criterio de proporcionalidad  de la pena, se debe reducir penas o 
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